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[bookmark: _Toc366755199]Nº 047-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del veintiuno de noviembre de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, y del director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas; todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentra ausente con justificación.
[bookmark: _Toc151035949]ARTÍCULO I
Documento N° 1094-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc151035951]ARTÍCULO II
Documento N° 1095-2023
Aprobación del acta N° 045-2023, correspondiente a la sesión celebrada el 07 de noviembre de 2023.
El doctor Alexander Arguedas Vindas, se abstiene de votar en los artículos que no estuvo presente.
Por mayoría, se acordó: Aprobar el acta N° 045-2023, correspondiente a la sesión celebrada el 07 de noviembre de 2023.
[bookmark: _Toc148033271][bookmark: _Toc151035955]ARTÍCULO III
Documento N° 1086-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el informe suscrito por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la JUNAFO, remitido mediante correo electrónico del 08 de noviembre del 2023, correspondiente al control y seguimiento de la Función de Cumplimiento en el mes de octubre del 2023.
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibido el Informe de Seguimiento de la Función de Cumplimiento correspondiente al mes de octubre del 2023, remitido por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 08 de noviembre de 2023, y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda. 3.) Trasladar a conocimiento de la Auditoría interna de la JUNAFO y del Comité de Auditoría, para el seguimiento respectivo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc151035958][bookmark: _Toc147482222][bookmark: _Toc149203065][bookmark: _Toc149296392]ARTÍCULO IV
Documento N° 1090-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 082CJ-2023 del 03 de noviembre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a RAIMUNDO MEDINA MORALES, cédula N° 01-0926-0644 a partir del 01 de diciembre del 2023.

Al 30 de noviembre del 2023, el señor RAIMUNDO MEDINA MORALES habrá laborado para este Poder por espacio de 24 años, 8 meses, 0 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 24 años, 8 meses, 0 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 24 años, 8 meses, 0 días.

EDAD: 47 años, 11 meses, 2 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: INVESTIGADOR 2, DIRECCION GENERAL

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 23311

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: INVESTIGADOR 2, DIRECCION GENERAL

PUESTO DE REAJUSTE: INVESTIGADOR 2, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1.505.814,63

MONTO MÍNIMO ESTABLECIDO: ¢ 144.585,54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica 9544 articulo 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 1.704.769,90

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 9544."

FÓRMULA APLICADA: 24 años, 8 meses, 0 dias (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 997.209,21 (70.48% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios)
 
PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 70,48% del 83%	

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

El señor Medina Morales de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias: 

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, la señora RAIMUNDO MEDINA MORALES cuenta con 24 años, 8 meses, 0 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”.

- 0 -
Mediante oficio N° 0321-SAF/DJA-2023 del 03 de noviembre del 2023, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que el funcionario judicial Raimundo Medina Morales, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-579-2023 del 27 de octubre de 2023, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el señor Medina Morales, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las trece horas doce minutos del treinta y uno de octubre del año dos mil veintitrés, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Raimundo Medina Morales, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Así como hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 319-2023 del 7 de agosto de 2023.
Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 319-2023 del 7 de agosto de 2023, donde se declara en estado de invalidez al señor Raimundo Medina Morales, así como del informe técnico N° 082CJ-2023 del 03 de noviembre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del señor Raimundo Medina Morales, investigador 2 de la Dirección General, a partir del 01 de diciembre del 2023. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del señor Medina Morales, cuya asignación mensual bruta será de ¢997 209,21 (novecientos noventa y siete mil doscientos nueve colones con veintiún céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento del señor Medina Morales lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 4.) Asimismo, se previene al señor Medina Morales que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial. 6.) Las Direcciones de Gestión Humana, de la JUNAFO y General del Organismo de Investigación Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc151035960]ARTÍCULO V
Documento N° 1091-2023
[bookmark: _Hlk150862910]Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 083CJ-2023 del 03 de noviembre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR INCAPACIDAD ABSOLUTA Y PERMANENTE

En cumplimiento con lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 05 de noviembre del 2019, artículo LXXVI y de acuerdo con el dictamen médico de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, procedemos a presentar los cálculos de jubilación y el informe donde se separa por Incapacidad Absoluta y Permanente a JUAN LUIS UREÑA ALVAREZ, cédula N° 03-0330-0571 a partir del 01 de diciembre del 2023.

Al 30 de noviembre del 2023, el señor JUAN LUIS UREÑA ALVAREZ habrá laborado para este Poder por espacio de 29 años, 7 meses, 28 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 29 años, 7 meses, 28 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 29 años, 7 meses, 28 días.

EDAD: 49 años, 5 meses, 6 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: INVESTIGADOR 1, DIRECCION GENERAL

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 43259

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: INVESTIGADOR 1, DIRECCION GENERAL

PUESTOS DE REAJUSTE: INVESTIGADOR 1, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 1.427.829,02

MONTO MINIMO ESTABLECIDO: ¢ 144.585,54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica 9544 articulo 225)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 1.558.720,94

NORMA LEGAL: "Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 9544."

FÓRMULA APLICADA: 29 años, 7 meses, 28 dias (240) + % salario escolar * variaciones en el IPC en cada uno de los meses / 240 = Salario Promedio

Salario Promedio * 83% = Salario Referencia

Total del tiempo servido / 35 años que estipula la ley actual = Porcentaje de beneficio

Salario de referencia * Porcentaje de beneficio = Monto de jubilación

MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 1.096.685,51 (84.75% del salario promedio de los doscientos cuarenta últimos salarios)
 
PORCENTAJE DE JUBILACIÓN: 84,75% del 83%	

Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

El señor Ureña Álvarez de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, si registra una causa disciplinaria en trámite.

Se anexa hoja de criterio de Comisión Calificadora del Estado de Invalidez

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias: 

(…)

Consideraciones relevantes:

Conforme al acuerdo del Consejo Superior, se comunica el resultado de la valoración en conjunto con la jubilación proyectada.

Conforme al índice de salarios vigente, el salario más bajo cancelado corresponde a la clase Auxiliar de Servicios Generales 1, que registra un monto de ¢433,800.00, con lo cual, según lo establecido por la ley 9544, el tope mínimo para efectos de jubilación correspondería a la tercera parte del salario indicado, estableciendo el monto en ¢144,585.54.

Para efectos del cálculo del monto de jubilación la ley 9544 establece en su artículo 227: a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles…

Para el presente caso, la señora JUAN LUIS UREÑA ALVAREZ cuenta con 29 años, 7 meses, 28 días, laborados en el poder Judicial quedando el cálculo con 240 salarios.

Articulo 233..."Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló..."

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”.

- 0 -
Mediante oficio N° 0322-SAF/DJA-2023 del 03 de noviembre del 2023, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que el funcionario judicial Juan Luis Ureña Álvarez, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-579-2023 del 27 de octubre de 2023, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el señor Ureña Álvarez, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las trece horas doce minutos del treinta y uno de octubre del dos mil veintitrés, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, sí hay registro de proceso disciplinario en trámite a nombre de Juan Luis Ureña Álvarez, seguido bajo el expediente N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).
Finalmente, se adjunta la hoja de criterio de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS de la sesión N° 319-2023 del 7 de agosto de 2023.
Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Propondría agregar al final del punto 3, lo anterior: por cuanto esta Junta, únicamente se refiere al derecho de las personas funcionarias del Poder Judicial, para jubilarse y no en extremos laborales”.
Las demás personas integrantes señalaron estar de acuerdo con la propuesta.
Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior, con base en el acuerdo tomado por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social – CCSS, en sesión N° 319-2023 del 7 de agosto de 2023, donde se declara en estado de invalidez al señor Juan Luis Ureña Álvarez, así como del informe técnico N° 083CJ-2023 del 03 de noviembre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del señor Juan Luis Ureña Álvarez, investigador 1 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, a partir del 01 de diciembre del 2023. 2.) Aprobar los cálculos de la jubilación del señor Ureña Álvarez, cuya asignación mensual bruta será de ¢1 096 685,51 (un millón noventa y seis mil seiscientos ochenta y cinco colones con cincuenta y un céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes. 3.) Se hace de conocimiento del señor Ureña Álvarez lo indicado en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo que interesa señala: “…Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido. Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló”. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”, por cuanto esta Junta, únicamente se refiere al derecho de las personas funcionarias del Poder Judicial, para jubilarse y no en extremos laborales. 4.) Asimismo, se previene al señor Ureña Álvarez que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, del Tribunal de la Inspección Judicial y de la Dirección de Gestión Humana, para que, una vez que se resuelva el proceso disciplinario en trámite seguido bajo el expediente N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), proceda con lo correspondiente a la cesantía, según lo normado en el artículo 685 del Código de Trabajo, que en lo concerniente señala: “(…) Los procesos disciplinarios pendientes contra un servidor público que renuncie o se jubile deberán continuar y se suspenderá el pago de la cesantía que pudiera corresponderle, la cual solo se hará efectiva cuando se declare la improcedencia del despido sin responsabilidad para la parte empleadora”. 6.) La Dirección de la JUNAFO y la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc146261701][bookmark: _Toc151035962]ARTÍCULO VI
Documento N° 1092-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 081CJ-2023 del 27 de octubre de 2023, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN POR EDAD CUMPLIDA

Solicitud de Jubilación presentada por KARENT YAMILETH ROJAS PANIAGUA, cédula Nº 01-0495-0129, a partir del 01 de noviembre del 2023.

Al 31 de octubre del 2023, la señora KARENT YAMILETH ROJAS PANIAGUA habrá laborado para este Poder por espacio de 16 años, 6 meses, 9 días.

TOTAL TIEMPO SERVIDO: 16 años, 6 meses, 9 días.

TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 meses, 0 días.

TOTAL GENERAL: 16 años, 6 meses, 9 días.

EDAD: 65 años, 2 meses, 1 días.

ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: PROFESIONAL TEC. INFORMACIÓN, SECRETARIA TÉCNICA DE GENERO Y ACCESO A LA JUSTICIA

NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 369767

ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: PROFESIONAL EN DERECHO SECR TÉC GENERO Y ACC JUST, SECRETARIA TÉCNICA DE GENERO Y ACCESO A LA JUSTICIA

PUESTOS DE REAJUSTE: PROFESIONAL EN DERECHO SECR TÉC GENERO Y ACC JUST, SECRETARIA TÉCNICA DE GENERO Y ACCESO A LA JUSTICIA, 100.00 %

Datos de referencia:

ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 3.087.736,39

TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢1.029.142,54 es la tercera parte (Monto mínimo establecido por la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas (Ley Actual) 33,33%)

SALARIO PROMEDIO: ¢ 3,040,233.73

NORMA LEGAL: “La señora Rojas Paniagua cumplía con el requisito de la edad antes de la entrada en vigencia de la reforma del título IX de la Ley N.º 7333, reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N.° 9544)"

FÓRMULA APLICADA:

[image: Imagen que contiene Tabla

Descripción generada automáticamente]

	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 1.675.327,56 (55,08% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)



Información adicional:

Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.

Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.

Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.

Se adjunta certificación de la Inspección Judicial, donde se informa que no registra causas disciplinarias en trámite.

Notificaciones: (…)

Correcciones disciplinarias:

(…)

Consideraciones relevantes:

(…)
Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”.

- 0 -
Mediante oficio N° 316-SAF/DJA-2023 del 31 de octubre de 2023, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que la funcionaria judicial Karent Rojas Paniagua, no posee deudas pendientes de cobro por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-575-2023 del 27 de octubre de 2023, del Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, la señora Rojas Paniagua no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las siete horas treinta minutos del once de octubre del dos mil veintitrés, que indica que, en los sistemas informáticos de ese Tribunal, a nombre de Karent Rojas Paniagua, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Se acuerda:	Una vez analizada la gestión anterior y tomando en consideración que la señora Karent Rojas Paniagua, se jubila bajo los preceptos de la Ley N° 7333 por cuanto antes del vencimiento del plazo del transitorio VI de la Ley N° 9544 (22 de noviembre de 2019), había cumplido con el requisito de tener 60 años o más, sin haber cumplido los 30 años o más de servicio para el Poder Judicial, de conformidad con lo indicado en el artículo 225 inciso b) de la Ley N° 7333, para optar por las condiciones de una jubilación anticipada, por cuanto puede acogerse a su derecho jubilatorio con las condiciones definidas por dicha ley, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar los cálculos de la jubilación de la señora Karent Rojas Paniagua, profesional en derecho de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, cuya asignación mensual bruta será de ¢1 675 327,56 (un millón seiscientos setenta y cinco mil trescientos veintisiete colones con cincuenta y seis céntimos) menos las deducciones de Ley correspondientes. 2.) Se previene a la señora Rojas Paniagua, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que debe estarse a lo establecido en el artículo 686 del Código de Trabajo, que indica: “Los servidores públicos que reciban auxilio de cesantía no podrán ocupar cargos remunerados en ninguna dependencia del Estado, durante un tiempo igual al representado por la suma recibida por dicho concepto o bajo otro título, por indemnización, reconocimiento de antigüedad o cualquier otra prestación similar pagada por la parte empleadora que se origine en la terminación de la relación de servicio, a excepción de los fondos de capitalización laboral. Si dentro de ese lapso llegaran a aceptar algún cargo quedarán obligados a reintegrar al Tesoro Público las sumas recibidas y deducirán aquellas que representen los salarios que hubieran devengado durante el tiempo en que permanecieron cesantes”. 3.) Asimismo, se previene a la señora Rojas Paniagua, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, con la advertencia de que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior. 5.) La Dirección de Gestión Humana, la Dirección de la JUNAFO y la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, tomarán nota para los fines consiguientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc138397270][bookmark: _Toc138450693][bookmark: _Toc150954246][bookmark: _Toc151035965]ARTÍCULO VII
Documento N° 1099-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, remiten oficio N° 0289-SAF/DJA-2023 del 15 de noviembre del 2023, en el cual solicitan la autorización de este cuerpo colegiado para continuar con el proceso de traslado de cuotas obreras del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social - C.C.S.S, solicitado por el máster Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la C.C.S.S., mediante oficio N.º GP-DAP-1141-2023 del 06 de septiembre de 2023, a favor de la señora Maria Eugenia Mora Arguedas, conforme se indica:
“(…)

III.	Resumen del monto a trasladar:

[image: ]

(…)”.

- 0 -
A continuación, se adjuntan los archivos que contienen la solicitud completa y su anexo:
(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0289-SAF/DJA-2023 del 15 de noviembre del 2023, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la gestión remitida por el máster Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la C.C.S.S., mediante oficio N.º GP-DAP-1141-2023 del 06 de septiembre de 2023, referente al traslado de cuotas a favor de la señora Maria Eugenia Mora Arguedas, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla por la suma de ¢ 926 747,11 (novecientos veintiséis mil setecientos cuarenta y siete colones con once céntimos). 2.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO para el trámite correspondiente.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc150954249][bookmark: _Toc151035968]ARTÍCULO VIII
Documento N° 17-2023 / 1097-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, correo electrónico del 14 de noviembre de 2023, suscrito por la licenciada Susana Castro Casasola, Órgano Director del Procedimiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, mediante el cual remite informe con propuesta de arreglo de pago presentada por la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez, pensionada judicial, a fin de cancelar la suma adeudada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, seguida bajo el expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).
El citado informe literalmente dice:
“INFORME DEL ÓRGANO DIRECTOR DEL PROCEDIMIENTO SOBRE PROPUESTA DE ARREGLO DE PAGO 
Exp. Adm. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

En cumplimiento de nuestra labor asesora y conformidad con lo acordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N° 38-2021, celebrada el 20 de setiembre de 2021, artículo XVI, se remite el siguiente informe para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

En el Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, se tramita el expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), a la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez, cédula de identidad 6-0476-0994, pensionada judicial; en el citado expediente administrativo, la suscrita se designó para fungir como órgano director por acuerdo de la Junta Administradora, tomado en sesión N° 002-2023, celebrada el 17 de enero de 2023, artículo XVII.

I.- Antecedentes:

1. Mediante oficio N.º 663-JP/DJA-2022, del 13 de octubre de 2022, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones de la JUNAFO y el MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se indica: “(...) Para su estimable conocimiento, en relación con lo indicado vía correo electrónico de fecha 17 de noviembre de 2021 por parte de esa Dirección, pertinente al protocolo aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sobre instaurar un procedimiento administrativo de recuperación, en forma atenta se remite la gestión de cuenta por cobrar por sumas giradas en demasía a nombre de la pensionada judicial Allison Víctor Vásquez, portadora de la cédula de identidad N° 06-0476-0994:

1. Una exposición clara y precisa del concepto de cobro: motivo, período (s) y sumas:

[image: ]

La gestión de cuenta por cobrar se genera por cuanto la pensionada judicial, presentó en esta oficina el 31 de agosto de 2022 las calificaciones del I semestre 2022 y se verifica que perdió dos materias de las cinco matriculadas. 2. Toda la documentación previa que se haya generado sobre el caso. Si la deuda fue oportunamente comunicada por parte de JUNAFO a la persona deudora y si esta interpuso algún alegato en respuesta: Dicha cuenta por cobrar fue comunicada a la joven Víctor Vásquez el 16 de septiembre de 2022 vía correo electrónico, mediante el oficio N° 603- JP/DJA-2022. En dicho oficio se indica que, de gestionar un arreglo de pago se le brindará un plazo de 10 días hábiles contados a partir de la fecha de notificación. El lunes 03 de octubre de 2022 se cumplió el tiempo establecido para presentar la solicitud de arreglo de pago pertinente, sin embargo, a la fecha la pensionada judicial no ha brindado respuesta a la notificación efectuada por esta oficina. 3. Los datos de localización de la persona deudora, tan actualizados como sea posible: dirección domiciliar, números telefónicos y correos electrónicos si los hay. Así como si de forma expresa ha señalado algún medio para atención de notificaciones. (…)” (la cursiva es nuestra). Remitiendo la información personal registrada a la fecha en el Sistema SIGA-FJP a nombre de Allison Víctor Vásquez.

2. Mediante oficio N° 801-JP/DJA-2022, del 02 de diciembre de 2022, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la Licda. Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora a.i. JUNAFO, se comunica a esta Dirección Jurídica: “(...) Que en el cálculo de las sumas giradas de más no se incluye lo correspondiente al monto de aguinaldo proporcional girado de más en el mismo período de la cuenta por cobrar, sino que se muestra como un ajuste por efectuar al aguinaldo del período. 2. Que en los casos que a la fecha de generar la planilla de aguinaldo del período, no cuentan con resolución en firme por parte del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica para el reconocimiento de la deuda, el monto proporcional por concepto de aguinaldo 2021-2022 reflejado en el estudio de cuenta por cobrar, será girado el martes 06 de diciembre de 2022. Lo anterior, debido a que al no existir la resolución pertinente, no es posible registrar el ajuste respectivo en el SIGA-FJP, por lo tanto, el sistema calcula el aguinaldo completo del período según corresponda en cada caso. 3. Que el monto por concepto de aguinaldo 2021-2022 deberá adicionarse a la deuda que fue comunicada en su oportunidad, con el fin que se realice el ajuste respectivo a la cuenta por cobrar. En virtud de lo expuesto, se detalla en el siguiente cuadro la información actualizada de la deuda, adicionando lo que corresponde al aguinaldo del período 2021-2022 pendiente de ajustar en cada caso:

	Cédula
	Nombre del Beneficiario(a)
	Condición
	Oficio de comunicación suma girada de mas
	Monto cuenta por cobrar comunicado
	Monto por ajustar aguinaldo 2021-2022
	Total suma girada de mas ajustada

	6-0476-0994
	Allison Victor Vásquez
	PEN
	663-JP/DJA-2022
	¢172.537.08
	¢17.641.83
	¢190.178.91



(...)". (la cursiva es nuestra)

3. Al respecto, por oficio Nº 2272-DJ/CA-2022, del 14 de diciembre de 2022, suscrito por la M.Sc.Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica a.i., se solicita a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nombrar a la Licenciada Susana Castro Casasola como Órgano Director del Procedimiento, lo cual fue aprobado en sesión de ese órgano N° 002-2023 del 17 de enero de 2023, artículo XVII.

4. En virtud de lo anterior, por resolución "AUTO DE INICIO No. 598 ACA/DJ-2023" de las quince horas veintisiete minutos del veintiuno de abril de dos mil veintitrés, se concedió audiencia a la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez, sobre los montos correspondientes a sumas giradas de más por reprobar dos materias de las cinco matriculadas en el primer semestre de 2022, lo anterior según el cálculo realizado del 01 de enero de 2022 al 30 de junio de 2022, por la suma de ¢172.537.09 (ciento setenta y dos mil quinientos treinta y siete colones con ocho céntimos) y la suma de ¢17.641.83 (diecisiete mil seiscientos cuarenta y uno colones con ochenta y tres céntimos) que corresponde al ajuste por aguinaldo del mismo período de la cuenta por cobrar, para un total de ¢190.178.91 (ciento noventa mil ciento setenta y ocho colones con noventa y un céntimos). En dicha resolución se señaló comparecencia para el día veintinueve de mayo de dos mil veintitrés, se le otorgó la posibilidad de proponer un arreglo de pago ante esta Administración, de su derecho a patrocinio letrado, a recurrir la resolución como garantía del debido proceso y se le previno para que señalara medio de notificaciones, sin embargo, la resolución no se logró notificar por problemas de localización. Por lo anterior, nuevamente por resolución "AUTO DE INICIO No. 1652 ACA/DJ-2023" de las trece horas cuarenta y nueve minutos del diez de octubre de dos mil veintitrés, notificada a la señorita Víctor Vásquez, el día 23 de octubre de 2023, por medio de la cual se hizo de su conocimiento, los antecedentes de las diligencias, se concedió audiencia por el concepto y monto antes referidos y se señaló comparecencia para el día nueve de noviembre de dos mil veintitrés, previniendo señalar medio para recibir notificaciones y la posibilidad de recurrir la resolución en resguardo del debido proceso. Resolución que logró ser notificada en la dirección de correo electrónico (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

6. Que, en virtud de lo anterior, la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez, mediante correo electrónico del 10 de noviembre del año en curso, remite propuesta de arreglo de pago en los siguientes términos: “(...) Manifiesto mi clara intención de que ese dinero sea reintegrado de la mejor manera; sin embargo, debo aclarar que no soy una persona laboralmente activa por lo que mi único ingreso es el percibido con este beneficio y cuyo objetivo es financiar mi educación universitaria, por lo cual de la manera más respetuosa solicito la consideración de ese Órgano ante mi situación actual. En razón de lo expuesto, y haciendo uso de la posibilidad de realizar un arreglo de pago favorable para ambas partes, solicito sea considerado la posibilidad de que esa instancia retenga el monto de ₡12.000.00 (Doce mil colones con cero céntimos) mensuales hasta cubrir el monto adeudado. (…)” (la cursiva es nuestra). Señalando como medio para atender notificaciones el correo electrónico alisvictorv12@gmail.com.

II.- Recomendación del Órgano Director del Procedimiento

En atención a la propuesta de arreglo de pago, presentada por la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez, cédula de identidad 6-0476-0994, tomando en cuenta que la deuda que nos ocupa en estas diligencias asciende a un monto de ¢190.178.91 (ciento noventa mil ciento setenta y ocho colones con noventa y un céntimos), se considera viable la propuesta de arreglo de pago presentada por la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez, cédula de identidad 6-0476-0994, para que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, le deduzca del monto que percibe por concepto de pensión, la suma de ¢12.000,00 ( doce mil colones exactos) mensuales hasta la total cancelación de la deuda de ¢190.178.91 (ciento noventa mil ciento setenta y ocho colones con noventa y un céntimos), por deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por concepto de sumas giradas de más por reprobar dos materias de las cinco matriculadas en el primer semestre de 2022, lo anterior según el cálculo realizado del 01 de enero de 2022 al 30 de junio de 2022 y ajuste por aguinaldo del mismo período de la cuenta por cobrar, correspondiente al expediente administrativo Nº (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante); por lo que, las deducciones se aplicarían a partir del mes de diciembre de 2023, tal y como se detallan a continuación: 

	Período para deducciones
	 Número de meses
	Suma a deducir
	Total por período 

	Diciembre 2023 a febrero 2025
	15 meses
	¢12.000,00
	¢180.000,00

	Marzo 2025
	1 mes
	¢10.178,91
	¢10.178,91 

	TOTAL DE MESES
	16 meses
	TOTAL
	¢190.178,91



En caso de aprobarse el arreglo de pago descrito, se debe indicar a la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez, cédula de identidad 6-0476-0994, que las deducciones serán mensuales y consecutivas, por lo que los rebajos del monto de pensión se aplicarán a partir del mes de diciembre de 2023. 

Hago atento recordatorio de que esta aprobación debe ser resuelta con PRONTO DESPACHO, ya que la propuesta de arreglo de pago de la señorita Victor Vásquez se calculó para iniciar los depósitos en el mes de diciembre del presente año.

Conforme a lo expuesto, dejo así rendido informe de recomendación sobre la propuesta de arreglo de pago, presentada en la tramitación del expediente administrativo (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Cualquier aclaración o adición, a sus órdenes. Para su revisión se adjunta de forma electrónica el expediente administrativo (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 

(…)

Anexos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el informe suscrito por la licenciada Susana Castro Casasola, Órgano Director del Procedimiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, relacionado con el expediente administrativo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), seguido contra la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez, pensionada judicial, por suma adeudada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Aprobar la propuesta de arreglo de pago presentada por la señorita Víctor Vásquez a fin de que cancele la suma ¢190 178,91 (ciento noventa mil ciento setenta y ocho colones con noventa y un céntimos), la cual solicita que se le deduzca del monto que percibe por concepto de pensión, la suma de ¢12 000,00 (doce mil colones exactos) mensuales hasta la total cancelación de la deuda, lo anterior se aplicará a partir del mes de diciembre de 2023, tal y como se detallan a continuación:
	Período para deducciones
	 Número de meses
	Suma a deducir
	Total por período 

	Diciembre 2023 a febrero 2025
	15 meses
	¢12.000,00
	¢180.000,00

	Marzo 2025
	1 mes
	¢10.178,91
	¢10.178,91 

	TOTAL DE MESES
	16 meses
	TOTAL
	¢190.178,91



3.) Deberá la señorita Víctor Vásquez apersonarse a la Dirección Jurídica (ubicada en el 4to piso, Edificio de la Corte Suprema de Justicia), con el fin de firmar un pagaré por la suma adeudada. Lo anterior, en el plazo de ocho días hábiles contados a partir de la comunicación del presente acuerdo. 4.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, para que tome nota del arreglo de pago presentado por la señorita Allison Mariela Víctor Vásquez. Asimismo, deberá la Dirección de la JUNAFO comunicarle a la Dirección Jurídica del Poder Judicial una vez que la deuda referida esté cancelada, o si el arreglo de pago se suspende por cualquier motivo.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc150177544][bookmark: _Toc151035971][bookmark: _Toc146261731][bookmark: _Toc143009572][bookmark: _Toc143012865]ARTÍCULO IX
Documento N° 1089-2023 / 1093-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, notas recibidas el 09 de noviembre del 2023, suscritas por las señoras Silvia Pinchanski Fachler e Ivannia Valverde Jiménez, ambas funcionarias judiciales, en las cuales solicitan lo siguiente:
“(…)

1. Congelamiento salarial que produjo la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 hasta la fecha, lo que significa que, por inflación o costo de vida, durante muchos años todo va a subir menos mi salario.

2. Variación en el sistema de carrera profesional y porcentaje a pagar por concepto de prohibición y dedicación exclusiva que trajo la entrada en vigor de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, número 9635 y que generó una considerable disminución en la liquidez del salario de una buena parte de la población judicial activa.

3. La entrada en vigor de la Ley Marco de Empleo Público, Ley 10159, contingencia fiscal, que eliminó todos los pluses salariales del sector judicial pasando a un sistema de "salario compuesto", con el agravante de que nuestro salario se verá congelado en el tiempo de manera indefinida.

4. Que la Ley 10156 crea un sistema de salario global para todas las personas de nuevo ingreso, donde el salario va a ser mucho menor que el que devengaba una persona para el mismo puesto antes de eliminar los pluses salariales que teníamos ganados.

5. Que las personas pensionadas siguen recibiendo un aumento semestral por costo de vida que sale del fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial, pese a que como se indicó los aportes de quienes recibimos "salario compuesto" no aumentarán en muchísimos años, y las personas de nuevo ingreso van a aportar mucho menos por la reducción de su salario mensual, lo que genera que con el mismo aporte (incluso menos en el caso de personas de nuevo ingreso) se sigan dando aumentos a personas pensionadas con el riesgo lógico para el fondo.

6. Todas las situaciones van a generar que más temprano que tarde el fondo entre nuevamente en problemas económicos.

7. Existe actualmente una acción de inconstitucionalidad donde se cuestiona el aporte patronal del Estado como patrono único, donde la Procuraduría General de la República se pronunció a favor de dicha inconstitucionalidad.

8. Que existe un proyecto de ley presentado por la diputada Pilar Cisneros donde se propone que ese aporte estatal que actualmente supera el 14%, se equipare al aporte del Estado como patrono para el resto de las personas servidoras públicas que ronda un poco más del 5%, lo que generaría aún más un claro desfinanciamiento para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

9. Que con todo el panorama expuesto existe una gran probabilidad de tener que subir el aporte obrero que ya hoy es muy alto y al que se suma un monto extra que se nos rebaja para mantener la Junta Administradora del Fondo de Pensiones, lo que considero una barbaridad.

10. Que el sistema de jubilación de la Caja Costarricense de Seguro Social es de rango Constitucional y por ende universal, y que, la edad para pensionarse es a los 65 años, con propuestas de poder utilizar el dinero del fondo obligatorio de pensiones complementarias y retirarse anticipadamente.

11. Que los montos de pensión en el Sistema de jubilaciones de la Caja Costarricense del Seguro Social son muy similares al del Poder Judicial, pero aportando alrededor de un 9% menos de mi salario mensual a la caja, lo que me ayudaría a tener una mejor liquidez frente a la situación salarial indicada antes.

PETITORIA

Con fundamento en lo expuesto, solicito: Primero: Que se apruebe mi renuncia inmediata al Fondo de Pensiones del Poder Judicial, consecuentemente se autorice el traslado de las cotizaciones que tenga a la fecha en el Fondeo [sic] Pensiones del Poder Judicial al Régimen de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social. Segundo: Que para cualquier proyecto de ley relacionado con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial al que me encuentro adscrito de manera obligatoria se incluya una norma ordinaria o transitoria donde se nos dé la posibilidad a las personas judiciales activas de elegir entre seguir adscritos a este régimen o poder pasarnos de manera voluntaria al sistema de la CCSS que además es el que constitucionalmente resulta legítimo, en caso de que así no lo consideren les ruego me envíen por escrito las razones de esa negativa”.
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Relacionado a este tema, en sesión N° 22-2023 del 30 de mayo, artículo XL, se conoció el criterio jurídico N° 0033-AJ-DJA-2023 remitido por la Asesoría Jurídica de esta Junta Administradora, que en lo conducente indicaba:
“(…)

Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo.

Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”.

Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada una de las normativas que lo regulan.

Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras.

Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial.

Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún esté laborando para la institución.

Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del financiamiento tripartito.

(…)”
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En ese momento, se acogió en todos sus extremos el citado criterio. Se adjunta el archivo que contiene el documento completo.
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Se acuerda:	Una vez conocido el tema anterior, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Denegar en todos sus extremos la solicitud presentada por las señoras Silvia Pinchanski Fachler e Ivannia Valverde Jiménez, funcionarias judiciales adscritas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en los siguientes argumentos: a.) Las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas al ordenamiento jurídico, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, por ende, autorizar lo planteado por las personas gestionantes, estaría en contra de lo normado en el título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. b.) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es un régimen de capitalización colectiva, el cual tiene una estructura de contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se cancelarán a futuro, debido a esto, si el Fondo deja de percibir alguno de esos ingresos, estaría afectando gravemente la estabilidad actuarial del mismo. c.) El aporte que realiza la persona trabajadora al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace de una disposición legal, no de un acto administrativo emanado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, véase lo normado en el artículo N.° 235 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que regula que con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 236 de ese mismo cuerpo normativo, literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de las personas servidoras. d.) La Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. e.) En caso de que exista contención en la interpretación de una norma, situación que no se presenta en este análisis, debemos recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). f.) Finalmente, esta Junta carece de competencia para incluir dentro del proyecto de ley, que las personas puedan decidir a cuál régimen de pensiones pertenecer, aunado a esto, las propuestas que se están estudiando para incluir en el texto de la posible reforma del título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tiene como objetivo mejorar actuarialmente los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Notificar el presente acuerdo a las personas recurrentes. 3.) La Dirección de la JUNAFO tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc151035973][bookmark: _Toc150954253][bookmark: _Toc151035975]ARTÍCULO X
Documento N° 1096-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, correo electrónico del 08 de noviembre del 2023 suscrito por el señor Carlos Montero Zúñiga, jubilado judicial, el cual literalmente dice:
“…en el oficio que adjunto se indica lo siguiente:

“En esa sesión de la Junta Administradora donde vieron este acuerdo, ellos indicaron que no estarían autorizando, que con el dinero del 5x1000 (que es el dinero que tiene la Junta Administradora para sus gastos) se page capacitación para estas personas, a los que no cumplían, para que puedan llegar a cumplir. Ellos no estarían de acuerdo."

Por lo anterior, les solicito que me indiquen si esa Junta ha contratado capacitación para sus miembros, desde que fue conformada, en caso de ser así, por favor me indiquen el detalle por persona, la capacitación recibida y el costo de cada una. así cmo [sic] el total invertido en Capacitación durante esos años”.

Anexos:


[bookmark: _MON_1761494069]
…”
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Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Para este artículo propondría que al señor jubilado judicial, siendo que refiere el acuerdo tomado por esta Junta, se le responda en ese mismo sentido, es decir, el acta y artículo en que fueron aprobadas las capacitaciones y el listado que él solicita; de todas formas son recursos públicos; pero si quería decir que es de recordar que en el pasado don Carlos Montero fue integrante de esta Junta y sin duda alguna conoce muy bien la reglamentación que rige a este órgano.
A estos efectos, de mi parte y siendo que se desconoce la finalidad de la solicitud, debemos recordar que la capacitación que se recibe cuando se es integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se gira una vez elegidos, cuando ya hemos pasado por todo el tamizaje de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, y tiene como finalidad la actualización de conocimientos y especialmente dirigir esfuerzos humanos y recursos económicos hacia el mejor manejo de los fondos, algo parecido a lo que en su momento el señor Carlos Montero recibió como integrante del Consejo Superior.
Por otra parte, el espíritu que tiene el acuerdo referido por el señor jubilado judicial, está en el sentido de que la persona cumpla con los requisitos previo a ser nombrado, cosa que no fue referido por esta Junta, o sea, no es una idea exclusiva nuestra, sino que deviene de una referencia utilizada en la misma Corte Plena en decisiones similares para los integrantes que tenían que ver con la Junta.
Nuevamente, aquí volvemos al tema de las actuaciones y decisiones nuestras son localizables en las actas publicadas en la web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no es un tema que manejemos de forma escondida, ni forma poco transparente sino todo lo contrario, entonces quería dejar esa posibilidad ahí por favor y mis manifestaciones, dado de que no conoce uno en el fondo la intención de esta solicitud siendo que los datos son públicos”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Aunado a lo que dice don Rodrigo, es importante indicar que luego de pasar el proceso de elección, supervisado y normado por la SUPEN, la Junta Administradora decide hacer capacitaciones de refrescamiento para los integrantes de la misma, desde ese punto de vista; que no se vea desde el punto de vista de que son como necesarios para tales efectos sino es un refrescamiento de los temas que se conocen por las personas que son electas. Entonces una cosa así porque es importante… hay una intención aquí diferente de parte de quien suscribe entonces sería bueno también anotar esa parte, complementarlo con lo de don Rodrigo, que realmente esos cursos son de refrescamiento, de actualización para conocer mejor lo que se relaciona a riesgos, a inversiones y a la toma decisiones de la Junta Administradora en la actualidad, en este momento”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, indica: “Muy bien. Hacemos nuestra la propuesta de don Rodrigo entonces”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “De acuerdo”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, expresa: “Nada más una consulta para aclaración. Entendería yo que a esta propuesta que hace don Rodrigo, a ustedes les interesaría que la Administración les prepare un cuadrito de resumen donde se vean las capacitaciones para poder anexarlo a este acuerdo, tal y como se hizo en el pasado con algún otro gestionante ¿entiendo bien?, para saberlo o ¿cómo lo quieren manejar?, es para saber si corremos a alistar este detalle”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “No sé qué les parece a los compañeros, él está pidiendo una información muy específica, entonces hay que contestarle lo que está preguntando; me parece que darle un cuadro de dónde hemos ido y dónde no hemos ido no viene al caso, si lo pidiera en una posterior oportunidad otorgárselo, pero efectivamente de acuerdo a lo que don Rodrigo redactó a mí me parece muy bien porque le estamos contestando, sí efectivamente esta Junta ha contratado la capacitación a sus miembros y todo lo que dijo don Rodrigo”.
El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Es que el tema es que él sí pide un detalle don Juan Carlos, lo que dice don Oslean me parece muy prudente, se le puede hacer el cuadro como se hizo ya con un gestionante anterior cuando nos solicitó las capacitaciones que habíamos recibido, pero eso sí hacerle referencia al acta y que terminemos la comunicación que se le envíe al señor jubilado judicial indicándole las actas y que las actas son públicas, o sea, la información que nos está pidiendo ya es de conocimiento de todas las personas, en su momento aquí hemos conocido los planes de capacitación, hemos conocido hacia dónde van las personas y no solamente de la Junta, sino del equipo de la JUNAFO.
Hay que recordar que la capacitación no ha sido solamente para los integrantes de la Junta, entonces ahí me parece que siendo fondos públicos se la podemos facilitar, eso sí, nada más que yo les agradecería que se les comunique el acta en que está eso y que está publicada en la web. Eso sí me gustaría que se le señale porque cuando nos piden este tipo de información pareciera como que la hemos ocultado, o pareciera que fuera tierra oscura y no ha sido así.
Entonces, respetuosamente a lo que aporta don Oslean, que me parece muy valioso, si reitero la solicitud en cuanto a indicarles a las personas que ahí están las actas. Sí hemos tenido personas que han revisado el acta, él mismo está revisando el acta porque está haciendo referencia a un acuerdo nuestro; parece que olvidó también desafortunadamente cuando fue integrante del Consejo Superior y de esta Junta que se necesitaba la capacitación y ese refrescamiento que ahora decía don Parris, muy oportuno, porque las cosas cambian, pero es muy diferente cuando estamos integrando una Junta que ya pasamos por todo un tamizaje, que ya fuimos evaluados, que a unos les dijeron sí y a otros les dijeron no, es muy diferente a lo que se está pidiendo ahora, entonces creo que lo que dice don Oslean y lo que dice don Parris en esa misma línea me parece muy oportuno.
Entonces don Juan Carlos, atendiendo la solicitud de don Carlos Montero, jubilado judicial, yo lo que diría es que demos la información tal y como la está pidiendo y que Oslean también ya lo tiene más que visto en los temas del listado, reiterando que no es solamente a los integrantes de la Junta Administradora, es el equipo que formamos el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial los que hemos participado en esas capacitaciones”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Muy bien”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibida la solicitud presentada por el señor Carlos Montero Zúñiga, jubilado judicial, remitida mediante correo electrónico del 08 de noviembre del 2023. 2.) Hacer de conocimiento del señor Montero Zúñiga, el detalle de las capacitaciones, remitido por la Dirección de la JUNAFO.
	Nombre del Curso
	Inversión
	Periodo

	Capacitación interna para las personas integrantes de la JUNAFO en temas como: gobierno corporativo, marco regulatorio, apetito de riesgos, mercados financieros, gestión de las inversiones y riesgos).
	No representó ningún costo adicional Capacitación realizada por personas de la Dirección de la JUNAFO y sus asesores externos.
	2022 - 2023

	Estrategia Empresarial
	₵8.438.562,00
	2022

	Programa de Portafolios Financieros para Juntas Directivas y Comités de Inversión y Riesgos
	₵165.946,86
	2023

	Programa Especializado en Control Interno y Gestión de Riesgos[footnoteRef:1] [1:  Nota: actualmente se está impartiendo el curso.] 

	₵654.534
	2023

	Estrategia Empresarial
	₵5.200.065,00
	2023

	Estructura y Riesgos de los Sistemas de Pensiones[footnoteRef:2] [2:  Nota: actualmente se está impartiendo el curso.] 

	₵995.321,92
	2023



 3.) Asimismo, se le aclara al petente que la información suministrada se encuentra disponible al público en general en la página web de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XI
Documento N° 1100-2023
En sesión N° 020-2023 del 9 de mayo de 2023, artículo XIII, se tomó el acuerdo, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“(…)

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 28-2023 celebrada el 11 de abril del 2023, artículo LXII, sobre la aprobación de la Directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS-MOPT para la instauración del teletrabajo ante la afectación por el cierre de La Galera y la autopista Florencio del Castillo. 2.) Acoger las disposiciones tomadas por el Consejo Superior, como propias de esta Junta Administradora para el personal de la Dirección de la JUNAFO, con fundamento en el “Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial”, y que sea la jefatura quién evalúe cada solicitud en concreto, en el tanto la excepcionalidad subsista. Por lo anterior, se autoriza la excepción de 4 días de teletrabajo y 1 día presencial, para las personas funcionarias de la Dirección de la JUNAFO que tengan su lugar de residencia en la provincia de Cartago, por los próximos 6 meses, en el entendido que posterior a ello esta Junta valorará dicho permiso, conforme al avance de las obras.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.
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Por lo anterior, las licenciadas Annie Ramírez Solano, Gabriela Jarquín Valladares, y los licenciados Fabián Guillén Mora y Nelson Masís Romero, todos funcionarios de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y residentes de la provincia de Cartago, mediante nota del 14 de noviembre del 2023, solicitan prórroga del permiso de 4 días de teletrabajo, ante la afectación por el cierre de La Galera y la autopista Florencio del Castillo.
A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.


Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “En este artículo estoy de acuerdo en ampliar el plazo, nada más que agregaría un punto 3, dado lo que se ha informado sobre el avance de las obras y posibles aperturas de las etapas constructivas del proyecto por parte del Ministerio de Obras Públicas y Transporte - MOPT, entonces sugiero un punto 3 que indique "El plazo concedido, se entiende de forma excepcional, el cual podría ser disminuido, si las condiciones de viabilidad y movilidad en la ruta Cartago San José, así lo permiten…”. Porque muy pronto van a resolver lo de Curridabat don Juan Carlos, ya eso está muy avanzado y ya es muy pronto, y lo otro es que ya van a habilitar, supuestamente en marzo, sino estoy mal de la información, en marzo es que habilitaban el puente que está en la Lima, el puente ese que hicieron entonces ya eso va a permitir una mayor movilidad.
En este caso, el punto tres que le estoy diciendo como propuesta es que “… A estos efectos, será la Dirección de la JUNAFO, la responsable por la vigilancia y subsistencia de las condiciones aquí conocidas”. Agregaría este punto porque como hemos realizado una extensión del plazo en el caso de Cartago, agregaría eso, pero es una propuesta”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, manifiesta: “Muy bien, yo estoy de acuerdo”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Yo también”.
Se le concede el uso de la palabra al máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO: “Talvez aquí nada más hago un añadido, creo que no puedo quedarme callado y creo que por respeto el caballero no se menciona, pero creo que es importante que ustedes conozcan que en el caso de don Diego Mora, está viajando desde Pérez Zeledón todas las semanas y don Diego Mora justamente aunque no vive en Cartago, al transitar desde Pérez Zeledón a través de Cartago, todos los hechos generadores que le dan a estos compañeros la necesidad de mantenerse cuatro días de teletrabajo, los sufre en este caso don Diego, entonces respetuosamente me atrevo a hacer la solicitud en nombre del compañero. 
Creo que debería dársele la autorización en este caso para que el compañero pueda gozar de dicho beneficio por la misma situación; viene desde una distancia mucho mayor, atraviesa las zonas justamente donde se están dando estos problemas de tránsito y que efectivamente no hay otra ruta alterna que el compañero pueda utilizar, a menos de que se vaya por la Costanera y regresé por la Ruta 27 y demás, que es un vueltón muchísimo más grande, para evitar estas situaciones, entonces se los comento porque los firmantes de esta nota son únicamente cuatro personas de la Dirección y me parece que en este caso don Diego no se dio por enterado, no conocía esta situación y vuelvo y repito, no me lo está solicitando, no lo hemos comentado, pero sí creo que es lo justo, gracias”.
[bookmark: _Hlk135747277]El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿Algún otro comentario al respecto?
Entonces, aprobamos el teletrabajo de don Diego también, es en este artículo del 4 por 1”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por las licenciadas Annie Ramírez Solano, Gabriela Jarquín Valladares, y los licenciados Fabián Guillén Mora y Nelson Masís Romero, todos funcionarios de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y residentes de la provincia de Cartago; así como las manifestaciones realizadas por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO. 2.) Autorizar la prórroga de la excepción de 4 días de teletrabajo y 1 día presencial, para las personas funcionarias de la Dirección de la JUNAFO que tengan su lugar de residencia en la provincia de Cartago, así como para el licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la JUNAFO, quién debe transitar por la misma zona, por los próximos seis meses. 3.) Se aclara que el plazo concedido se entiende de forma excepcional, el cual podría ser disminuido si las condiciones de viabilidad y movilidad en la ruta Cartago-San José, así lo permiten. Por lo anterior, la Dirección de la JUNAFO será la responsable de la vigilancia y subsistencia de las condiciones viales aquí conocidas.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XII
Documento N° 1109-2023
En relación con lo anterior, conoce esta Junta Administradora, nota del 17 de noviembre de 2023, suscrita por el máster José Andrés Lizano Vargas y las licenciadas Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Johanna Rodríguez Rojas, servidor y servidoras de la Dirección de la JUNAFO, que dice:
“El miércoles 08 de noviembre de 2023 en La Gaceta No. 207, página 20 se publicó directriz por parte del Presidente de la República, la Ministra de Planificación Nacional y Política Económica y los Ministros de Trabajo y Seguridad Social y de Obas Públicas y Transportes, en la parte que nos interesa: 

X.—Que mediante la Directriz para la Implementación del Teletrabajo como Modalidad Ordinaria, Directriz N° 002-MTSS-MIDEPLAN del 14 de junio de 2022, publicada en el Alcance N° 138 a La Gaceta N° 128 del 06 de julio de 2022, se instruye a los jerarcas de la Administración Pública Central y se insta a los jerarcas de la Administración Pública Descentralizada para que garanticen la implementación del teletrabajo como modalidad ordinaria, por cuanto se ha determinado que el teletrabajo es una práctica laboral que genera beneficios para las organizaciones, los trabajadores y los usuarios de los servicios, en aspectos como ahorros en costos laborales, disminución en tiempos de transporte, mejora en la calidad de vida de las personas teletrabajadoras y disminución en el tránsito vehicular, lo que en estos momentos resulta urgente para todas las personas trabajadoras que se desplazan a sus centros de trabajo desde la región Occidente del país (específicamente los cantones de San Ramón, Atenas, Naranjo, Palmares, Sarchí, Zarcero, Poás, Alajuela y Grecia). Por tanto,

Emiten la siguiente directriz, dirigida a los jerarcas de la Administración Pública Centralizada y la Administración Pública Descentralizada, denominada.

VI.—Que mediante oficio DV1-2023-832 del 09 de octubre de 2023, suscrito por el Viceministerio de Infraestructura del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se indica que, de conformidad con los datos suministrados por la Federación Occidental de Municipalidades, la zona del Occidente posee una población combinada entre todos los cantones de más de 300 mil habitantes, de los cuales al menos 50 mil personas viajan diariamente a la capital para trabajar y estudiar. Según los mismos datos, los tiempos de viajes en los casos más graves y con congestionamiento pueden ser incluso de 2 horas y 30 minutos para recorrer una distancia de apenas 56 km.

Por otra parte, un artículo publicado en el sitio web de la Asamblea Legislativa llamado “El teletrabajo en Costa Rica” hace referencia a los beneficios del teletrabajo, ya que contribuye con el aumento de la productividad y concentración del trabajador, además de que mejora su calidad de vida y permite el ahorro en costos por alimentación, traslados y vestimenta. Por otra parte, disminuye los tiempos de traslados, la contaminación ambiental y el tránsito vehicular. Lo que refuerza lo indicado en la directriz de la Gaceta antes mencionada.

Además, en un artículo publicado en el sitio web de Columbia de fecha 18 de junio de 2022 se menciona que el proyecto de construcción de la Zona Franca Evolution Free Zone que se desarrollará en Tacares de Grecia y consta de 120 hectáreas se construirá en 3 etapas, iniciará en el segundo semestre de 2022. Los primeros edificios podrían estar listos para el 2024. Dichas obras generan congestionamiento vial durante el año 2024 que genera retrasos para llegar a tiempo a la oficina y el regreso al hogar, como también se indica en la directriz de la Gaceta.

Es por lo anterior que respetuosamente nos dirigimos ante usted para solicitar de la manera más atenta su permiso para poder realizar teletrabajo en el modo de 4 días de teletrabajo y 1 día presencial, esto con el fin de tener más tiempo de respuesta para cumplir con nuestro trabajo y evitar el desplazamiento entre nuestro lugar de residencia y el trabajo. Por dicha razón solicitamos se valore la posibilidad del permiso de asistir de forma presencial solamente una vez por semana, en favor de las personas colaboradoras de la JUNAFO que deben trasladarse a su lugar de trabajo por la autopista General Cañas, Bernardo Soto y Ruta 27, así como las demás vías cercanas que actualmente se encuentran en construcción. 

Como colaboradores nos comprometemos a seguir realizando nuestras labores de la mejor manera, cumpliendo siempre con el objetivo y quedando evidenciado en el seguimiento que se da en las evaluaciones del desempeño, además no solo nos beneficia a nosotros los colaboradores sino también a la JUNAFO ya que se incrementa la productividad, se optimiza el tiempo, se desarrolla la creatividad, la ética y la responsabilidad, ha ayudado también en la reducción del personal en la oficina, esto por el espacio de las instalaciones donde se encuentra actualmente la JUNAFO y así facilitando espacios para los otros colaboradores, por el crecimiento de personal que hemos tenido.

Por lo anterior, solicitamos el beneficio del teletrabajo por 4 días a la semana y 1 día presencial, ya que diariamente se incrementan aún más los tiempos de traslado ante todos los cierres que afectan la salud mental, física, emocional y la economía, pues continuamos con el gran congestionamiento vial desde el ingreso y la salida a la provincia de Alajuela y San José. 

Quedamos a la mayor disposición se despiden atentamente,

(…)

Anexos:




http://www.asamblea.go.cr/ga/pro_des/El%20Teletrabajo%20en%20costa%20Rica.pdf

https://www.imprentanacional.go.cr/gaceta/?date=08/11/2023

https://columbia.co.cr/retraso-de-24-meses-en-tramite-significo-aumento-importante-en-costo-de-proyecto-de-zona-franca/...”
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Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, expresa: “Aquí es un poco diferente por el matiz que tiene, ya les decía que el tema es en el aeropuerto el tapón que se está haciendo y lo que nos dijeron a todos ahí, el tema es que va a estar finalizado en enero, entonces plantearía aquí la posibilidad más bien de otorgar este permiso hasta el 29 de febrero del próximo año, en el entendido de que va a estar resuelto; si no se diera esa solución, cosa que no creo porque van rapidísimo, pues ahí que hagan la gestión de una extensión de plazo, sin embargo, sí creo que siendo que se prevé que en enero esté el puente, demos el mes febrero para que se acomoden en el tema de presas y que se valore todo el tema de circulación. 
Yo soy testigo de las presas que hay ahí, los jueves me toca ir en la tarde y la venida es terrible, y los martes que voy en la noche también uno sabe la presa que hay, pero sí sé que la presa va a disminuir notablemente con ese puente, gracias”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, consulta: “¿Don Rodrigo la propuesta sería hasta el 29 de febrero, 4 por 1?”.
El integrante Arroyo Guzmán, indica: “Sí señor, por lo menos de mi parte así lo plantearía, no sé los demás compañeros si estarían de acuerdo”.
Las demás personas integrantes señalaron estar de acuerdo con la propuesta del máster Rodrigo Arroyo Guzmán.
Se le concede el uso de la palabra al máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO: “Únicamente dos aclaraciones, tal vez acá lo primero es que esto es de la zona de occidente, sería oeste, para precisarlo porque me parece que se comentó que era del este y es occidente en este caso, número uno.
Número dos, que existe un Decreto Ejecutivo firmado por el Gobierno justamente qué es lo que habilita que estas personas realicen esta gestión. Ese decreto, se estableció que sería hasta el mes de marzo 2024, por supuesto que ustedes no tienen ningún inconveniente en valorarlo en febrero, nada más hago el comentario de que ese decreto está definido para esa fecha por esa situación, y entendería que acá ustedes están habilitando a las personas que viven en la zona de Occidente, verdad y que se desplazan en esa zona o ¿únicamente las que efectivamente viven ahí? Eso es importante aclararlo porque en el caso muy personal, mío, por mis funciones tengo mayor presencialidad en la oficina, yo tengo tres días de trabajo presencial, dos días de teletrabajo; me desplazo por la zona y soy testigo de estas presas, pero me he logrado acomodar, obviamente no he faltado ni una sola vez a citas presenciales cuando así se haya determinado por parte de sus personas.
Sin embargo, sí creo que es importante que quede muy claro en el acuerdo que ustedes tomen, si el beneficio se lo están otorgando únicamente a las personas que viven en la zona de occidente, o que efectivamente transitan por la zona de Occidente, entonces sí se ampliaría la cantidad de funcionarios, muchas gracias”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Es muy obvio, me parece a mí, salvo que yo esté errado, que es a quienes vivan en esa zona, ¿no?, porque yo no tengo nada que andar haciendo por esas zonas si vivo al otro lado”.
El integrante Arroyo Guzmán, agrega: “Más o menos en esa misma línea iba don Juan Carlos. El tema aquí es que lo presentan las personas de occidente, las personas que se ven afectadas son las de San Ramón, Palmares, Naranjo, Zarcero, ¿verdad?, porque las otras tienen la salida por la 27, entonces, aquí en el entendido y atendiendo la consulta de don Oslean, que me parece que es muy válida también, es que son las personas que viven en el occidente y que el permiso está ahí.
Y el tema del decreto es “hasta”, que no significa que nosotros no podamos disminuir eso en vista de que las realidades cambian, una cosa es la prohibición, otra cosa en la realidad, entonces en este caso mantendría lo del 29 de febrero del 2024 para las personas que vivan en occidente y que forman parte de la Gran Área Metropolitana, que se entiende que es la gente hasta San Ramón, entonces abarcaría San Ramón, Palmares, Naranjo, Grecia y todos esos que están por ahí. Gracias”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Muy bien”.
Las demás personas integrantes señalaron estar de acuerdo.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, por unanimidad, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocida la solicitud suscrita por el máster José Andrés Lizano Vargas y las licenciadas Ana Lucrecia Ruiz Rojas, Johanna Rodríguez Rojas, todos funcionarios de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Autorizar la solicitud de la excepción de 4 días de teletrabajo y 1 día presencial, para las personas funcionarias de la Dirección de la JUNAFO que tengan su lugar de residencia en la región occidente del país (específicamente los cantones de San Ramón, Atenas, Naranjo, Palmares, Sarchí, Zarcero, Poás, Alajuela y Grecia), hasta el 29 de febrero del 2024.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIII
Documento N° 1087-2023 / 1116-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° 0738-JP/DJA-2023 del 01 de noviembre de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, que literalmente dice: 
“El pasado 19 de octubre de 2023, se recibió por parte de esta Dirección nota de la señora Alba Peraza Arias cédula de identidad 01-0672-0158, solicitando expresamente lo siguiente:
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Relacionado con lo anterior y para su mejor compresión seguidamente se detallan los antecedes correspondientes al presente caso de referencia:

I. Antecedentes 

1. En fecha 21 de noviembre de 2018, fue recibida la solicitud de pensión incoada por el señor Juan Warner Ulate García, cédula de identidad 04-0076-0971, en calidad de padre del servidor judicial fallecido Henry Warner Ulate Aguilar 04-0131-0551, cuyo deceso acaeció el 29 de octubre de 2018.

2. En atención a la gestión, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones (perteneciente a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial en ese momento) dio marcha a los trámites correspondientes, iniciando con la solicitud de práctica de estudio socioeconómico de parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, esto en aras de establecer si existía o no dependencia económica del señor Ulate García hacia su hijo, acorde con lo establecido en la Ley orgánica del Poder Judicial (artículo N.° 228) . De esta forma, en mayo 2019, el Departamento citado remite el informe N.° 18-003058-735-TS, el cual expone los resultados de la valoración realizada.

3. Seguidamente, en fecha 23 de setiembre 2019 (329 días después de la muerte del causante), se apersona a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones la señora Alba Peraza Arias (gestionante del caso de marras), la cual interpone solicitud formal de pensión, esto en calidad de excompañera de hecho del exservidor Henry Warner Ulate Aguilar.

4. En virtud de lo anterior, mediante oficio N.° PJ-DGH-AP-4504-2019, remitido al señor Juan Warner Ulate García el 8 de noviembre de 2019, se le comunicó la imposibilidad de atender su solicitud, en virtud de lo establecido en el artículo N.° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (reformada mediante Ley N.° 9544), que en lo que interesa señala: 

“En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este”. El resaltado no corresponde al original. 

5. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante JUNAFO) juramentada en sesión N.° 04-2020 por parte de la Corte Plena inició labores el 27 de enero del 2020, luego de un proceso de selección de sus integrantes, representantes del colectivo judicial y del patrono – Corte Suprema de Justicia, fecha en la cual se asumió la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ). Resulta de vital importancia destacar que las actuaciones anteriores a esta fecha fueron efectuadas por el anterior administrador de este régimen, el Consejo Superior del Poder Judicial, asumiendo la JUNAFO esta gestión ya iniciada. 

6. Al respecto, el señor Ulate García presentó recurso de apelación, el cual fue conocido por la JUNAFO en sesión N.º 05-2020, celebrada el 24 de febrero de 2020, artículo XIII, acordando:

Se acordó: 1.) Conforme la legislación vigente para el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, denegar la petición del señor Juan Warner Ulate García, padre del causante Henry Ulate Aguilar, servidor judicial fallecido, en razón de que a la fecha se encuentra en trámite la solicitud de pensión de la cónyuge sobreviviente del causante, Alba Peraza Arias, en razón de lo anterior, no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”. 

7. Sobre la valoración realizada a la señora Peraza Arias, en el informe N°. 19-000675-721 TS, recibido el 3 de febrero de 2020 y realizado por la Licda. Rosa Fallas Bonilla, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología el Poder Judicial, la Profesional en su informe señaló:

“Los hallazgos de la investigación social señalan que la Sra. Alba Ligia Peraza Arias al momento del fallecimiento del Sr. Henry Warner Ulate Aguilar, no convivían, por cuanto ella cambió de domicilio por referir haber sido (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Durante la convivencia se refiere a través del relato de evaluada, que compartían los gastos, de manera tal que él sufragaba la alimentación y servicios básicos.

De acuerdo a la información obtenida, se desprende que posterior a la separación y defunción, la evaluada logra solventar sus necesidades con el ingreso que percibe como jubilada.” El resaltado no corresponde al original. 

8. Posteriormente, se procedió con el trámite acostumbrado para el caso de pensión de la señora Peraza Arias, el cual, fue remitido el 27 de abril de 2020 para conocimiento de la JUNAFO y en sesión N.°14-2020, celebrada el 04 de mayo de 2020, artículo XVI, acordó:

“Por unanimidad, se acordó: 1.) Denegar la solicitud de pensión presentada por la señora Alba Lida Peraza Arias, compañera en unión de hecho del servidor judicial fallecido Henry Ulate Aguilar, dado que del estudio socioeconómico se evidencia que no existía dependencia económica de la persona gestionante. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, reactive el estudio de pensión formulada por el señor Juan Ulate García, padre del servidor fallecido Ulate Aguilar e informe a esta Junta lo que corresponda”. (el resaltado no pertenece al original)

9. Cabe señalar que, mediante nota del 12 de mayo de 2020 señora Peraza Arias presentó recurso de apelación en contra de lo resuelto en sesión N.° 14-20, el cual, fue conocido y resuelto en sesión N.° 16-2020 del 18 de mayo de 2020, artículo IV, acordando solicitar criterio a la Dirección Jurídica del Poder Judicial.

10. En sesión N.° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020, artículo XII, se conoció el criterio N.° DJ-C-318-2020, del 09 de junio de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B. Al respecto se acordó:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el criterio N° DJ-C-318-2020, del 09 de junio de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B, relacionado con las uniones de hecho. Al respecto, esta Junta considera que en el caso de la relación de hecho que existió entre el señor Henry Ulate Aguilar y la señora Alba Lidia Peraza Arias, no se cumple con los preceptos señalados por la Dirección Jurídica, sean que: la relación sea estable, la convivencia sea bajo un mismo techo y que en los tres años previos al fallecimiento de la persona servidora judicial, conviviera de forma pública, notoria, única y estable con la persona fallecida, por lo que se mantiene lo señalado en el acuerdo de la Junta Administradora de sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, artículo XVI (…)”.(el resaltado no pertenece al original)

11. La señora Alba Peraza Arias, en fecha 6 de julio de 2020, presentó contra lo acordado por la JUNAFO, recurso de reconsideración el cual, fue analizado en sesión N.° 24-2020, celebrada el 13 julio del 2020, artículo III, tomando el siguiente acuerdo:

“(…) se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la licenciada Alba Peraza Arias, Abogada y Notaria. 2.) Mantener lo resuelto en la sesión N° 14-2020 celebrada el 4 de mayo del 2020, artículo XVI, en la que se denegó la solicitud de pensión presentada por la señora Peraza Arias, en vista de que no aporta elementos nuevos que justifiquen un cambio en la decisión adoptada por este órgano”. (el resaltado no pertenece al original)

12. Ahora bien, en cumplimiento con lo acordado por la JUNAFO en sesión N.°14-2020 se procedió a reactivar el trámite de pensión del señor Ulate García, padre del fallecido, caso que fue conocido por el órgano de máxima dirección en sesión N.° 24-2020, celebrada el 13 de julio de 2020, artículo XXII, acordando:

“(…) se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula el señor Ulate García, cuya asignación mensual será equivalente al 80 % del monto de la jubilación que le correspondería al servidor judicial fallecido al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 30 de octubre de 2018”. (el resaltado no pertenece al original).

13. Es importante destacar que la señora Peraza Arias procede a demandar a la JUNAFO mediante el establecimiento de un proceso en sede judicial propiamente en el Juzgado de Trabajo del III Circuito Judicial de San José (Desamparados) bajo el expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) presentado el 20 de agosto de 2020 a las 16:06 horas. Este cuerpo colegiado procede a responder la demanda y finalmente el despacho judicial da la razón a la JUNAFO mediante sentencia de primera instancia N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) Juzgado de Trabajo del III Circuito Judicial de San José (Desamparados) de las once horas cincuenta minutos del once de enero de dos mil veintidós, dónde se concluyó lo siguiente:

“Se DECLARA SIN LUGAR en todos sus extremos la demanda ordinaria laboral de PENSIÓN POR SOBREVIVENCIA (VIUDEZ) DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL incoada por ALBA LIGIA PERAZA ARIAS en contra de la JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL y EL ESTADO.” (el resaltado no pertenece al original).

14. Con base en la resolución anterior, la señora Peraza Arias procede a establecer recurso de casación ante la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en fecha indeterminada. Siendo que finalmente, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial de Costa Rica mediante sentencia (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) (anexa al presente oficio) de fecha 8 de setiembre de 2023 y tramitada bajo el expediente N.º (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), dispuso:

“POR TANTO:

Se declara con lugar el recurso. Se anula la sentencia recurrida. En su lugar, se deniegan las excepciones de falta de derecho falta de legitimación activa y pasiva. Se declara con lugar la demanda y se condena a las partes demandadas a concederle a la actora la pensión derivada de quien en vida fue su compañero conviviente en unión de hecho, el señor Douglas Gerardo Ulate Aguilar desde la fecha de la solicitud administrativa, el veintitrés de setiembre de dos mil diecinueve. El monto se determinará en sede administrativa, sin perjuicio de que en caso de disconformidad la accionante pueda acudir a la etapa de ejecución de sentencia Se impone el pago de intereses e indexación sobre las rentas vencidas. Los intereses se calcularán según lo indicado en el numeral quinientos sesenta y cinco del Código de Trabajo (tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica para operaciones en moneda nacional). La indexación se computará atendiendo a la variación del costo de vida, según el Índice de Precios al Consumidor, a partir del mes precedente a la demanda, el veinte de julio de dos mil veinte, hasta un mes antes a la fecha del efectivo pago. Por último, se condena a las accionadas al pago de ambas costas y se fijan las personales en el quince por ciento de las sumas adeudadas a la firmeza de la sentencia y, por las consecuencias económicas futuras, podría agregarse a la suma resultante del porcentaje establecido, según criterio prudencial, hasta un cincuenta por ciento adicional, a partir de la firmeza del fallo; lo cual se determinará en ejecución de esta sentencia”. 

II. Reactivación del trámite de pensión y consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

En cumplimiento con lo dispuesto por la Sala Segunda esta Dirección procede con la activación del trámite de pensión de la señora Alba Peraza Arias, para lo cual, es de importancia hacer mención lo indicado en el informe N°. 19-000675-721 TS, recibido el 3 de febrero de 2020 y realizado por la Licda. Rosa Fallas Bonilla, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en el que se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Peraza Arias. Dicho informe cita:

“La Sra. Alba Ligia Peraza Arias es costarricense, portadora de la cédula de identidad 1-672-158, con 53 años de edad, viuda, con nivel educativo de universidad completa en Licenciatura en Derecho. Desde hace aproximadamente dos años se encuentra jubilada.

Se presentó puntual a la valoración, con vestimenta acorde a su sexo y edad. Se mostró colaboradora ante la entrevista.

De sus antecedentes familiares relata que procede del matrimonio de sus padres, quienes procrearon cuatro hijos, siendo ella la tercera del grupo filial.

Completó estudios primarios y secundarios sin problema. Refiere de sí misma buena salud y desarrollo normal. A la edad de 19 años ingresó a trabajar en el Poder Judicial, desempeñando el puesto de técnico judicial durante casi 31 años. Durante este tiempo estudió Derecho y unos meses antes de jubilarse, tuvo un ascenso como profesional.

En el año 1994 estableció relación de pareja con el Sr. Henry Warner Ulate Aguilar. En el año 1995 iniciaron convivencia, para entonces se encontraba ella en estado de gestación, del hijo que procrearon en común: Douglas Ulate Peraza, ahora de 24 años de edad.

Describe la relación de pareja con el Sr. Ulate como (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Por lo anterior, durante los tres meses previos a su muerte, no mantuvieron convivencia, ni comunicación. En octubre de ese mismo año, se le comunicó del fallecimiento.

En el último periodo de convivencia refiere que distribuían los gastos de manera tal que, el fallecido pagaba con su salario de auxiliar judicial, los servicios básicos y la alimentación; ella se encargaba del pago de deudas y ahorrar.

Adquirieron además de la casa que habitaban, parte de un lote en Esparza en conjunto con el hermano de fallecido y un carro para cada uno.

Durante la separación, el Sr. Ulate adquirió un carro nuevo, el cual indica que ahora lo usa su hijo Douglas y se encarga de pagar la mensualidad del préstamo con el que se adquirió.

Al darse la valoración señala que vive en casa adquirida durante el tiempo de convivencia. Relata que, por temor a estar sola en la casa, le ofreció a una amiga y su hijo que la acompañen viviendo en su casa, sin cobrarles. La Sra. Marianela Castro de 60 años y su hijo Manrique Chavarría de 34 años, ambos trabajan en restaurantes de la zona.

Al llegar al domicilio, se observó desde el exterior la vivienda en excelente estado de conservación. En general, el inmueble presenta adecuadas condiciones para la habitabilidad. Se llamó en varias oportunidades, pero nadie respondió.

A través de consulta vecinal, se confirmó que era casa de la Sra. Peraza. Además, vecino informó observar que en dicha vivienda viven dos personas, pero que en pocas ocasiones ve a la Sra. Peraza, por lo general llega a esa casa los fines de semana.

Al respecto, la referida señaló que ella acostumbra entre semana, permanecer en casa de sus hermanas, donde algunos días pernocta y al ubicarse sus familiares en Aserrí, eso le permite acompañar a sus familiares enfermos.

Además, debe de acudir a realizar constantemente trámites por proceso sucesorio, reconocimiento de unión de hecho, entre otros. Asiste también a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) en el INAMU.

Señala la referida que, tras la defunción de su pareja, ella se encarga de la totalidad de los gastos. Su hijo no aporta para ella, vive de manera independiente y se encarga de sus propias necesidades.

La mayoría de su ingreso, lo gasta con el pago mensual del préstamo que asumió por un monto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Relata que ese dinero lo pidieron con la intención de comprar un lote ubicado en la zona de los Santos, cuya ubicación exacta desconoce, porque lo visitó en una ocasión y no tiene forma de comunicarse con el dueño del lote para saber si se concretó. Asegura que desconoce el destino de esos (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

Su ingreso principal procede de su pensión por un monto bruto de 1.372.840 y neto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), con el cual logra atender sus necesidades.

Su situación socioeconómica será más solvente a partir del momento que termine de pagar el compromiso del préstamo adquirido.

A continuación, se expone la distribución de sus gastos, según rubro y monto.

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Del cuadro anterior se desprende, que la Sra. Peraza cubre sus necesidades básicas.

5. Conclusión

Los hallazgos de la investigación social señalan que la Sra. Alba Ligia Peraza Arias al momento del fallecimiento del Sr. Henry Warner Ulate Aguilar, no convivían, por cuanto ella cambió de domicilio por referir haber sido (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Durante la convivencia se refiere a través del relato de evaluada, que compartían los gastos, de manera tal que él sufragaba la alimentación y servicios básicos.

De acuerdo a la información obtenida, se desprende que posterior a la separación y defunción, la evaluada logra solventar sus necesidades con el ingreso que percibe como jubilada.

Así mismo, el remanente económico se ampliará a partir del término del pago de préstamo adquirido.” (el resaltado no pertenece al original).

Del estudio antes citado no se establece que la señora Peraza Arias posea un déficit económico, lo que limita establecer un porcentaje de dependencia económica respecto a la persona causante.

III. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

1. El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

(…) En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este”.

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

IV. Datos de Interés

· De acuerdo con los cálculos efectuados en su momento para determinar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido y salarios devengados se estableció que al señor Henry Warner Ulate Aguilar, conforme las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial (reformada mediante Ley N.° 9544), le asistiría un monto en bruto de ¢498,270.39 (Cuatrocientos noventa y ocho mil doscientos setenta colones 39/100) mensuales.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Alba Peraza Arias es del 80% del monto que devengaría de jubilación el señor Ulate Aguilar, que para este caso equivale a ¢398,616.31 (trescientos noventa y ocho mil seiscientos dieciséis colones con 31/100) mensuales en bruto.

· En virtud de lo aprobado por la JUNAFO en sesión N.° 24-2020, celebrada el 13 de julio de 2020, artículo XXII, actualmente el señor Juan Warner Ulate García, padre del exservidor Ulate Aguilar, recibe el beneficio de pensión por el fallecimiento de su hijo. Dicho beneficio equivale al 80% de lo que hubiese recibido de jubilación este último (máximo posible para todos sus beneficiarios), fue otorgado a partir del 30 de octubre de 2018 y actualmente se encuentra activo.

· En el dictamen socioeconómico realizado en su momento a la señora Peraza Arias se reportan egresos básicos mensuales del grupo familiar por un monto de ¢902,464.00 (novecientos dos mil cuatrocientos sesenta y cuatro colones con 00/100).

· [bookmark: _GoBack]Que la señora Peraza Arias actualmente es beneficiaria de este régimen básico del Poder Judicial con una jubilación, percibiendo un beneficio económico de ¢ 1,553,004.18 (un millón quinientos cincuenta y tres mil cuatro colones con 18/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales. Monto con el cuál se concluye que existe un superávit en su relación ingresos-gastos, tal cual lo sugiere la persona trabajadora social en su informe N.° 19-000675-721 TS. 

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la resolución de la Sala Segunda es clara en indicar:

“(…) Se declara con lugar la demanda y se condena a las partes demandadas a concederle a la actora la pensión derivada de quien en vida fue su compañero conviviente en unión de hecho, el señor Douglas Gerardo Ulate Aguilar desde la fecha de la solicitud administrativa, el veintitrés de setiembre de dos mil diecinueve (…)”. El resaltado no pertenece al original

V. Conclusiones 

· De conformidad con lo dispuesto por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), deberá la JUNAFO otorgar el beneficio de pensión a la señora Alba Peraza Arias que le corresponda por el fallecimiento de su expareja sentimental, el exservidor Henry Ulate Aguilar, definir el monto y proceder con el pago, incluyendo intereses e indexación sobre las rentas vencidas y costas.

· [bookmark: _Hlk149738001]Según consulta realizada en los sistemas que se tienen para tales efectos, se constató que la señora Peraza Arias es beneficiaria de una jubilación con este régimen jubilatorio del FJPPJ, percibiendo actualmente un monto de ¢ 1,553,004.18 (un millón quinientos cincuenta y tres mil cuatro colones con 18/100) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales, por lo que cuenta con ingresos por esta vía.

Por otra parte, es relevante mencionar que para el año 2019 (años en que había solicitado la pensión inicialmente) recibía por jubilación un monto de ¢ 1,372,840.36 (un millón trescientos setenta y dos mil ochocientos cuarenta colones con 36/100) brutos mensuales y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales, por lo que se concluye que la persona gestionante mantiene la solvencia inicial evaluada y establecida por la persona trabajadora social y que posee un superávit en su relación ingresos-gastos. 

· Cabe recalcar que, de aprobarse la pensión de la señora Peraza Arias, el beneficio que recibe actualmente el señor Juan Warner Ulate García deberá extinguirse en cumplimiento con lo establecido en el artículo N.° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente respecto al orden de prelación que se debe cumplir en el otorgamiento de las pensiones.

Asimismo, de acuerdo con la fecha rige del beneficio que será aprobado para la señora Peraza Arias, deberá analizase el eventual cobro al señor Ulate García (padre del causante) por los periodos pagados que correspondan si es necesario y si esa estimable JUNAFO así lo considera, toda vez que ambas personas no pueden percibir pensión al mismo tiempo según los estipula la normativa vigente, considerando el principio de buena fe con el cual fue aprobado el otorgamiento beneficio de pensión al señor Ulate García.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N.° 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera.

VI. Recomendaciones

a) En cumplimiento con lo dispuesto en sentencia (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia y considerando lo concluido en el estudio de Trabajo Social N.° 19-000675-721 TS, realizado en 2020 a la señora Alba Peraza Arias en el que se evidencia que no existía dependencia económica de los ingresos de su compañero, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Peraza Arias, sea el 25,2411% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el señor Henry Ulate Aguilar, el cual equivale a ¢100.615,00 (cien mil seiscientos quince colones exactos) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales, seguidamente se presenta el detalle del cálculo efectuado:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Cabe resaltar que, como se indicó en párrafos anteriores dado que la valoración socioeconómica realizada por la persona profesional en Trabajo Social estableció que no existe dependencia económica por parte de la señora Peraza Arias no es factible realizar el análisis típico que efectúa esta Dirección para el establecimiento de un monto de referencia o recomendación técnica basada en la relación ingresos-egresos.

Con base en lo antes indicado, para la definición del porcentaje a recomendar se utilizó el monto mínimo de pensión establecido en el artículo N.º 10 del “Reglamento del Programa Régimen no Contributivo de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social”, que a la fecha del presente informe asciende a ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensual neto.

Esto a partir del 23 de setiembre del 2019, fecha establecida en sentencia (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de la Sala Segunda para otorgar el beneficio de pensión.

b) Adicionalmente, una vez fijado el monto de pensión con base a este rubro se deberán pagar con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial los aumentos por costo de vida que correspondan posterior a la fecha de aprobación, así como, los respectivos montos relativos al aguinaldo. Por lo cual, se procede a detallar los periodos y montos que son necesarios cancelar a la señora Peraza Arias conforme lo resuelto por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, montos que podrían variar conforme la fecha que se cuente con la autorización de esa estimable Junta y se pueda efectuar el pago de planilla, cuya cuantía incluyendo el mes de octubre 2023 se puede apreciar a continuación:

Montos correspondientes por beneficio de pensión
Periodo 23 setiembre 2019 al 31 de octubre 2023 

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

* El rubro de aguinaldo se calcula con base al monto recibido entre los meses de noviembre del año anterior y octubre del año en pago.

En total, de aprobarse el beneficio en las condiciones antes citadas, correspondería desembolsar un monto total de ¢ 4.578.031,87 (cuatro millones quinientos setenta y ocho mil treinta y un colones con 87/100) lo anterior es calculado al corte del 31 de octubre de 2023. El monto antes descrito correspondiente de beneficio de pensión neto, el mismo es producto de restar las deducciones de Ley vigentes, a continuación, se enumeran las deducciones aplicadas: 

· Aporte al FJPPJ: 13,00%, definido en el artículo N.° 236 Ley Orgánica del Poder Judicial.
· Seguro de Enfermedad y Maternidad de la Caja Costarricense de Seguro Social: 5,00%, establecido en el artículo N.° 62 del Reglamento del Seguro de Salud. 
· Costos de Administración JUNAFO: 0,50%, según el artículo N.° 239 Ley Orgánica del Poder Judicial.

En este caso, por la cuantía del beneficio no aplica deducción de impuesto de renta o similares. 

Los montos concernientes al mes de noviembre, así como el aguinaldo del año 2023, serán cancelados en la operativa normal de pago de planilla para la II quincena de noviembre 2023 y el aguinaldo conforme la fecha establecida en el calendario de pago, sea el 06 de diciembre 2023.

c) Así mismo en la citada resolución con respecto a la indexación se indica lo que a continuación se extrae:

“La indexación se computará atendiendo a la variación del costo de vida, según el Índice de Precios al Consumidor, a partir del mes precedente a la demanda, el veinte de julio de dos mil veinte, hasta un mes antes a la fecha del efectivo pago.” El resaltado no corresponde al original. 

Con base en lo anterior, haciendo uso de la herramienta oficial del Poder Judicial visible en la página web[footnoteRef:3] de la institución denominada “Cálculo de Indexación” se efectuó el cálculo del monto correspondiente, en el periodo comprendido entre el 20 de julio de 2020 hasta el 31 de octubre de 2023 (conforme lo establece la resolución), seguidamente se muestra el detalle del resultado obtenido:  [3:  Sistema de Gestión en Línea (poder-judicial.go.cr)] 


Comparativo
Monto neto con Indexación

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

Se concluye que se deben cancelar a la señora Peraza Arias adicionalmente a los rubros antes citados el monto de ¢ 156.710,86 (ciento cincuenta y seis mil setecientos diez colones con 86/100) por concepto de diferencia al momento de efectuar la indexación del monto estimado con base en el Índice de Precios al Consumidor (IPC del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), se adjunta al presente informe los reportes generados desde el sistema del Poder Judicial. 

d) Adicionalmente la citada resolución (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia establece la obligación de la cancelación de intereses y fija en 15% el concepto de costas personales, basados en el monto adeudado, como se muestra en los siguientes extractos del documento: 

“…Se impone el pago de intereses e indexación sobre las rentas vencidas. Los intereses se calcularán según lo indicado en el numeral quinientos sesenta y cinco del código de Trabajo (tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica para operaciones en moneda nacional) ...”

“…Se condena a las accionadas al pago de ambas costas y se fijan las personales en el quince por ciento de las sumas adeudadas a el pago de intereses e indexación sobre las rentas vencidas…”

Se anexa al presente informe tabla de cálculo de intereses y con base en todo lo antes explicado, se confeccionó el siguiente cuadro de resumen de montos a cancelar: 

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

e) Finalmente, conforme a la legislación vigente, al existir un beneficio para la cónyuge del señor Henry Warner Ulate Aguilar se debe extinguir el beneficio de pensión del señor Juan Warner Ulate García, padre del fallecido a partir de la fecha en que se haga efectivo el pago de pensión a la señora Peraza Arias, por cuanto el artículo N.° 228 conforme la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente es claro en establecer el orden de prelación de los beneficiarios, por lo cual, una vez aprobada por la JUNAFO como máximo órgano de dirección el monto de beneficio económico de pensión para la señora Peraza Arias se notificará al señor Ulate García mediante resolución el finiquito del pago de su pensión.

Dados los elementos antes expuestos, respetuosamente se solicita la aprobación de esa estimable Junta Administradora para el siguiente proceder:

1- Aprobar el beneficio de pensión de la señora Alba Peraza Arias por un porcentaje de pensión del 25,2411% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el señor Henry Ulate Aguilar, el cual equivale a ¢100.615,00 (cien mil seiscientos quince colones exactos) mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales, conforme lo ordena la resolución judicial de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), cuyo porcentaje se recomienda con base en el estudio del Departamento de Trabajo Social del Poder Judicial y los elementos técnicos antes esbozados. Los montos concernientes al mes de noviembre, así como el aguinaldo del año 2023, serán cancelados en la operativa normal de pago de planilla para la II quincena de noviembre 2023 y el aguinaldo conforme la fecha establecida en el calendario de pago, sea el 06 de diciembre 2023.

2- Se aprueben los cálculos efectuados y se autorice el pago para los rubros de: principal neto adeudado ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) el cual será cancelado con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así mismo los montos de intereses ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) que serán cancelados con recursos de la JUNAFO por corresponder a gastos administrativos, para un total de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante); lo que en total asciende a la suma de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) siendo este el pago final a la persona gestionante.

3- Se notifique el resultado de este caso ante la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) dado que resulta un caso atípico en la operativa normal de este régimen jubilatorio para lo que estime pertinente.

Se estima oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico 2020

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

2) Solicitud de la señora Alba Peraza Arias

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

3) Sentencia de la Sala Segunda 

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

4) Cálculos de indexación por año:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

5) Tabla de intereses

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

6) Medios de Notificación:

Correo: (…)”

- 0 -
En relación con lo anterior, conoce esta Junta Administradora, el criterio jurídico N° 0098-AJ/DJA-2023 del 17 de noviembre del 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge, Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, que dice:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión ordinaria N° 46-2023, celebrada el 14 de noviembre de 2023, artículo VIII, en donde se discutió la determinación del monto de pensión que debe otorgarse a la señora Alba Peraza Arias a raíz de la Ejecución de Sentencia N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, se procede a manifestar lo siguiente:

[bookmark: _Hlk117752453]I.- ANTECEDENTES:

1. La señora Alba Peraza Arias, en fecha 23 de setiembre de 2019, presentó ante la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solicitud de pensión como compañera de hecho del servidor fallecido Henry Warner Ulate Aguilar, la cual fue denegada por la Junta Administradora mediante resolución número (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de las 21:55 horas del 7 de mayo de 2020, decisión que fue reafirmada en la resolución número 35-2020, de las 16:17 horas del 1° de julio de 2020 y confirmada por la resolución (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), de las 14:27 horas del 21 de julio de 2020, en todos los casos, el argumento para el rechazo fue la ausencia del requisito de ser económicamente dependiente del causante.

2. En ocasión a lo acordado por la JUNAFO en sesión N.° 14-2020, la Junta acogió la solicitud de pensión presentada por el padre del causante, señor Juan Warner Ulate García, caso que fue conocido por el órgano de máxima dirección en sesión N.º 24-2020, celebrada el 13 de julio de 2020, otorgando un 80% de lo que hubiese recibido de jubilación su hijo, pensión que se mantiene hasta hoy.

3. La señora Peraza Arias a raíz del rechazo a la pensión solicitada, acudió al Juzgado de Trabajo del III Circuito Judicial de San José, Desamparados, el cual, por medio de la sentencia número (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), de las 11:50 horas del 11 de enero de 2022, declaró sin lugar la demanda e impuso las costas del proceso a cargo de la demandante.

4. El asunto fue elevado por la gestionante ante Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, siendo que esta vez obtuvo una respuesta positiva, toda vez que, la Sala en fallo N° (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de las 14:55 horas del 8 de setiembre de 2023 dispuso en lo que interesa:

“Se declara con lugar el recurso. Se anula la sentencia recurrida. En su lugar, se deniegan las excepciones de falta de derecho falta de legitimación activa y pasiva. Se declara con lugar la demanda y se condena a las partes demandadas a concederle a la actora la pensión derivada de quien en vida fue su compañero conviviente en unión de hecho, el señor Douglas Gerardo (Sic) Ulate Aguilar desde la fecha de la solicitud administrativa, el veintitrés de setiembre de dos mil diecinueve. El monto se determinará en sede administrativa, sin perjuicio de que en caso de disconformidad la accionante pueda acudir a la etapa de ejecución de sentencia Se impone el pago de intereses e indexación sobre las rentas vencidas. Los intereses se calcularán según lo indicado en el numeral quinientos sesenta y cinco del Código de Trabajo (tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica para operaciones en moneda nacional). La indexación se computará atendiendo a la variación del costo de vida, según el Índice de Precios al Consumidor, a partir del mes precedente a la demanda, el veinte de julio de dos mil veinte, hasta un mes antes a la fecha del efectivo pago. Por último, se condena a las accionadas al pago de ambas costas y se fijan las personales en el quince por ciento de las sumas adeudadas a la firmeza de la sentencia y, por las consecuencias”

5. El día 19 de octubre de 2023, la señora Alba Peraza, mediante escrito dirigido a la Dirección de la JUNAFO, solicitó lo siguiente:

“De acuerdo con la Ejecutoria Adjunta, mediante Sentencia definitiva dictada por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia número (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), se declaró mi derecho a recibir pensión derivada de quien en vida fue mi conviviente, el señor Henry Warner Ulate Aguilar| desde la fecha de la solicitud administrativa, 23 de septiembre de dos mil diecinueve, así como los intereses e indexación sobre las sumas dejadas de cancelar desde dicha fecha. Solicito respetuosamente procedan con la cancelación de los rubros adeudados a mi persona a la brevedad posible toda vez que han transcurrido más de cuatro años desde que debí recibir dicho beneficio y se me ha ocasionado grave perjuicio la negativa anteriormente sostenida. Asimismo, deberá estimarse sobre la suma adeudada el quince por ciento correspondiente a las costas del proceso, que habiendo sido dirigido por mi persona directamente me corresponden”

6. En oficio N° 0738-JP/DJA-2023 del 01 de noviembre de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, atendiendo la solicitud de la señora Peraza Arias, señalaron lo siguiente:

“Cabe resaltar que, como se indicó en párrafos anteriores dado que la valoración socioeconómica realizada por la persona profesional en Trabajo Social estableció que no existe dependencia económica por parte de la señora Peraza Arias, no es factible realizar el análisis típico que efectúa esta Dirección para el establecimiento de un monto de referencia o recomendación técnica basada en la relación ingresos-egresos.

Con base en lo antes indicado, para la definición del porcentaje a recomendar se utilizó el monto mínimo de pensión establecido en el artículo N.º 10 del “Reglamento del Programa Régimen no Contributivo de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social”, que a la fecha del presente informe asciende a ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensual neto.

Esto a partir del 23 de setiembre del 2019, fecha establecida en sentencia N.º (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de la Sala Segunda para otorgar el beneficio de pensión. Adicionalmente, una vez fijado el monto de pensión con base a este rubro se deberán pagar con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial los aumentos por costo de vida que correspondan posterior a la fecha de aprobación, así como, los respectivos montos relativos al aguinaldo. Por lo cual, se procede a detallar los periodos y montos que son necesarios cancelar a la señora Peraza Arias conforme lo resuelto por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, montos que podrían variar conforme la fecha que se cuente con la autorización de esa estimable Junta y se pueda efectuar el pago de planilla, cuya cuantía incluyendo el mes de octubre 2023 se puede apreciar a continuación:

Montos correspondientes por beneficio de pensión
Periodo 23 setiembre 2019 al 31 de octubre 2023

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

* El rubro de aguinaldo se calcula con base al monto recibido entre los meses de noviembre del año anterior y octubre del año en pago.

En total, de aprobarse el beneficio en las condiciones antes citadas, correspondería desembolsar un monto total de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) lo anterior es calculado al corte del 31 de octubre de 2023. El monto antes descrito correspondiente de beneficio de pensión neto, el mismo es producto de restar las deducciones de Ley vigentes, a continuación, se enumeran las deducciones aplicadas: 

Aporte al FJPPJ: 13,00%, definido en el artículo N.° 236 Ley Orgánica del Poder Judicial.

Seguro de Enfermedad y Maternidad de la Caja Costarricense de Seguro Social: 5,00%, establecido en el artículo N.° 62 del Reglamento del Seguro de Salud. 

Costos de Administración JUNAFO: 0,50%, según el artículo N.° 239 Ley Orgánica del Poder Judicial.

En este caso, por la cuantía del beneficio no aplica deducción de impuesto de renta o similares. 

Los montos concernientes al mes de noviembre, así como el aguinaldo del año 2023, serán cancelados en la operativa normal de pago de planilla para la II quincena de noviembre 2023 y el aguinaldo conforme la fecha establecida en el calendario de pago, sea el 06 de diciembre 2023.

Así mismo en la citada resolución con respecto a la indexación se indica lo que a continuación se extrae:

“La indexación se computará atendiendo a la variación del costo de vida, según el Índice de Precios al Consumidor, a partir del mes precedente a la demanda, el veinte de julio de dos mil veinte, hasta un mes antes a la fecha del efectivo pago.” El resaltado no corresponde al original. 

Con base en lo anterior, haciendo uso de la herramienta oficial del Poder Judicial visible en la página web de la institución denominada “Cálculo de Indexación” se efectuó el cálculo del monto correspondiente, en el periodo comprendido entre el 20 de julio de 2020 hasta el 31 de octubre de 2023 (conforme lo establece la resolución), seguidamente se muestra el detalle del resultado obtenido: 

Comparativo
Monto neto con Indexación

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 
Se concluye que se deben cancelar a la señora Peraza Arias adicionalmente a los rubros antes citados el monto de ¢ 156.710,86 (ciento cincuenta y seis mil setecientos diez colones con 86/100) por concepto de diferencia al momento de efectuar la indexación del monto estimado con base en el Índice de Precios al Consumidor (IPC del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), se adjunta al presente informe los reportes generados desde el sistema del Poder Judicial. 

Adicionalmente la citada resolución N.º (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia establece la obligación de la cancelación de intereses y fija en 15% el concepto de costas personales, basados en el monto adeudado, como se muestra en los siguientes extractos del documento: 

“…Se impone el pago de intereses e indexación sobre las rentas vencidas. Los intereses se calcularán según lo indicado en el numeral quinientos sesenta y cinco del código de Trabajo (tasa básica pasiva del Banco Central de Costa Rica para operaciones en moneda nacional) ...”

“…Se condena a las accionadas al pago de ambas costas y se fijan las personales en el quince por ciento de las sumas adeudadas a el pago de intereses e indexación sobre las rentas vencidas…”

Se anexa al presente informe tabla de cálculo de intereses y con base en todo lo antes explicado, se confeccionó el siguiente cuadro de resumen de montos a cancelar:

(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) 

[bookmark: _Hlk150420085]Finalmente, conforme a la legislación vigente, al existir un beneficio para la cónyuge del señor Henry Warner Ulate Aguilar se debe extinguir el beneficio de pensión del señor Juan Warner Ulate García, padre del fallecido a partir de la fecha en que se haga efectivo el pago de pensión a la señora Peraza Arias, por cuanto el artículo N.° 228 conforme la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente es claro en establecer el orden de prelación de los beneficiarios, por lo cual, una vez aprobada por la JUNAFO como máximo órgano de dirección el monto de beneficio económico de pensión para la señora Peraza Arias se notificará al señor Ulate García mediante resolución el finiquito del pago de su pensión.”

II.- DEL MONTO DE PENSIÓN A OTORGAR:

En el análisis del presente caso, se debe partir de la base de que antes de un Estado Social de Derecho, éste debe ser un Estado Constitucional de Derecho, de manera que las leyes y las normas de la República se deben respetar, traducir y ejecutar conforme a los principios inherentes de la Constitución y deben ser un reflejo de justicia y de equidad, valores y principios esenciales en el ordenamiento jurídico. 

Tómese en cuenta que, la Declaración Universal de los Derechos Humanos reconoce en el artículo 25 inciso 1) que «1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad». 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece en el artículo 11.1 que «Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento». 

En este sentido, el diccionario de la Real Academia Española establece que “Adecuado” es algo «apropiado a las condiciones, circunstancias u objeto de algo». Lo que se quiere de este modo es establecer una relación proporcional a un estándar previo como podría ser la dignidad humana, de manera que el monto de pensión asemeje un nivel de vida aceptable, aunque no lo equipare al que tenía la persona de previo al fallecimiento del cónyuge.

Al respecto, se debe recordar que, el objetivo principal del estudio socioeconómico es establecer si la persona solicitante cuenta o no con los recursos y condiciones adecuadas para asegurar su sobrevivencia y determinar la dependencia económica de la persona interesada. En el caso de la señora Alba Peraza Arias, ha quedado demostrado a través del informe de Trabajo Social, que esta no tenía dependencia económica del servidor judicial fallecido. Lo anterior fue confirmado por la profesional en Trabajo Social, quien, a través del peritaje realizado, logra establecer que la evaluada, en aquel momento, contaba con un superávit mensual de ¢153,125.00 (ciento cincuenta y tres mil ciento veinticinco colones con 00/100), monto que aumentaría una vez que cancele el préstamo que adquirió para la compra de un lote. Nótese que el Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José, por medio de la sentencia número (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), de las 11:50 horas del 11 de enero de 2022, compartió el análisis de la Junta Administradora y declaró sin lugar la demanda incoada por doña Alba, al considerad que no se daban los presupuestos del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

De su parte, la tesis de la Sala Segunda se basa en decir que, el esquema de vida de la solicitante sí contemplaba el ingreso económico percibido por el servidor fallecido, lo que, a su vez, evidencia la afectación económica que ha soportado por haber asumido los gastos que antes eran sufragados con dicho ingreso. Lo cual, a criterio de esta asesoría, no representa una dependencia económica al espíritu de los presupuestos exigidos en el inciso b) del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pues simplemente se evidencia el uso que la gestionante daba a tales insumos, pero no demuestra que los tales hayan sido indispensables para poder hacer frente a sus compromisos económicos fijos, pues como se indicó previamente, aún sin contar con esos aportes, la señora Peraza demostró un superávit en su economía. Sin embargo, al existir una orden jurisdiccional de otorgar la pensión por sobrevivencia que la señora Peraza ha requerido la Junta Administradora se ve en la obligación de acatar tal disposición y valorar el otorgamiento de un porcentaje de pensión adecuado, para dar cumplimiento al mandato judicial y resguardar los recursos de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Se desprende de la parte dispositiva del fallo que coacciona a la JUNAFO a otorgar la pensión a la señora Peraza Arias, la Sala dispone que el monto debe ser fijado en sede administrativa, sin exigir que el mismo sea equivalente al máximo legal disponible, no obstante, tal como lo refiere la Dirección de la JUNAFO, al no estar determinada numéricamente la dependencia económica por parte de la señora Peraza Arias, no es factible realizar el análisis típico que efectúa esa Dirección para el establecimiento de un monto de referencia o recomendación técnica basada en la relación ingresos-egresos, por lo que se debe echar mano a otros métodos de cálculo que permitan proveer una sugerencia acorde a los principios de razonabilidad y proporcionalidad y que a su vez responda a una necesidad solidaria y de equidad para el sostenimiento del Fondo.

Con base en lo anterior, la Dirección opta por utilizar como parámetro para determinar el monto, el mínimo de pensión establecido en el artículo N.º 10 del “Reglamento del Programa Régimen no Contributivo de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social”, que a la fecha del presente informe asciende a ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) mensual neto.

Partiendo del hecho de que no hay una dependencia económica determinable y, por el contrario, existiendo prueba de que doña Alba Peraza está en capacidad de autoabastecerse económicamente al punto de presentar un superávit, el monto de pensión propuesto por la Dirección, es de recibo para esta asesoría en el tanto, cumple con la orden judicial, provee un beneficio económico a la accionante que automáticamente mejorar su situación económica, además, el monto es justificable en razón de que al no existir documentación alguna que permita identificar la cantidad adecuada o aproximada que debería percibir por concepto de pensión la gestionante, corresponde otorgar el monto equivalente a la pensión mínima que se otorga en el régimen no contributivo de conformidad con sus ingresos actuales versus sus egresos. Al no haber claridad sobre la cantidad que doña Alba requiere para mantener un nivel de vida equiparable al que mantenía cuando vivía con el causante, debe recordarse que en materia de seguridad social rige el principio pro fondo que establece que cualquier interpretación normativa debe ceder ante el fondo que nutre las prestaciones de la universalidad de los beneficiarios actuales y de los potenciales. 

Por último, resulta fundamental dejar en claro que, como un efecto colateral e inmediato de la resolución judicial al ordenar el reconocimiento del beneficio a la señora Peraza Arias, en acatamiento a lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), artículo 228, que dispone que, únicamente en ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este, no sería legalmente procedente mantener la pensión conferida a don Juan Warner Ulate García, padre del causante, en razón de lo cual, conforme lo refiere la Dirección de la JUNAFO en su oficio N° 0738-JP/DJA-2023, dicho beneficio deberá extinguirse. Sin embargo, es menester recalcar que, no corresponde realizar cobro alguno sobre los pagos de beneficio ya realizados, debido a que el otorgamiento de la pensión se realizó de buena fe, cumpliendo el señor Ulate García con los preceptos legales que en ese momento le aplicaban.

III.- CONCLUSIONES:

1.- La resolución (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) dictada por la Sala Segunda, diáfanamente señala que, el monto de pensión debe ser fijado en sede administrativa y no hay pronunciamiento alguno que obligue a la JUNAFO a otorgar el monto máximo legal.

2.- Al no contar con un estudio que establezca la proporción de dependencia económica, no es factible para la Dirección realizar el análisis típico para el establecimiento de un monto recomendable, por lo que se debe echar mano a otros métodos de cálculo que permitan proveer una sugerencia acorde a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, que a su vez responda a una necesidad solidaria y de equidad para el sostenimiento del Fondo.

3.- Utilizar como parámetro para determinar el monto de pensión a otorgar, el mínimo de pensión establecido en el artículo N.º 10 del “Reglamento del Programa Régimen no Contributivo de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social”, representa un criterio técnico válido, en el entendido que el mismo se establece con base en criterios sociales e integrales que justifican la cuantía.

4.- Con base en lo dispuesto el artículo 228 párrafo final de la Ley Orgánica del Poder Judicial, únicamente en ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres de la persona causante, por consiguiente, no es procedente ni legal, mantener la pensión conferida a don Juan Warner Ulate García, la cual debe extinguirse de forma inmediata. Sin embargo, es menester recalcar que, no corresponde realizar cobro alguno sobre los pagos de beneficio ya realizados, debido a que el otorgamiento de la pensión se realizó de buena fe, cumpliendo el señor Ulate García con los preceptos legales que en ese momento le aplicaban.

IV.- RECOMENDACIONES:

En virtud de lo anterior, esta asesoría jurídica recomienda acoger íntegramente el oficio N° 0738-JP/DJA-2023 suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, para lo que a bien estimen disponer.”
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Manifestaciones:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, dice: “A mí me parece que ahora sí tenemos, dos elementos adicionales que no tuvimos en cuando vimos eso primeramente y solicitamos que viniera en la agenda del día de hoy, uno es el criterio que viene de parte de los compañeros de la asesoría jurídica y el otro en el recuento y en la forma en que se justifica el tema de los 80 y tantos miles de colones que se le asignaría a la persona, de esta forma, ahora teniendo claro que al señor, de buena fe, no le podemos hacer ningún cobro ni más, por lo que se le giró en su momento, y atendiendo los números que nos presentan los compañeros de la JUNAFO en cuanto a la indexación y montos que hay que pagarle a la señora, yo estaría de acuerdo con las asignación que viene más bien propuesta de parte de los compañeros de la JUNAFO, bajo el entendido de que estamos cumpliendo con la legislación, atendiendo lo que es de la Sala Constitucional (sic) y que no estamos perjudicando a ninguna de las personas, por lo menos ahora yo me doy por satisfecho con esto, le agradezco mucho el trabajo a los compañeros de la JUNAFO y de la asesoría, que me pareció muy oportuno, y aclararon, por lo menos de mi parte, las dudas que yo tuve en su momento, muchísimas gracias”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, indica: “Yo creo que con el informe al final, que hacen los compañeros de la asesoría y la administración, podríamos tomarlo como propuesta de resolución, porque ahí dice acoger en todos sus extremos…, más o menos al final dice algo así, entonces me parece que podríamos acoger eso como propuesta de este artículo, don Juan Carlos, gracias”.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, integrante presidente de la JUNAFO, señala: “Aquí está, sería otorgar el 25,2411% del 80 a ella, el cual equivale a ¢100 615,00 colones mensuales en bruto y ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) líquidos mensuales”. 
El integrante Arroyo Guzmán, interviene: “A la señora, es a la que tenemos que hacerle la asignación ahora, y el señor, dejaría disfrutarlo en el tanto de que fue una actuación de buena fe y que no hay ningún cobro adicional, según lo que lo que está ahí, que me parece muy oportuno”.
El integrante presidente Segura Solís, dice: “Ese es el acuerdo”.
Las demás personas integrantes señalaron estar de acuerdo con la propuesta.
Se acuerda:	Una vez analizado el oficio N° 0738-JP/DJA-2023 del 01 de noviembre de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, así como el criterio jurídico N° 0098-AJ/DJA-2023 suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge, Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO, sobre la solicitud de pensión incoada por la señora Alba Peraza Arias, en calidad de cónyuge sobreviviente del exservidor judicial fallecido Henry Ulate Aguilar, y en cumplimiento de lo dispuesto por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia N.º (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Aprobar el beneficio de pensión solicitado por la señora Alba Peraza Arias, por un porcentaje de pensión del 25,2411% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado el señor Ulate Aguilar, el cual equivale a ¢100 615,00 (cien mil seiscientos quince colones exactos) mensuales en bruto, conforme lo ordena la resolución judicial de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia N.º (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), cuyo porcentaje se recomienda con base en el estudio del Departamento de Trabajo Social del Poder Judicial N.° 19-000675-721-TS, y los elementos técnicos presentados. En el entendido que los montos concernientes al mes de noviembre, así como el aguinaldo del año 2023, serán cancelados en la operativa normal de pago de planilla para la segunda quincena de noviembre 2023 o a la fecha más próxima posible, y el aguinaldo conforme la fecha establecida en el calendario de pago, el 06 de diciembre 2023. 2.) Aprobar los cálculos efectuados y autorizar el pago para los rubros de: principal neto adeudado (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) el cual será cancelado con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así mismo los montos de intereses ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), indexación ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y costas personales (15%) ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) que serán cancelados con recursos de la JUNAFO por corresponder a gastos administrativos, para un total de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante); lo que en total asciende a la suma por desembolsar de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) siendo este el pago final a la persona gestionante. 3.) Conforme a la legislación vigente, propiamente el artículo N.° 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al existir un beneficio para la excónyuge del señor Ulate Aguilar, se debe cesar el beneficio de pensión otorgado al señor Juan Warner Ulate García, padre del fallecido, a partir de la fecha en que se haga efectivo el pago de pensión a la señora Peraza Arias, por cuanto se debe establecer el orden de prelación de los beneficiarios que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial. 4.) Notificar a las partes interesadas. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, dado que resulta un caso atípico en la operativa normal de este régimen jubilatorio para lo que estime pertinente. 
La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo correspondiente.
Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIV
Documento N° 1175-2023
Esta Junta Administradora acuerda: Agradecer a las todas personas participantes de las Asociaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial en el taller convocado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para analizar el “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial”, a las personas de la Dirección de la JUNAFO, que formularon dicho documento, y equipo de apoyo administrativo que colaboraron en la realización del taller, por la manera tan efectiva y provechosa en que realizó. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
-o0o-
A las diez horas trece minutos horas terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís            Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora           Secretario Junta Administradora

- Acta aprobada el 5 de diciembre de 2023 -

Acta N° 047-2023 del 21 de noviembre de 2023                                                81
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San José, 29 de mayo de 2023 


 


Doctor 


Juan Carlos Segura Solís 
Presidente 


Junta Administradora del FJPPJ 


S.          D. 


Asunto: Solicitudes de personas 


servidoras judiciales en donde 


plantean renunciar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial. 


 


Estimado señor: 


Esta Asesoría Jurídica tiene conocimiento de que están ingresando a la 


Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, gestiones en donde personas servidoras judiciales solicitan renunciar 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y comenzar a cotizar a otros 


regímenes de pensiones como el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS, 


aun perteneciendo laboralmente al Poder Judicial, conforme a lo anterior, con la 


intención de que el Máximo Órgano de Dirección tenga claridad jurídica sobre el 


tema, se procede a desarrollar lo siguiente. 


Como preámbulo histórico, es importante indicar que el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se creó mediante la Ley N.° 34 de 9 de 


junio de 1939 (nótese que fue creado incluso antes que el régimen del IVM que nace 


en 1947), en ese momento, el Congreso Constitucional de la República de Costa 


Rica, incluyó el Título XI a la Ley Orgánica del Poder Judicial, denominada “De las 
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Jubilaciones y Pensiones”, el artículo 2 de la citada Ley, literalmente citó: “A partir 


de la promulgación de esta ley, los servidores del ramo judicial, dejarán de 


contribuir en la forma ordenada por el artículo 1° de la ley N° 155 del 11 de agosto 


de 1925, y sus sueldos no podrán ser gravados para la formación de otros fondos de 


pensiones”. (el subrayado se adiciona). En razón de lo anterior, la misma normativa 


planteó que las personas servidoras judiciales debían cotizar para el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y no para otros fondos, si bien es cierto, 


la Ley Orgánica del Poder Judicial ha tenido reformas posteriores, lo cierto del caso 


es que estas mismas se han realizado variando puntos concretos para el 


mejoramiento del acervo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sin embargo, el 


espíritu de la obligatoriedad de las personas cotizantes ha perdurado en el tiempo. 


Como se citó anteriormente, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la 


CCSS fue creado con posterioridad al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, no obstante, debemos considerar lo indicado por la Sala Constitucional en 


cuando a la constitucionalidad de nuestro régimen, indicando en el voto N.° 5282-


94, correspondiente al expediente N.° 4637-94, que “Cabe aclarar que si bien es 


cierto, las pensiones pueden estar sometidas a otros regímenes contributivos de 


carácter complementario, es esencial que esos fondos tengan un sustento legal, 


toda vez que a pesar de que estos sistemas no participan de las características 


tributarias, sino a la modalidad denominada contributiva” (El subrayado en negrita 


se adiciona), esto es concordante con la realidad de nuestro fondo, considerando que 


su creación nace de la Ley Orgánica del Poder Judicial, actualmente ubicado en el 


título IX de ese cuerpo normativo, esto es imperativo indicarlo, considerando que las 


decisiones que adopte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
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Pensiones del Poder Judicial, deben estar alineadas con los alcances de esa 


normativa, en aplicación al Principio de Legalidad regulado en el artículo 11 de la 


Ley General de la Administración Pública, en donde indica que “La Administración 


Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos 


actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según 


la escala jerárquica de sus fuentes”. 


Explicado lo anterior, en nuestro país, existe una pluralidad de regímenes que 


pertenecen al primer pilar de pensiones contributivas básicas, que se conforman de 


los aportes obligatorios que la persona trabajadora realiza, siendo estos de 


capitalización colectiva, en esta categoría, se ubica a nuestro Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial. Estos regímenes, tiene una estructura de 


contribución tripartita, en donde el Estado, el patrono y la persona obrera, aportan un 


porcentaje para conformar el cúmulo de dinero que tiene como objetivo hacerles 


frente a los beneficios que están en curso de pago, así como a los beneficios que se 


cancelarán a futuro, beneficios que son expectativas de derecho de las personas 


cotizantes, de conformidad con los supuestos establecidos por el legislador en cada 


una de las normativas que lo regulan. 


Queda claro que el margen de acción que tiene la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en cuanto a la toma de 


decisiones, está limitado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en ese sentido, 


debemos recalcar que la contribución forzosa que realiza la persona obrera al Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nace por disposición legal de este 


cuerpo normativo, véase que el artículo N.° 235, indica que con las cotizaciones de 


las personas servidoras judiciales se conformará el Fondo, además, el artículo N.° 
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236 literalmente desarrolla que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial tiene los ingresos de un aporte obrero de un trece por ciento (13%) de los 


sueldos que devengan las personas servidoras judiciales, así como de las 


jubilaciones y pensiones a cargo de fondo, de esto, se puede apreciar que no 


brinda un carácter facultativo para las personas funcionarias, por el contrario, 


estipula que para el acervo del Fondo, es indispensable el aporte de los sueldos de 


las personas servidoras. 


Además, la Sala Constitucional en resolución N.° 10513-2011 del 10 de 


agosto de 2011 indicó que nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, “está constituido en beneficio de los trabajadores judiciales, que se 


sostiene financieramente merced a un sistema de contribución forzosa tripartito 


de Estado, Poder Judicial como patrono, junto con servidores y jubilados 


judiciales, y que tiene como fin proteger a estos últimos de contingencias como 


vejez, invalidez o muerte”. Consideran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial “como un sistema de seguridad social de reparto, lo que 


irremediablemente implica que debe regirse de acuerdo con lo estatuido en la 


Constitución Política y los principios que conforman los regímenes de seguridad 


social”, situación que se contempla en nuestra Ley Orgánica del Poder Judicial. 


Corolario con lo anterior, normativamente, la única forma de que puedan ser 


trasladadas las cuotas aportadas de nuestro Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial a otro régimen, están reguladas en el artículo N.° 234 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial, en donde indica que “Las personas que hayan laborado 


en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin 


haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se 







 
 


Oficio N° 0033-AJ-DJA-2023. 


 


les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el 


monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la 


formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen 


mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social 


(CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a 


otorgar la jubilación o pensión. (Subrayado en negrita se adiciona)” Es menester 


resaltar este punto, debido a que el único supuesto que contempla nuestra normativa 


para extraer esas cotizaciones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, es cuando la persona dejó de laborar en el Poder Judicial, es decir, no 


habilita la posibilidad de realizar esa acción, cuando la persona interesada aún 


esté laborando para la institución. 


Finalmente, a esta Asesoría Jurídica le queda claro que las solicitudes que 


presenten las personas servidoras judiciales para dejar de cotizar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun 


perteneciendo al Poder Judicial, no son procedentes considerando que la 


normativa no lo permite. Ahora bien, en caso de que exista contención en la 


interpretación de una norma (situación que no se presenta en este escrito), debemos 


recordar que, cuando exista duda dentro de la interpretación normativa, en materia 


de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", principio que la Sala 


Segunda de la Corte Suprema de Justicia, conceptualiza que "En materia de 


prevención social, sea jubilaciones, no rige el principio "pro operario", sino el 


principio "pro fondo", el cual sostiene que, en caso de duda, se debe estar a favor 


de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de 
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recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la 


masa de los pensionados actuales y futuros. (Resolución N.º 46 de las 09:10 hrs. del 


9 de febrero de 1996, Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia). Sin duda 


alguna, tomando en cuenta como está regulado actualmente el Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, si el órgano administrador permite que las personas 


funcionarias judiciales coticen en otros regímenes como el Régimen de Invalidez, 


Vejez y Muerte de la CCSS, se estaría actuando en contra del ordenamiento jurídico, 


debido a que no está regulada esa posibilidad, además sería perjudicial para los 


recursos del Fondo, considerando que la norma sí incorpora esos ingresos dentro del 


financiamiento tripartito. 


De esta forma, esta Asesoría Jurídica deja rendido el presente escrito con el 


propósito de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial, tenga claridad en la resolución de gestiones en donde las personas 


servidoras judiciales soliciten dejar de cotizar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial y trasladarse a otro régimen aun perteneciendo al Poder Judicial. 


Atentamente;  


 


 
Lic. Eduardo Chacón Monge 


Asesor Jurídico a.í.  


Dirección de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


 


CC: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
Archivo: Eduardo Chacón Monge. 
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		EDUARDO AGUSTIN CHACON MONGE (FIRMA)
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                                                            Tribunal Electoral Judicial

San José, 9 de agosto de 2023

Oficio N° TEJ 0003-2023



[bookmark: _Hlk75269893]Señor

MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 

Pensiones del Poder Judicial



Estimado señor:



[bookmark: _Hlk39643981]Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Tribunal Electoral Judicial, en la sesión N° 03-2023 celebrada el 8 de junio de 2023, que literalmente dice:



“ARTÍCULO V



El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0194-DJA-2023 del 31 de mayo de 2023, comunicó:



“Como es del estimable conocimiento del Cuerpo Colegiado que usted preside, existe la imperiosa necesidad de contar con personas candidatas para integrar el Órgano Colegiado de la JUNAFO, por lo que esta Dirección tramitó la contratación de un sistema de votaciones electrónico, mediante el procedimiento N.° 2022CD-000221-PROVCD y se preparó un cronograma de acuerdo con la logística que conlleva este tipo de actividades.



Según este cronograma en los meses de julio y agosto del año 2022, se realizó en coordinación con la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Prensa y Comunicación, la campaña publicitaria con los requisitos que por normativa deben poseer las personas que desean postularse y participar del proceso. 



De esta primera convocatoria se conoció en la sesión de ese Tribunal Electoral Judicial, N.° 007-2022, celebrada el 11 de agosto de 2022, artículo V, el listado de personas postulantes para el presente proceso electoral, siendo conformada por 13 personas, las cuales son remitidas a la Dirección de Gestión Humana para la verificación de requisitos y pruebas de idoneidad.



Con correo del 15 de setiembre de 2022, de la Dirección de Gestión Humana informa que de las 13 personas postulantes:



1) 3 personas no cumplen requisitos

2) 4 personas no actualizaron datos requeridos para continuar proceso

3) 1 persona no cuenta con vacunación contra COVID 19 (en ese momento era obligatorio para concursos del PJ)

4) 5 personas cumplen con requisitos, actualizaron datos, completaron el consentimiento informado y se encuentran en las valoraciones para la comprobación de idoneidad 



Con oficio N.° PJ-DGH-RS-1079-2022 del 17 de octubre de 2022, dirigido a la Superintendencia de Pensiones, fueron remitidos los nombres de estas cinco personas, para validación de dicho ente supervisor.



En relación con lo anterior, la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N.° SP-1294-2022 recibido el 26 de octubre de 2022, en lo que interesa comunicó:



[…]



“Al respecto, esta Superintendencia se permite aclarar que el caso del señor Alexander Arguedas Vindas ya fue atendido mediante SP-192- 2019 del 26 de febrero de 2019, con la que se completó el proceso de validación y cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo de cita en párrafo anterior. 



Se procedió a validar cada uno de los requisitos establecidos en el artículo 240 precitado, a partir de la documentación aportada para los señores: 



1. Juan Carlos Sebiani Serrano: cumple con los incisos a) y b) pero no con el inciso c). 



2. Mario Mena Ayales: no cumple con lo estipulado en los incisos a), b) y c) 



3. Adelina Rodríguez Vásquez: cumple con el inciso a), pero no con los incisos b) y c). 



4. William Soto Solano: cumple con lo establecido en los incisos a), b) y c).



El cumplimiento de todos los requisitos resulta fundamental para el análisis crítico de los riesgos del Fondo y para la toma de decisiones por parte de quienes sean elegidos para conformar la Junafo. En el escenario de que estos candidatos sean nombrados, resulta necesaria una fuerte capacitación con prioridad en temas de riesgos, de buen gobierno corporativo y de gestión de activos en los mercados locales y extranjeros.

 

En síntesis, se destaca que, en esta valoración, únicamente tuvieron resultado totalmente favorable los señores Alexander Arguedas Vindas y William Soto Solano.



Durante toda esta etapa, el cronograma de actividades fue modificado en varias ocasiones y en una de ellas se acordó por parte del Tribunal incluir una segunda y tercera convocatoria para obtener nuevas personas interesadas en participar en este proceso. 



Con oficio N.° PJ-DGH-RS-006-2023 se comunicó por parte de la Dirección de Gestión Humana, el estado del proceso de la segunda convocatoria CV-0029-2022, atinente al cargo “Integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, para conocimiento del Tribunal Electoral Judicial. Dicha gestión fue conocida en la sesión N.° 001-2023 de este cuerpo colegiado, celebrada el 26 de enero de 2023.



En este se comunica que para esta convocatoria se determinó un total de 70 personas inscritas de las cuales solo 20 adjuntaron la documentación total solicitada y de estos solamente una persona cumple con los requisitos académicos y de experiencia solicitados para ejercer el cargo de Integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para elección del colectivo judicial, sea el señor Javier Antonio Aguilar Obando.



Mediante oficio N.° SP-188-2023 del 13 de febrero de 2023, la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, comunicó que al señor Aguilar Obando, le falta conocimientos que le permita realizar el análisis de los riesgos que afectan a la Junta y al Fondo, requerido en el literal c) del artículo citado por lo que en caso de que sea nombrado, resulta necesaria una fuerte capacitación con prioridad en temas de riesgos, de buen gobierno corporativo y de gestión de activos en los mercados locales y extranjeros. 



En coordinación con la Dirección de Gestión Humana, se coordinó una tercera publicación para integrar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual fue publicada en convocatoria CV-004-2023. Finalizado el periodo de inscripción se confirmó un total de 165 personas inscritas de las cuales al revisar atestados se determina que solo 37 aportaron algunos de los requisitos solicitados y posteriormente solo 16 finalizaron el proceso.



De estas 16 personas se verificaron los requisitos académicos y de experiencia para ser integrantes de la Junta Administradora, siendo que se concluye que de estos últimos solo 3 cumplen totalmente lo requerido, siendo estos:



[image: ]



De estas personas únicamente dos tuvieron un resultado favorable en las pruebas finales de esa Dirección. 



Con oficio N.° PJ-DGH-RS-944-2023 del 8 de mayo de 2023, la Dirección de Gestión Humana, remite a la Superintendencia los nombres de estas dos personas para valoración, quien con oficio N.° SP-651-2023 del 19 de mayo de 2023, en lo que interesa, indicó:



[…]



“Al respecto, se aclara que el caso del señor Mauricio Villalta Fallas fue verificado por esta superintendencia y su resultado fue comunicado a su representada mediante el oficio SP-974-2018 del 01 de noviembre de 2018, en el que se concluyó que cumple con los requisitos. 



En relación con el caso del señor Elbert González Ramírez, se procedió a revisar la documentación de la cual se concluye que no cumple con lo estipulado en el inciso c) del artículo 240 precitado, lo cual resulta fundamental para el análisis crítico de los riesgos del Fondo y para la toma de decisiones por parte de quienes conformen la junta. 



En el escenario de que el Sr. González Ramírez sea nombrado, resulta necesaria una fuerte capacitación con prioridad en temas de riesgos, gobierno corporativo y gestión de activos en mercados locales e internacionales.”



En síntesis, se remite el resumen de las personas que cuentan con el aval de la Superintendencia de Pensiones para participar en el proceso de elecciones para ser integrante de la JUNAFO, y quienes cuentan con algunos de los requisitos normados en la Ley Orgánica del Poder Judicial, pero que mantienen una particularidad en cuanto a temas de capacitación para alcanzar el requisito, conforme se puede apreciar a continuación:



		NOMBRE

		OFICIO SUPEN

		OBSERVACIONES



		Alexander Arguedas Vindas

		N.° SP-1294-2022

		Cumple



		William Soto Solano

		N.° SP-1294-2022

		Cumple



		Juan Carlos Sebiani Serrano

		N.° SP-1294-2022

		Cumple a y b (*)



		Adelina Rodríguez Vásquez

		N.° SP-1294-2022

		Cumple a (*)



		Javier Aguilar Obando

		N.° SP-188-2023

		Cumple a y b (*)



		Mauricio Villalta Fallas

		N.° SP-651-2023

		Cumple



		Elbert González Ramírez

		N.° SP-651-2023

		Cumple a y b (*)





 

(*) En el escenario de que sean nombrados, resulta necesaria una fuerte capacitación con prioridad en temas de riesgos, gobierno corporativo y gestión de activos en mercados locales e internacionales.



Conforme a la información anterior, es menester recordar que se han efectuado tres procesos de convocatoria y a la fecha se poseen tres personas candidatas que cumplen el 100% de los requisitos y se encuentran totalmente avalados para el proceso de elección respectivo, para llenar cuatro cupos necesarios (dos titulares y dos suplentes) como integrantes de la JUNAFO. Adicionalmente se resalta que, conforme al criterio emanado por la SUPEN, existen cuatro personas candidatas que poseen limitaciones y no cumplen a cabalidad con los requisitos establecidos en la normativa aplicable, pero que según señala dicha Entidad, podrían ser subsanables con un fuerte y especifico plan de capacitación. 



Adicionalmente al punto anterior, es menester resaltar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 11-2023, celebrada el 14 de marzo de 2023 artículo XIII, acordó lo que a continuación se destaca:



Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial, en sesión N° 08-2023 del 20 de febrero de 2023, artículo VII, relacionado con la comunicación que hizo la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) en oficio N° SP-187-2023 de 13 de febrero de 2023 al Tribunal Electoral, sobre los participantes de la convocatoria y selección de integrantes, para conformar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), al tenor de lo señalado en el artículo 240 de la Ley 9544. 2.) Estar a la espera de la respuesta que brinde la Dirección Jurídica del Poder Judicial a lo solicitado por la Corte Plena. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal Electoral Judicial, para lo que corresponda, e informar, a fin de que se tome en consideración, que los integrantes de esta Junta, no comparten la posibilidad de que se valore la participación de personas que no cumplen con el perfil y los requisitos adecuados, para ser miembros de la Junta Administradora. (El subrayado no es del original)



Por lo anterior, se deja rendido el presente informe, con el fin de que ese Tribunal Electoral Judicial, cuente con el detalle completo de las personas que eventualmente podrían participar en el presente proceso electoral para elegir a las personas que conformarán parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por parte del colectivo judicial.



Lo anterior para que, si a bien estima, pueda ser sometido a conocimiento del Tribunal Electoral Judicial, con el objetivo de definir la condición de los participantes detallados, así como las actividades del cronograma correspondiente pendientes de ejecutar.



En espera de que la información les sea de utilidad…”
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Manifestaciones:



La licenciada Sady Jiménez Quesada, integrante presidenta del Tribunal Electoral Judicial, manifiesta: “Pero Sebiani tuvo una indicación, solamente era que tenía que cumplir igualmente con este requisito final”.



La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, señala: “Los amarillos son a los que les falta algo”.



La presidenta Jiménez Quesada, prosigue: “Lo que yo decía es que Sebiani dice que cumple con el a), b) y c), que es el requisito de capacitación, entonces no entiendo porque Oslean lo excluye, si en todo caso es decisión del Tribunal Electoral”.



La licenciada Moya Aguilar, aclara: “Tal vez aquí le explico, lo que hicimos aquí fue agarrar las tres convocatorias, quienes cumplen, con la salvedad que hace la Superintendencia de Pensiones - SUPEN en cuanto a los temas de capacitación. 



Entonces, por ejemplo, en el caso de Juan Carlos Sebiani, lo que se indica es que él cumple con el requisito a) y b), lo que le faltaría es el c), que es lo que mencionaba doña Rocío, que es la capacitación.



En síntesis, lo que queríamos indicarles es que de las tres convocatorias estas fueron las personas que tienen las posibilidades de ser elegidas, las que están blancas cumplen todo, esas no tienen problema. De hecho, don Alexander Arguedas al día de hoy, él es integrante de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial - JUNAFO, pero él es suplente, entonces él quiere participar para ser titular y en caso de no quedar como titular, continuar como suplente.



En el caso de don William, no lo conocemos, pero cumple con todo, y Mauricio Villalta en algún momento, en la primera vez que se hicieron elecciones en el año 2019, él había sido también electo y fue parte de la Junta Administradora por parte del colectivo judicial, sin embargo, renunció por temas de su trabajo, entre otros, y ahora quiere regresar, volver a participar en el proceso de elecciones para ver si resulta nuevamente elegido.



Por eso la SUPEN dice, yo de él había visto, revisé y él no tenía ningún problema, los amarillos cumplen con algunas cosas, pero les faltaría lo de la capacitación, entonces ellos lo que dicen acá es que a discreción del Tribunal que, si los nombran, o sea, son introducidos en el proceso y resultan elegidos, son las personas que habría que capacitar. En el párrafo a continuación dice que, la Junta Administradora hizo una salvedad en cuanto a ellos, si gusta lo lee para que tenga todo el panorama completo”.



El licenciado Adolfo Valverde Bohórquez, integrante suplente del Tribunal Electoral Judicial, pregunta: “Veo que todos los de amarillo, salvo uno le falta la capacitación. Pero a Adelina le falta algo más, el requisito b) ¿Cuál sería el requisito b) que le falta a ella que no le falta al resto?”.



La licenciada Moya Aguilar, responde: “El b) es un poco extraño, pero lo que indica es: “Ser de reconocida y probada honorabilidad”. Es un poco difícil, porque no sé qué documentación les solicitaron a ellos para poder acreditar esta situación, por ejemplo, en otros de los candidatos que nos dijeron que no cumplían con ese punto b) era porque tal vez tenían procesos en los que tal vez ya fueron juzgados y no salieron positivos, y por eso los habían descartado, pero realmente en el caso de doña Adelina, lo extraño, más bien, es que la SUPEN dice que puede participar, pero que no cumple ese b), o tal vez es que no presentó algún documento, o sea, que ellos echan de menos algún documento que demuestre eso. 



Lo que no sé es como se muestra la honorabilidad, que puede presentar uno, si una declaración jurada, ¡no sé! Pero la SUPEN le da luz para que continúe”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, pregunta: “¿Pero le da la luz con el mismo requisito que al resto? O sea, que se capaciten en temas de riesgo, en el Gobierno Corporativo, porque si se adolece de honorabilidad, no sé cómo la están incluyendo”.



La presidenta Jiménez Quesada, menciona: “En el caso de Adelina, si le falta el mismo requisito que le faltaba a don Mario Mena, que era ese precisamente, no estaría de acuerdo a postularla siquiera, porque perdone, pero la honorabilidad es importante en este tipo de puestos”



La licenciada Moya Aguilar, señala: “En el caso de Mario dice: “No cumple no lo estipulado en los incisos a), b) y c)”. En el de Adelina, que es el número tres, dice: “Cumple con el a) pero no los b) y c)”.



La presidenta Jiménez Quesada, refiere: “Ellos dejan a decisión del Tribunal Electoral quienes pueden participar o no, inclusive eso fue una discusión que tuvimos en la sesión que vimos ese asunto, que si nosotros podíamos decidir si los que no cumplían los requisitos podían o no participar de la convocatoria. Yo diría que, respecto a Adelina Rodríguez Vásquez, muy bien dice don Adolfo, si no cumple con el requisito de honorabilidad, yo la excluiría también.



Entonces, quedaría nada más don Alexander Arguedas, don William Soto, don Juan Carlos Sebiani, don Javier Aguilar Obando, don Mauricio Villalta Fallas y don Elbert González Ramírez. Claro está, Sebiani, Javier y los demás, cumplir con el requisito de posteriormente de capacitación”.



La licenciada Moya Aguilar, lee literal: 



“[…] es menester recordar que se han efectuado tres procesos de convocatoria y a la fecha se poseen tres personas candidatas que cumplen el 100% de los requisitos y se encuentran totalmente avalados para el proceso de elección respectivo, para llenar cuatro cupos necesarios (dos titulares y dos suplentes) como integrantes de la JUNAFO. Adicionalmente se resalta que, conforme al criterio emanado por la SUPEN, existen cuatro personas candidatas que poseen limitaciones y no cumplen a cabalidad con los requisitos establecidos en la normativa aplicable, pero que según señala dicha Entidad, podrían ser subsanables con un fuerte y especifico plan de capacitación. 



Adicionalmente al punto anterior, es menester resaltar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 11-2023, celebrada el 14 de marzo de 2023 artículo XIII, acordó lo que a continuación se destaca:



Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial, en sesión N° 08-2023 del 20 de febrero de 2023, artículo VII, relacionado con la comunicación que hizo la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) en oficio N° SP-187-2023 de 13 de febrero de 2023 al Tribunal Electoral, sobre los participantes de la convocatoria y selección de integrantes, para conformar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), al tenor de lo señalado en el artículo 240 de la Ley 9544. 2.) Estar a la espera de la respuesta que brinde la Dirección Jurídica del Poder Judicial a lo solicitado por la Corte Plena. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal Electoral Judicial, para lo que corresponda, e informar, a fin de que se tome en consideración, que los integrantes de esta Junta, no comparten la posibilidad de que se valore la participación de personas que no cumplen con el perfil y los requisitos adecuados, para ser miembros de la Junta Administradora.”
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“En esa sesión de la Junta Administradora donde vieron este acuerdo, ellos indicaron que no estarían autorizando, que con el dinero del 5x1000 (que es el dinero que tiene la Junta Administradora para sus gastos) se page capacitación para estas personas, a los que no cumplían, para que puedan llegar a cumplir. Ellos no estarían de acuerdo. 



Lo que se nos ocurre a nosotros como administración es que ustedes valoren si están de acuerdo que esas personas, excepto Adelina, que ya indicaron que no estarían de acuerdo, pero que, si ustedes están de acuerdo que estos otros en amarillo como don Juan Carlos, don Javier y la otra persona, sean incluidas en la convocatoria, en que más bien, que sea el Poder Judicial como institución el que asuma la capacitación de ellos, porque la Junta no está dispuesta a autorizar un pago para esto, entonces es como el asterisco que ellos les hacen ver a ustedes para la toma de la decisión”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, refiere: “Perdón, pero creo que el Tribunal no puede decidir si el Poder Judicial capacita, tendría que ser el Consejo Superior, tenemos que elevarlo”.



La presidenta Jiménez Quesada, manifiesta: “Voy a tratar más bien de ver si hablo con don Juan Carlos, presidente de la JUNAFO, que le conozco hace muchos años y es mi compañero en judicatura, sobre este tema en particular, porque es como una camisa de fuerza que nos pone precisamente la JUNAFO, porque no quieren que ciertas personas ingresen a la Junta como corresponde, pero no es decisión de la JUNAFO, es decisión del colectivo judicial. Me parece que más bien hay personas ahí, por ejemplo, respecto de Sebiani, yo no lo conozco personalmente, no sé siquiera físicamente como es, pero sí sé que es una persona de movimiento, que está dentro de una asociación que lucha por los derechos de las personas del Poder Judicial, entonces uno se extraña, inclusive en el caso de Mario Mena, cuando dijeron también que no tenían los requisitos, yo dije, ¡que extraño! Porque Mario era miembro del Consejo Superior y precisamente lo que vio el Consejo Superior en su momento, antes de que fuera creada la JUNAFO, eran todos los temas de pensiones, todos los temas de presupuesto, entonces cómo me pueden decir que no tiene Gobierno Corporativo si era miembro del Consejo Superior, pero bueno, al final eso es lo que yo extraigo. 



 En todo caso, como dije la otra vez y lo reitero, el criterio emanado por la Junta no es vinculante para el Tribunal Electoral con independencia de lo que sea, y tendrá que ajustarse a lo que corresponda. Tendrá que ver la JUNAFO en su momento, como hace precisamente con el tema de capacitación. 



Para eso es que, a nosotros, los miembros del Poder Judicial nos rebajan un porcentaje correspondiente que es para la administración, no para pagar efectivamente pensiones, ni mucho menos, y es una cantidad considerable, que inclusive, por ahí oí que iban a pedir una cuestión de un informe precisamente para ver en qué es que se está gastando la plata y en qué estamos utilizando ese porcentaje que nos rebajan a nosotros por parte de la JUNAFO. Ver cuántos salarios se pagan, qué es lo que se paga de edificio, cuánto se gasta y todo lo demás.



Diría que también hay que pensar en que la JUNAFO tiene precisamente una función importante y que, si se nombra a una persona por decisión del colectivo judicial, tiene que respetarse la decisión de que tenga que hacer obligatoriamente una capacitación para el funcionamiento correspondiente de la JUNAFO, porque eso es una forma muy solapada de exigir qué personas no quieren que se ingrese y eso me parece grosero para el colectivo judicial.



Creo que todas las personas tienen derecho a participar y si el colectivo judicial decide que, por ejemplo, Sebiani sea una de las personas que nos representen en la JUNAFO, pues tendrá la JUNAFO que ver cómo hace para hacerle, precisamente el requerimiento y la capacitación correspondiente, no el Poder Judicial.



Porque recuerden que la JUNAFO tiene efectivamente dineros propios, porque recibe para la administración, y dentro de la administración se encuentra también el tema de la capacitación de los miembros de la JUNAFO. Esto es lo que puedo decir y por eso la decisión de quienes participen, nuevamente, dentro de esto sería precisamente del Tribunal Electoral”.



El licenciado Tomás Poblador Ramirez, integrante del Tribunal Electoral, interviene: “Quisiera participar con respecto a lo siguiente; viendo en el oficio de que se encuentra prácticamente con visto bueno, del oficio de la SUPEN SP-1294-2022, el señor Alexander Arguedas Vindas, quisiera manifestar que, con respecto a este señor, me veo en la necesidad, por temas de conflicto de interés y de tipo ético también, de no votar, participar en nada que tenga que ver con don Alexander como gerente de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial - CAPREDE. Por cuánto tengo fuertes luchas contra esa institución, y por ende contra su gerencia en este momento, incluso estoy por presentar acciones de tipo legal, que creo que ya existen más de 80 y creo que no estoy en la posibilidad. 



Me excuso formalmente de opinar con respecto a este señor y hacer ver de la existencia de múltiples problemas de tipo judicial en lo civil y penal, creo que sería importante analizar el tema de idoneidad, pero eso ya les tocaría a ustedes en ese aspecto”.



La presidenta Jiménez Quesada, consulta: “¿Don Alexander está dentro del grupo?”.



La licenciada Moya Aguilar, afirma: “Sí, señora, él está, de hecho, él hoy día es suplente”.



La presidenta Jiménez Quesada, dice: “Le digo don Tomás, estaría de acuerdo totalmente con usted, yo tampoco votaría por él”.



El integrante Poblador Ramírez, responde: “Sí señora”.



La presidenta Jiménez Quesada, continua: “Entonces, a lo que me estaba refiriendo tal vez no a eso, sino, que la decisión precisamente de quiénes son los postulantes, es del Tribunal Electoral, y ahí, sí he dicho que me gustaría que estuviera en pleno el Tribunal para tomar esa decisión, porque es importante.



Si bien, hay una situación, el colectivo judicial tiene conocimiento, de todo lo que ocurre en CAPREDE en este momento. Yo soy una que me desafilié hace dos años y todavía no me han devuelto siquiera el dinero qué tengo, y no creo que me lo vayan a devolver nunca, voy a perder los 13 millones que tengo ahí, y tuve ciertos problemas también en ese ámbito, cambié los créditos e hice muchas cosas para eliminarme de CAPREDE, además que tengo información también de créditos que se dieron, por ejemplo, ellos tenían una cuestión de descuento de facturas, a personas que les dieron dinero y nunca recuperaron, pese a que las personas tenían que recuperar las facturas. Tuvieron grandes pérdidas millonarias ¡pero claro! eran amigos de en su momento del administrador, temas que están de esa manera, y sea como sea pesan sobre la decisión, porque eso dice mucho de la forma en que se administra una entidad, y nosotros lo que vamos a tener son administradores, efectivamente, dentro de esa situación.



Entonces, aunque cumpla todos los requisitos, yo tendría que hacer la salvedad correspondiente respecto al tema, y si se postula pues el colectivo judicial tendrá que saber precisamente, si es que se decide que sea así, quién es la persona correspondiente y que tomen la decisión por parte del colectivo. Pero sí, por lo menos de responsabilidad del Tribunal, advertir la situación para que el colectivo tome una decisión debidamente informada.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, añade: “En ese último asunto sobre don Alexander, de acuerdo en que debe ser el Tribunal de pleno, porque es algo bastante importante. Sin embargo, nada más una observación que me gustaría saber en el sentido de que no solo es postulante, sino que ya es integrante, entonces, no sé si es lógico, no ponerlo como postulante si ya es integrante y hasta está en ejercicio, ahí ustedes lo valorarán.



Creo que, si no se le toma en cuenta, por lo menos habría que introducir en el proceso algo para justificarlo, porque hoy por hoy cumple con todo, entonces habría que traer material nuevo para que el Tribunal, con base objetivamente en documentación fidedigna, tome decisión, no podríamos hacerlo con base en notas periodísticas o con asuntos que sabemos informalmente. 



Me parece que habría que documentarlo, introducir nuevos aspectos para poder válidamente sacarlo y plantearse entonces, si debe estar o no incluso como suplente. Creo que la decisión va mucho más allá, nada más de ser postulante, porque tiene ya una doble situación y ya está dentro, entonces creo que el análisis tiene que ser profundo en ese sentido.



Por otro lado, sobre la capacitación, me parece que la Junta es la que debería estar más interesada para tener una mayor cantidad de personas a elegir y poder tener mayor diversidad, y en ese sentido este capacitarlos y acuerpar. 



Entonces, más bien la consulta sería a los compañeros de JUNAFO, si existe alguna limitación legal dentro de las competencias de JUNAFO para poder capacitar, o es simple y sencillamente de que no quiero hacerlo porque no quiero hacerlo, ¿me explico? ¿Hay una limitante, económica, legal, de procedimientos o es simplemente no quiero porque no quiero?”.



La licenciada Moya Aguilar, responde: “Limitación no existe, si hay recursos, lo que ellos nos indicaron en su momento en la sesión de la Junta Administradora, es que a ellos les exigieron tener todo, entonces que, ¿por qué ahora hacer una diferenciación para que entren estas personas?”.



La presidenta Jiménez Quesada, expresa: “Lo que pasa es que se les olvida que hay algunos que están nombrados ahí porque la Corte así lo decidió, aunque no cumplan los requisitos correspondientes. El tema no es si cumplen o no los requisitos que se les obligaron a todos a tenerlos, en su momento había que hacer nombramientos porque alguien tenía que tomar la batuta, pero en este momento, parecemos chiquitos, ¡como a mí no me dan, entonces que no le den al otro! Esa no es la idea, la idea es tener un funcionamiento de la administración acorde que tengamos todas las personas que se puedan para no tener inconvenientes.



Acordémonos que cuando iniciamos este proceso, estaba la Junta desarticulada, precisamente porque una persona había renunciado y al final se le convenció para que se quedara, porque si no la Junta no podía funcionar. Entonces, la idea es que funcione de alguna forma, si una persona requiere capacitación para eso está el resto, si fuera que me dicen: “Mire, son cuatro o cinco personas las que va a participar, que no tienen una capacitación correspondiente”, uno dice, sí, ya son muchas, pero si es una o dos personas, el resto de las personas que tiene, se supone en un principio, capacitación para tal situación, pero además tienen los asesores correspondientes, y tenemos un administrador desde el principio, son los que advierten de las situaciones, porque las decisiones no es que uno las toma unilateralmente, si no tiene precisamente la información correspondiente.



Ya eso lo veríamos después con el tema y tendría que ver la JUNAFO cómo solventa, lo que no creo es que sea el Poder Judicial, ahí sí me opondría totalmente, hablando de Consejo Superior o Corte Plena, que tomen una decisión al efecto porque ya le digo, la JUNAFO tiene fondos propios, precisamente del colectivo judicial. Entonces tiene una administración y tiene dinero para tal efecto, por lo que no podríamos trasladarle eso al Poder Judicial cuando el funcionamiento va a ser dentro de la JUNAFO.



Son temas que obviamente habría que ver después, en lo que dice don Adolfo, por eso hice la indicación, tal vez don Tomás lo que dijo es que prefería no votar, o sea, abstenerse de votar él, yo lo que dije es que sí tenemos que informar al colectivo quiénes son las personas que van a participar en el caso, por ejemplo, de este señor que cumple con todos los requisitos establecidos por la Ley, pero que la gente debe saber que persona es, porque nuevamente, va a administrar nuestro Fondo de Pensiones, entonces personalmente diría si hay un desastre con la CAPREDE, y que usted es el administrador, ahora imagínese el Fondo, entonces hay un tema de riesgo ahí.



Hay que advertirlos, el Tribunal tiene que ser responsable en ese tema y si queda, quedó porque la colectividad así lo decidió, pero el Tribunal tiene que advertir la situación, a eso es a lo que me refería, no excluirlo, no dije nunca, en ningún momento que se excluyera y, creo que don Tomás lo que dijo es que él optaba por no participar, yo lo que dije es que tendríamos que hacer la comunicación correspondiente y que tampoco estaría dispuesta a votar por él, en mi cuestión personal, ya como en el colectivo que tiene que votar, pero que uno tiene situaciones respecto de eso, es importante que se tomen en cuenta también”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, agrega: “Entendido, nada más una observación, lo que comuniquemos tendría que comunicarse con base en alguna variable objetiva, alguna documentación, igualmente tenemos que ver ¿qué se comunica?, ¿de dónde lo obtenemos?, de don Alexander ¿qué vamos a decir o vamos a hablar de CAPREDE?, ¿me explico?, habría que analizar un poquito más entonces, y entendiéndole de nuevo la idea ¿qué es lo que vamos a comunicar exactamente? 



Por otro lado, nada más hacer la observación de que en el artículo que leímos anteriormente, habría que modificar varias cosas, sacar el nombre y entonces ya decir que no son cuatro los que cumplen, sino que son tres capacitándolos y todo ese asunto, entonces para tenerlo claro que arriba había que hacer varias modificaciones en el artículo.



Y, por último, nada más me pongo a pensar así en voz alta ¿qué pasa si el Tribunal incluye a todos los compañeros que necesitarían capacitación adicional, son electos y la JUNAFO aun así se niega a capacitarlos?, o sea, la JUNAFO es externa al Poder Judicial, es externa a nosotros, no podríamos obligarlos, ¿habría una obligación por estar electos?, o sea, ahí no sé cómo operaría eso, supongo que van a ser racionales y los van a capacitar, pero ¿si se empecinaran en no hacerlo?”.



La presidenta Jiménez Quesada, expresa: “Muy bien lo acaba de decir usted, ¿qué pasa si son cuatro los miembros que son elegidos? creo que tendrían como mayoría, porque ¿cuántos son los miembros que tiene la Junta?, algo tendrán que hacer porque algo tienen que hacer, o sea, el problema no es que se va a dejar ahí, pero ya eso escapa, exactamente como dice usted don Adolfo, al Tribunal Electoral y será responsabilidad de la JUNAFO y su administración, y no podemos trasladarle esa obligación, que ahí sí vuelvo al punto, usted lo acaba de decir muy bien, tiene sus ingresos propios la JUNAFO, a cargárselo al Poder Judicial y te diría que sería casi, no sé si pensaría que el Consejo Superior o la Corte Plena entrarían en un tema como estos, porque yo sería la primera en advertir que recordemos que la JUNAFO si bien, funciona dentro del Poder Judicial, no es una, ¿cómo se dice?, para decirlo en términos administrativos, diríamos nosotros es el hijo que tiene independencia económica, entonces tiene que asumir sus propios gastos, y creo que el Poder Judicial en eso está claro respecto del tema”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, indica: “Entendido, tal vez nada más como sugerencia; lo que sugeriría es hacer un oficio dirigido a la JUNAFO diciéndole, si la decisión es incluir, los que van a ser incluidos, que si el colectivo los elige que están en la obligación de velar por la continuidad de la Junta y que estarían en la obligación de capacitarlos, pronunciarnos como Tribunal formalmente, para no dejar como en el limbo la situación”.



La presidenta Jiménez Quesada, señala: “Si ustedes lo tienen a bien, yo no tengo problema en hacerles la observación de que la obligación de la JUNAFO, como Junta Administradora es precisamente velar por el buen funcionamiento y si eso conlleva a la obligatoriedad de la capacitación, pues debe realizarse la misma como una sugerencia porque nosotros no podemos ordenarle tampoco a la JUNAFO, o sea, nosotros podemos disponer quiénes son los participantes pero no podemos ordenarle a la JUNAFO que hacer, pero si podemos instar a que el buen funcionamiento de la JUNAFO conlleva también a una buena capacitación de sus miembros. Estaría de acuerdo, no sé los demás compañeros si estarían de acuerdo”.



La licenciada Eugenia María Salazar Elizondo, integrante del Tribunal Electoral Judicial, indica de forma escrita: “Totalmente de acuerdo”.



El integrante Poblador Ramírez, manifiesta: “Creo que lo que podemos hacer es, ¿no les parece más bien, una atenta recomendación?”.



La presidenta Jiménez Quesada, expresa: “Sí, eso es lo que dice el compañero, o sea que le hagamos indicación a la JUNAFO”.



El integrante Poblador Ramírez, agrega: “Sí exacto, y hacer ver que es una recomendación que no viene directamente del Tribunal, sino que viene desde SUPEN, ¿verdad?”.



La presidenta Jiménez Quesada, comenta: “Sí, eso me gustó, hacerle ver a la JUNAFO que quien dispone precisamente de que si se nombra, la capacitación debe ir dirigida, es precisamente la SUPEN, recomendación que debe ser en principio acatada por la por la JUNAFO sí a bien lo tienen, ya vera él los requisitos correspondientes o verá si incumple o no con lo indicado, pero sí podríamos ponerle ahí después de parte del colectivo judicial, se le hace la indicación de que en cuanto al tema de la capacitación, es una recomendación dada por la Superintendencia de Pensiones - SUPEN y en consecuencia, la JUNAFO deberá determinar si cumple o no con la misma, ¿les parece así o quieren otra cosa?”



La licenciada Moya Aguilar, sugiere: “Doña Sady, tal vez le sugeriría que lo relacionen al propio quehacer de la Junta Administradora, como buen padre de familia dirían, para el buen funcionamiento del Régimen, más viendo lo difícil y lo complicado que ha sido este proceso, entonces que deberíamos tratar de considerar que estas personas estarían trabajando ad honorem y que sería como una motivación para que ellos continúen en el proceso, porque cualquiera podría decir de ellos, por ejemplo don Juan Carlos, bueno, no me dan la capacitación, vean a ver qué hacen ustedes y se quedan desintegrados o con el órgano a medias, en este momento, ninguno se pueden incapacitar porque quedamos listos”.



La presidenta Jiménez Quesada, prosigue: “Doña Ingrid veríamos entonces la redacción para cuando lo tenemos que aprobar, ver si hacemos la corrección o hacemos la indicación, que los compañeros también tomen en cuenta eso y revisemos ese tema que resulta de importancia para este acuerdo”.



La licenciada Moya Aguilar, agrega: “Sí, solo un punto adicional que quería consultarles, en el caso de Adelina ¿la van a dejar incluida o en el caso de ella sí la van a quitar?”.



La presidenta Jiménez Quesada, responde: “En el caso de ella, voto por excluirla porque no tiene el inciso b; creo que don Adolfo también dijo lo mismo, doña Eugenia también, si me equivoco me corrigen mejor, ¿don Tomás, usted diría también lo mismo?”.



El integrante Poblador Ramírez, dice: “Estoy de acuerdo con la mayoría”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, añade: “En el caso mío, estaría de acuerdo en no incluirla, lo que pasa es que habría que cambiar también toda la redacción, no hablar entonces de los cuatro que cumplen con capacitación, sino de los tres, porque lo que entiendo ahora sería entonces atribución del tribunal ver si se incluye o no, o no sé si lo van a hacer cuando voten igual por incluir a todos, a don Alexander y demás, no sé”.



La presidenta Jiménez Quesada, señala: “Sí, pero es que este acuerdo es solamente tener por rendido el informe de don Oslean, no hemos hecho la aprobación de las personas, ¿verdad Ingrid? vea que dice que tener por recibido el informe presentado por don Oslean sobre el detalle completo de las personas que eventualmente podrían participar en el presente proceso electoral”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, interviene: “Donde estaba el cuadro, es que dice que tres personas han cumplido el 100% y dice, cuatro personas candidatas poseen limitaciones y no cumplen a cabalidad con los requisitos establecidos en la normativa pero, según señala dicha entidad pueden ser subsanables, pero Adelina no está dentro de los subsanables según entendí, porque está dentro del tema de honorabilidad y según ustedes revisaron, me parece que indicaron que realmente no estaba avalando a Adelina entonces habría que sacarla de una vez, me parece entender”.



La presidenta Jiménez Quesada, explica: “No, es que recuerde que este es el informe que hace la Junta para nosotros, o sea, nos está diciendo: “mire, hay un recuento de personas y todo”, pero no es la elección de las personas, o sea, nosotros vamos a tener por rendido el informe únicamente con la indicación de que el Tribunal posteriormente indicará cuáles son las personas postulantes.



Don Oslean lo que está diciendo es: “mire ha pasado todo esto y estas son las personas que están, para que tomen conocimiento y además, le hago la indicación de que la Junta dice que no quiere que nombren a las personas que les faltan requisitos porque no están dispuestos a asumir el gasto correspondiente”, como advertencia, pero no es que estamos aprobando el informe este, ni aprobando las personas que están ahí como postulantes, eso tendríamos que hacerlo con posterioridad don Adolfo”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, indica: “Entendido, pero es que me pareció comprenderle a la compañera cuando fue a revisar lo que dijo en el informe la SUPEN, que realmente no lo dijo de las cuatro, sino de tres o ¿entendí mal?”.



La presidenta Jiménez Quesada, aclara: “Sí, pero es que de Adelina decía, qué fue lo que vimos, que nada más dice que cumple sólo con el “a”, pero no dice ninguna otra cosa, lo que no dice que lo mantengamos, por eso es decisión de nosotros eliminarla, pero como el informe no es nuestro, sino es de don Oslean, o sea de la JUNAFO, nosotros no podemos modificarlo, podemos tener por rendido un informe, pero no podemos modificar el informe que presenta él”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, refiere: “Por eso, pero lo que entiendo es que el informe está malo en ese punto, porque realmente no son las cuatro personas, son tres, entonces deberíamos rechazar el informe porque estamos viendo que no está bien”.



La presidenta Jiménez Quesada, señala: “No, lo que podemos hacer más bien es, tener por rendido el informe y hacerle la indicación a la JUNAFO, que respecto a doña Adelina Rodríguez Vásquez solamente cumple con el requisito a, pero que, en todo caso, va a ser decisión del Tribunal Electoral Judicial disponer cuáles son las personas participantes, ¿verdad?”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, dice: “Perfecto”.



La presidenta Jiménez Quesada, continúa: “Y hacer la excitativa de que se cumpla, en el caso de que fueran elegidos, como dijo doña Ingrid Moya, de buen padre de familia, que haga la capacitación correspondiente, pero entonces acordémonos para ver bien la redacción para que hagamos la indicación que doña Adelina solamente cumple con el “a”, no con el “b” ni el “c”, y que el “b” es un requisito importantísimo para el cumplimiento de las funciones correspondientes en la JUNAFO, ¿le parece?”.



El integrante suplente Valverde Bohórquez, contesta: “De acuerdo, sí, señora”.



La presidenta Jiménez Quesada, consulta: “¿De acuerdo todos los demás también?, para que la compañera tome nota de la corrección que hay que hacer”.



Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0194-DJA-2023 del 31 de mayo de 2023, sobre el detalle completo de las personas que eventualmente podrían participar en el presente proceso electoral para elegir a las personas que conformarán parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por parte del colectivo judicial, así mismo, hacer la observación de que respecto a la señora Adelina Rodríguez Vásquez, esta solamente cumple con el requisito señalado en el inciso a) del artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y que, ante la falta de cumplimiento del requisito señalado en el inciso b) del artículo antes mencionado, será valorado por este Tribunal Electoral Judicial, y posteriormente, se indicará cuáles son las personas postulantes. 2.) Instar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, acoger la recomendación brindada por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en cuanto a brindar capacitación a las personas que no cumplan con este requisito, en el entendido que la JUNAFO con la diligencia de un buen padre de familia, permita conservar la continuidad y el buen funcionamiento del Régimen, dado lo complejo que ha sido este proceso electoral, y que dicho órgano cuenta con el presupuesto para poder llevarlo a cabo, de forma tal que se puedan cumplir de la mejor manera posible, con uno de los fines relacionados con su administración”. FIRME.”





Atentamente, 







Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial





cc. 	Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO

Diligencias



***AAMPIÉ***









Teléfonos: 2295-3353                  Correo electrónico: junta_fondoJPPJ@poder-judicial.go.cr                  Fax: 2295-4790
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Nº 033-2023

JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas doce minutos del diecisiete de agosto de dos mil veintitrés.



ARTÍCULO XIX

Documento N° 834-2023

Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, oficio N° TEJ 0003-2023 de fecha 9 de agosto de 2023, del Tribunal Electoral Judicial, mediante el cual remiten el detalle de las personas que eventualmente podrían participar en el proceso electoral para elegir a las personas que conformarán parte de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por parte del colectivo judicial, y donde se insta a esta Junta, acoger la recomendación brindada por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en cuanto a brindar capacitación a las personas que no cumplan con el requisito de experiencia.

A continuación, se adjunta el archivo que contiene el documento completo.





Manifestaciones:

Se le concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO: “No estoy de acuerdo en la propuesta de redacción, porque por ahí lo que estamos diciendo, lo que se está indicando en esa propuesta es acoger la recomendación brindada por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en cuanto a brindar la capacitación. Recuerdo que nos habíamos referido sobre este tema, incluso, me parece que la participación de doña Ingrid en el Tribunal Electoral en ese momento, me pareció leer, si no es que estoy mal, iba avocada al tema de que si cumplen o no cumplían y demás.

Entonces, no sé si realmente nosotros vamos a aprobarlo así, porque si lo vamos a probar así nos estamos contradiciendo a un acuerdo que tuvimos antes. En una oportunidad habíamos valorado esto, no comprendería por lo menos a hoy que, si existe el antecedente, ¿cómo vamos a darlo por bueno? Salvo que hoy decidamos otra cosa, incluso la participación de la Dirección de la JUNAFO debería de ser en la dirección del acuerdo tomado por nosotros, que fue lo que hizo doña Ingrid.

Por otra parte, si la cosa es capacitar, para decirlo de alguna manera, entonces, el estar capacitado no debería ser una condición del concurso y podría entonces capacitarlo el mismo Poder Judicial o el gremio al que vaya a representar la persona. ¿Qué pasa en el Poder Judicial? Vamos a llevarlo primero a la casa para luego referirme al de nosotros. En el Poder Judicial ingresa una persona cumpliendo los requisitos, no se puede nombrar un Juez y usted me dice don Juan Carlos, no se puede nombrar un Juez si no cumple con los requisitos, después vendrá un tema de capacitación, que si viene una actualización de la ley como fue en materia laboral o civil se actualizan a esas personas juzgadoras, ¿cierto? Igual pasa con todas las personas que trabajan el Poder Judicial.

Aquí tenemos el caso de ustedes, de la Junta y también los compañeros de la JUNAFO, de pronto llega y hay una capacitación en materia de Gestión Humana, entonces a don Parris lo mandan a capacitarse ahí porque ya es funcionario y hay que mantenerlo actualizado, pero eso es una condición diferente, desde mi perspectiva, tal vez esté equivocado. Creo que una cosa es entrar jugando con las reglas y otra cosa es que me capacite ya cuando estoy dentro, son cosas diferentes. Pero si vamos a hacer el esfuerzo, imagínese… y yo me pongo a pensar en lo que doña Ingrid decía temprano, hay unas personas que salen elegidas “X”, vienen y hacemos todo el esfuerzo, los capacitamos y luego o se van porque no les gusta ser suplentes o renuncian, así hemos hecho todo el esfuerzo.

Me parece que aquí si tenemos de tener un tema y lo digo con mucho respeto, para el trabajo que está haciendo el Tribunal Electoral y demás, pero sí creo que hay un tema que es; entramos cumpliendo reglas y luego cuando todos estamos bajo esas mismas reglas y todo, ahora sí, nómbrelo y demás, selecciónelo y ahí dentro de la Junta o dentro de la JUNAFO o dentro del Poder Judicial, ahora sí, capacitemos a la persona porque debemos tenerla actualizada en el conocimiento, son cosas diferentes.

Quería hacer este llamado muy respetuoso para que valoremos si nosotros realmente vamos a acoger la recomendación de la SUPEN en cuanto a brindar la capacitación con fondos de la JUNAFO, porque si el Poder Judicial dice quiero nombrar personas y necesitamos nombrar personas, capacítese con fondos del Poder Judicial, ahí la cosa cambia, porque ya es una decisión y presupuesto diferente al nuestro. Ahí si quería hacer la diferenciación, que sería la otra vertiente, una decisión, si nosotros vamos a decir que se le brinde capacitación a las personas que no cumplan con los requisitos, okey, capacitación que será brindada por el Poder Judicial o el gremio que proponga a una persona, porque hay que recordar que esto es para las personas que se seleccionan por el colectivo judicial; entonces, o los capacita el Poder Judicial o los capacita el gremio al que ellos corresponden.

Eso es lo que me parecería a mí, salvo mejor criterio de ustedes, pero creo contraproducente decir que aceptamos algo cuando antes habíamos dicho que no en la forma en la que por lo menos intenté explicarlo.”

El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, comenta: “En la sesión del Comité Elecciones es bastante confuso porque dicen una cosa u otra, se contradicen, pero sí me parece y acojo la recomendación donde ellos dicen que nosotros como Junta no tenemos injerencia en seleccionar a las personas que pueden participar en el concurso para un puesto de la Junta Administradora, entonces, acojo la propuesta en ese sentido de que la SUPEN, que es el superior nuestro, supervisor, nos indican que ellos proponen a X, Y o Z personas para optar por un puesto y que posteriormente se capacite, igual como nos están capacitando a nosotros ahora, hay que actualizar a las personas.

Entonces, acepto la propuesta de la Junta Administradora en ese sentido de que sean ellos los que indiquen cuales personas que van a concurso, porque nosotros no tenemos ninguna disposición legal que dice o que nosotros podamos decir quienes sí y quienes no, y eso está muy claro. En ese sentido yo si acepto la propuesta que hace la comisión evaluadora del concurso, porque todavía falta, todavía inclusive, no hay una lista definitoria. Algo oí a don Oslean de que mañana tienen reunión donde van a definir quiénes son los que van a concurso, entonces en ese sentido, acepto la propuesta de la comisión evaluadora, en lo que respecta a que nosotros no tenemos legalmente ninguna disposición en la que podamos decir fulano o zutano puede o no participar”.

El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “Me di a la tarea de analizar ese informe, esa acta o minuta, no sé cómo se llamarán en el Tribunal Electoral, tengo la siguiente propuesta; ¿qué implica acceder a la capacitación a los nuevos candidatos por parte del conglomerado para ser integrantes titulares o suplentes de la Junta Administradora? Esto va ligado a la experiencia en la toma de decisiones sobre el tema de evaluación de los diferentes tipos de riesgos, es decir la capacitación por sí sola no le da experiencia en la toma de decisiones, en el manejo responsable y adecuado de riesgo de millones de colones, de dólares y TUDES.

Sucede que entramos en una situación de desequilibrio y desigualdad respecto a los integrantes actuales de la JUNAFO, del Comité de Riesgos y del Comité de Inversiones, donde los integrantes de la Junta Administradora y de ambos comités sí cumplen a cabalidad con el perfil especializado, diseñado y avalado por la SUPEN. Lo que quiero decir es que los integrantes de nuevo ingreso a la Junta Administradora de JUNAFO, pertenecen a un órgano colegiado superior a los comités antes mencionados, lo cual implicará que los nuevos integrantes carecen de conocimiento y experiencia para poder interpretar y tomar decisiones sobre los informes técnicos, de riesgos, de inversiones y estudios actuariales. No es posible que los que tomen las decisiones finales respecto a los informes técnicos antes mencionados que emiten estos comités y actuario matemático, deben de votar eso informes sin tener el conocimiento previo y adecuado y, aún más, sin tener la experiencia correspondiente sobre la ruta de crecimiento que debe llevar la JUNAFO, además, los nuevos candidatos no podrán formar parte de los comités antes mencionados que es un requisito importante e indispensable para conformarlos.

Finalmente, el órgano colegiado de la JUNAFO no es una escuela de capacitación, ni mucho menos para adquirir experiencia, lo que si hemos realizado son capacitaciones de refrescamiento de conocimientos, pero posteriores a los conocimientos ya adquiridos con mucha anterioridad en universidades o instituciones de educación superiores especializadas en los temas de riesgos e inversiones y no capacitamos en temas de principios básicos, en los temas de riesgos, inversiones o finanzas. Consideramos que las implicaciones en la toma de decisiones con personas que no conocen materia de riesgo, inversiones o finanzas podrán afectar el buen funcionamiento de este órgano colegiado y de los comités antes mencionados, ya que ellos tendrán que votar de forma afirmativa o no, sobre temas de informes técnicos que realmente no conocen por no tener las capacidades respectivas y mucho menos la experiencia necesaria ya adquirida para poder tomar las decisiones correspondientes.

Por todo lo anterior y en términos generales, los nuevos integrantes podrían llevarnos a incurrir a error, según como queden las votaciones en el seno de las diferentes sesiones de Junta Administradora, sobre los temas técnicos e indispensables para ejercer su voto. Se estaría creando un nuevo riesgo en la toma de decisiones muy peligroso e irresponsable para los intereses de todo el conglomerado judicial dueño del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial administrado por la JUNAFO. De tal forma, ponemos en conocimiento de la SUPEN y del respetable Tribunal Electoral, para lo que corresponda, sobre las consecuencias e implicaciones que esto pueda ocasionar.

No estoy de acuerdo en absoluto con eso, es decir, el perfil especializado que da SUPEN, no puede por la necesidad de que no contamos con gente especializada poner gente que no tiene los requisitos, yo totalmente estoy en desacuerdo y, es más, ya adelanto criterio, si viene gente no especializada, tendría mi cuestionamiento en mantenerme en esta Junta Administradora en la toma de decisiones porque se está viciando esa misma toma de decisiones al no tener los componentes importantes.

Aquí damos cursos de refrescamiento, aquí no damos cursos básicos de finanzas, el que no tiene esos conocimientos básicos y todo, no puede saber de qué se trata el tema, es decir, nosotros deberíamos de mantener y con este resumen que hice, esta redacción que pude lograr, enviárselas y mantener nosotros la posición que hemos contemplado, porque en realidad no se solo capacitación, es la experiencia real vivida en organizaciones donde se han tomado decisiones de riesgos, de inversiones y estudios actuariales muy serios y muy profundos para el mejor manejo de esta organización. No estoy de acuerdo en absoluto y la verdad es que debiéramos poner barbas en remojo, porque no podemos aceptar y nosotros mismos podríamos vernos afectados como tomadores de decisiones o como Junta Administradora del Fondo, en algunas decisiones muy importantes que tenemos que tomar. Muchas gracias por escucharme.”

El integrante Arroyo Guzmán, aclara: “Primero, quiero aclarar que yo no…, en mi intervención anterior yo no estoy diciendo que se elija no se elija a una persona, ni estoy objetando a ninguna persona, estoy haciendo referencia a lo que exactamente Parris muy bien ha dicho ahora, el riesgo que tenemos, pero también, recordando que fue un acuerdo de esta Junta el tema de la capacitación. Que las personas concursen es una necesidad, que contemos con personas que representen al colectivo judicial es otra necesidad y son reales, pero eso no obsta para hacer ver que una cosa es hacer cumplir requisitos y otra cosa es saltarme el requisito por atender una necesidad y luego que se aumente el riesgo de una decisión.

Estamos pasando por un momento histórico si se quiere, pero también que representa un gran peligro para el Fondo, que es lo que está pasando en la Asamblea, entonces, no me imagino personas aquí que tengamos que capacitar para que vengan a tomar una decisión “en el camino”. Por eso es que insisto y creo que lo que dice Parris es muy oportuno sobre ese riesgo, pero también, si el Poder Judicial, una asociación, un sindicato o alguien que represente al colectivo judicial llega y capacita a Pedro Pérez Pereira para que forme parte de la Junta, ya eso un tema en el que si nosotros no podemos opinar.

Aquí lo que estamos viendo es si acogemos o no la recomendación de la SUPEN, en cuanto a nosotros capacitar a las personas y que cumplan el requisito estando adentro, esa es la diferencia. No estoy objetando, y tal vez por el comentario que hizo don Arnoldo, no estoy objetando el tema de que una persona u otra, porque ese no es mi resorte ni es mi evaluación, para eso es el Tribunal, pero sí, el tema de riesgo que viene a componer la toma de decisiones en nuestro caso. Por ejemplo, don Arnoldo con toda la experiencia que tiene no era necesario capacitarlo, para decirlo específicamente, pero si don Arnoldo necesitaba capacitarse y lo hizo bajo su propio peculio o alguien lo patrocinó para concursar, excelente, así fue ¿Cierto?

Creo que aquí si tenemos que hacer la diferenciación, el cumplir el requisito es sí o no. A nosotros nos pasaron, a nosotros nos hicieron entrevista ¿No estamos ahí grabados? Cada uno de nosotros nos pasaron ahí por el mismo sartén y por el mismo pazcón ahí. A nosotros nos hicieron preguntas los mismos, creo que el tema de capacitar a la persona no es un tema para que cumpla el requisito, porque ese es un tema diferente, es capacitar a la persona para que cumpla el requisito y no estamos objetando a una persona para que participe o no, ese no es el fondo. El fondo aquí es que la SUPEN está haciendo una recomendación que es lo que nos pasa a nosotros el Tribunal, ese es el fondo, aquí no estamos hablando de las personas, si vienen 18 personas, 20 o 30 personas, que no cumplen el requisito y nos está diciendo la SUPEN _Bueno, entonces capacítelo_ Aquí a nosotros lo que nos están diciendo es capacítenlos ustedes porque no cumplen con el requisito de experiencia.

Que jodido, aparte de que vamos a tener que soportar la toma de decisiones, vamos a tener que acompañar a otras personas para que tomen la decisión, entonces ahí tenemos un sesgo, doy un ejemplo; no conozco nada y don Juan Carlos me dice Rodrigo; es que esto lo hacemos así, ya ahí tengo un sesgo, ya me está manipulando mi voto, ¿sí o no? Bajo el amparo de que no estoy capacitado, entonces es muy difícil así y si vamos a tener una Junta en donde hoy… Vea que somos los cuatro gatos, y como dice mi esposa, si hay algo muy difícil de sacar, son gatos.

Entonces imagínese y nosotros componiéndonos aquí con personas que tengamos que estarles diciendo, es muy difícil, lo mismo pasa y, por ejemplo, nosotros lo vivimos, tal vez desconocemos algo y don Oslean que maneja mucho más al dedillo toda la parte reglamentaria y doña Ingrid también, toda la parte reglamentaria que regula el quehacer de la Junta. Ellos son los que nos acompañan y nos sugieren por dónde irnos, alguna vertiente, alguna decisión, pero no me imagino personas que nosotros tengamos que capacitar en caliente, tomando decisiones. 

Quería dejar claro que, una cosa es objetar una persona, y otra cosa es lo que viene en el oficio del Tribunal donde dice; acoger la recomendación que emite la SUPEN, eso es diferente y a eso es a lo que me referí. Creo que don Parris también lo está haciendo muy bien con esa redacción que nos acaba de leer, del tema del riesgo que puede conformar que una persona no capacitada tome decisiones, no estamos diciendo nombres de personas ni estamos objetando personas, eso sí quería dejarlo claro y que ojalá quede en el acta, porque a veces se hacen comentarios que no son correctos por parte de otras personas ajenas a nosotros, entonces mejor que queden las cuentas claras y chocolate espeso”.

El integrante Quesada Madrigal, agrega: “Aunando un poco respecto al tema, tampoco voy dirigido a ninguna persona concursante y mucho menos, porque en el documento se deja ver como que estamos pretendiendo no dejar que participen ciertas personas, eso no es cierto. En realidad, lo que estoy poniendo en este documento, ya lo pasé al chat, en esta propuesta más bien, es cubrirnos nosotros y protegernos en la toma realmente de decisiones que es lo que más interesa, en esta Junta Administradora, de tal forma que los requisitos, son los requisitos correspondientes, si no tienen requisito, no podría participar.

Es más, también se comenta de una persona, una mujer, que está participando y que no tiene el punto B, que es un tema de transparencia, una cosa así, que es un tema delicado que lo tocan ellos. Lo importante es que se deje ver claramente que esta Junta Administradora es sumamente responsable de las personas que van a sentarse a la par de nosotros a tomar decisiones, es que eso es realmente, yo no podría estar pensando que alguien a la par mía no tenga conocimiento al respecto y esté tomando decisiones, y si por A o por B ganan una votación las personas que no tienen conocimiento, podrían afectar a futuro a la Junta Administradora, porque nosotros muy a conciencia, estamos ligados con los comités, direccionados a los comités, tanto de Auditoría, Inversiones, como de Riesgos particularmente, y también sobre el tema de los estudios actuariales, y hacemos un análisis concienzudo pero con el conocimiento debido para poder aceptar hasta las recomendaciones del estudio actuarial correspondiente, es decir, muy profundo, no es tan fácil.

Nosotros hemos dicho que no en algunas ocasiones, sobre las conclusiones o recomendaciones que da el actuario matemático, pero lo hacemos con un fundamento muy profundo al respecto, esto no es de la noche a la mañana. No creo, no siento que un compañero nuevo, sea quien sea o compañera nueva que venga a este órgano colegiado, pueda guindarse, valga el término, de los comentarios que hacemos los demás para poder tomar decisiones, no, es decir, uno también debe tener un criterio formado propio para poder analizar la situación del caso. De eso está la diversidad, que coincidamos en la toma de decisiones, uniforme, por mayoría o unánime, es un tema que el debate mismo lo da por los fundamentos de cada una de las personas que tenemos los conocimientos previos a tomar decisiones.

No entiendo cómo pretenden que aquí se formen las personas, no sé, es con todo respeto, eso sí me preocupa mucho, la necesidad es una cosa, el concurso es otra, y los conocimientos que están en cada persona concursante es también particular, y podría ser qué más bien no calcen para estar dentro de la toma de decisiones de una Junta Administradora de un Fondo, eso sí me preocupa realmente. 

Creo que tenemos que analizar muy bien esto, qué le contestamos a SUPEN o qué le decimos al Tribunal Electoral, y reforzar nuestra tesis y lo que nosotros en algún momento aprobamos unánimemente, para decirles que no estamos de acuerdo en las capacitaciones, pero más que eso, me metí más de fondo a lo que es exactamente la experiencia realmente, eso es valioso y no lo podemos dejar por alto, creo que nosotros responsablemente tenemos que decirle al conglomerado también, que nosotros mantenemos esta posición y que estamos muy preocupados por las personas que van a venir aquí, porque ellos son los que van a elegir, pero tienen que saber que no tienen el perfil especializado que da SUPEN, de tal forma que no deberían ser electos, sea quien sea.

Yo si quiero participar en un concurso para psicólogo, sinceramente no sería tan irresponsable en participar porque no tengo los conocimientos correspondientes, entonces también individualmente uno debería saber dónde puede estar o no puede estar, no es el hecho de que quiero no quiero, sino es que si tengo contemplada la experiencia, las capacitaciones previas en universidades e información especializada en mismo tema, para poder hacer lo que corresponda, pero si no es así no puedo estar, no es factible.

Pongo ahí también el documento, que nosotros no somos un órgano de capacitación, no podemos enredar, lo que hacemos son refrescamientos para actualizar algunos conocimientos previos que tenemos durante años de experiencia en organizaciones donde hemos tomado decisiones millonarias también, donde hemos contemplado toda la parte externa e interna de un análisis de un informe especial, puede ser de riesgos o inversiones, para poder determinar qué es la mejor solución para la organización, en este caso para JUNAFO. Y ahí sí tenemos que quedar claro, yo particularmente me mantengo en la posición por esto que redacté, para poder mantenernos y decir que bueno, que las personas que puedan venir no tienen ese perfil correcto, y así siendo las cosas, me mantendría en esa posición, y espero que ustedes lo valoren también para poder tomar la decisión ahora y ver las implicaciones que esto puede tener, me preocupa sumamente esto. Yo no puedo ser Doctor Cirujano, no puedo pretender participar en un concurso de Doctor Cirujano, si no tengo el expertis, conocimiento y la experiencia para ese tema”.

El integrante Arroyo Guzmán, comenta: “Esto que suma don Parris es muy cierto, entonces una propuesta de acuerdo que respondería para valorarlo, es; tomar nota del oficio N° TEJ 0003-2023 de fecha 9 de agosto de 2023, del Tribunal Electoral Judicial, mediante el cual remiten el detalle de las personas que eventualmente podrían participar en el proceso electoral, para elegir a las personas que conformarán parte de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por parte del colectivo judicial, ojo, ahí no estamos hablando de nadie, y hacer notar que las personas deben contar con la capacitación previo a formar parte de la Junta, y aquí es donde viene y coincido con don Parris, siendo cubierta esa capacitación con fondos privados o patrocinados por una organización, nos comprometeríamos nosotros”.

El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿Y la redacción que hizo don Parris tan buena no la incluimos en ese acuerdo?”.

El integrante Arroyo Guzmán, dice: “Es parte de la discusión y que me parece muy oportuna, por eso es que el acuerdo, si lo queremos mejorar lo mejoramos, es una propuesta. Nada más hacer notar, la primera parte es que tomamos nota, listo, ahí no hay nada que hacer, ni decir, ni es responsabilidad nuestra, pero la segunda, que sí me parece muy valioso lo de don Parris, la persona tiene que venir y cumplir con, entonces decimos; y hacer notar que las personas deben contar con la capacitación previa a formar parte de la Junta, ahí estoy diciendo o proponiendo, no estoy descartando lo de don Parris, ni Dios lo quiera, más bien es parte de la discusión”.

El integrante presidente Segura Solís, interviene: “Es para ampliarlo”.

El integrante Arroyo Guzmán, prosigue: “Sí correcto, y todo lo que lo que viene en ese aporte, no dejarlo fuera jamás, es parte de lo que enriquece nuestro accionar en la Junta, entonces me llevo eso en una forma muy resumida y le digo, bueno, las personas deben contar con la capacitación previo a formar parte de la Junta, siendo cubierta con fondos privados o patrocinados por una organización, porque ahí sí no podemos decirle que no.

Lo que dice don Parris me parece muy valioso, el riesgo aumenta con personas con desconocimiento, pero es una propuesta para que todos lo valoremos y lo que haya que mejorar, lo mejoramos, pero sí me parece, y en eso sí, totalmente de acuerdo con don Parris, lo que nosotros vayamos a decidir aquí, aumenta el riesgo para el Fondo en todos los sentidos, el riesgo que tenemos en la Asamblea, el riesgo que tenemos del buen nombre, el riesgo del manejo de los fondos, el riesgo que podemos tener por ejemplo, en las objeciones que pueden tener una o más personas afiliadas. En fin, aquí hay muchos frentes y creo que los frentes tienen que ser vistos hacia futuro y no hacia atrás, porque ese es el tema que nosotros tenemos, pero bueno, eso es una propuesta para este artículo”.

El integrante Quesada Madrigal, añade: “También para analizar un tema de presupuesto que se habla en el documento del Tribunal Electoral, de que nosotros no tenemos presupuesto para capacitar, eso no es cierto, porque nosotros lo que no queremos es capacitar, porque gastamos la plata en eso, no es cierto, nosotros lo que hacemos son cursos de refrescamiento para poder mejorar la calidad de los directores que ya tenemos conocimientos previos, es eso es. 

Porque de hecho hemos llevado capacitaciones importantes que cuando tenemos conocimiento sabemos de qué se está hablando y entonces refrescamos cosas, pero nada más, también eso es importante anotarlo, indicarle a ellos que nosotros no estamos en esa situación, pero que sí, no somos una escuela de capacitación, que sí, no tenemos que formarlo nosotros, que esto no es para formarse, es tener la especialidad ya formada para poder tomar decisiones, es que es muy delicado, y lo que pone don Rodrigo es como para agarrar lo mío, tropicalizarlo bien bonito, y cerrar con lo que dice don Rodrigo de manera general.

Pero sí me interesaría, si se toma esta propuesta, esta moción, sería redactar lo que puse, que lo puse en el chat, mejorarlo un poco, y cerrar con lo que dice don Rodrigo, la verdad es que tenemos que ser responsables, y mantener nuestra posición, que es muy importante, es decir, tenemos que ser consecuentes de lo que ya dijimos anteriormente, que tal vez no lo dijimos de una manera tal vez tan profunda como ahorita lo estamos redactando, pero ampliemos y le decimos; vea, es que esto es lo que puede suceder, este es el problema que puede ocasionar, vamos a generar un riesgo nuevo.

Si se trata de riesgos, todos los Fondos de Pensiones y Jubilaciones de este país y del mundo, estamos generando un riesgo nuevo, es decir, sería totalmente contradictorio en la toma de decisiones, lo veo hasta un poco extraño, que se quiere forzar a que pase eso, y aclarar de que no es que no queremos capacitar, sino que las capacitaciones son de otro tipo, de conocimiento ya externado durante años y obtenido en organizaciones, en otros comités, en otras juntas administradoras, o en otras directivas, eso es todo.

La verdad es que no podemos brincarnos la experiencia que esta Junta ha tenido, no solo en JUNAFO, sino con la experiencia individual que hemos tenido cada uno, juntas directivas y otros tipos de juntas al respecto, eso era para aclarar un poco”.

El integrante presidente Segura Solís, manifiesta: “Estoy de acuerdo con la fusión de las dos, tanto lo dicho por don Parris como por don Rodrigo, para que así quede redactado el acuerdo. Si están de acuerdo todos los demás, tanto don Parris, don Rodrigo como don Arnoldo, así quedará redactado”.

El integrante Hernández Solano, indica: “Estoy de acuerdo con lo que dijo don Rodrigo, de dar por conocida la nota de la comisión, de concurso, para los puestos de conglomerado, hasta ahí”.

El integrante presidente Segura Solís, señala: “Bueno, entonces don Parris está de acuerdo con mi propuesta de incluir las dos posiciones, tanto suya como de don Rodrigo”.

El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Totalmente de acuerdo”.

El integrante presidente Segura Solís, pregunta: “¿Don Rodrigo?”

El integrante Arroyo Guzmán, responde: “De acuerdo don Juan Carlos”.

El integrante presidente Segura Solís, prosigue: “Y yo también, entonces quedamos tres, uno. Así quedará redactado”.

Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota del oficio N° TEJ 0003-2023 de fecha 9 de agosto de 2023, del Tribunal Electoral Judicial, mediante el cual remiten el detalle de las personas que eventualmente podrían participar en el proceso electoral para elegir a las personas que conformarán parte de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por parte del colectivo judicial. 2.) Hacer notar que, las personas deben contar con la capacitación previo a formar parte de esta Junta Administradora, siendo cubierta esa capacitación con fondos privados o patrocinados por una organización, así mismo, dicha capacitación por sí sola, no da la experiencia en la toma de decisiones. El Órgano Colegiado de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, no es una escuela de capacitación para adquirir experiencia, lo que, si se ha realizado, son capacitaciones de refrescamiento, de conocimientos posteriores a los ya adquiridos con anterioridad en universidades o instituciones de educación superior especializada, y no se capacita en temas de principios básicos de riesgos, inversiones y/o finanzas. Esta Junta considera que las implicaciones en la toma de decisiones con personas que no conocen la materia podrían afectar el buen funcionamiento del Órgano, así como de los Comités Técnicos, en cuanto a que los nuevos integrantes tendrán que votar de forma afirmativa o no sobre temas que desconocen, por no tener las capacitaciones respectivas ni la experiencia necesaria ya adquirida para lo debido. Por todo lo anterior y en términos generales, los nuevos integrantes que no cuenten con el requisito de experiencia podrían llevar a incurrir a error según como queden las votaciones en el seno de las diferentes sesiones de esta Junta Administradora, y se estaría creando un nuevo riesgo en la toma de decisiones muy peligroso e irresponsable para los intereses de todo el conglomerado judicial dueño del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Finalmente, se hace de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN y del respetable Tribunal Electoral para lo que corresponda.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad.





Nº 036-2023

JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas con ocho minutos del treinta y uno de agosto de dos mil veintitrés.



ARTÍCULO VI

Documento N° 873-2023

Conoce esta Junta Administradora, oficio N° 0350-DJA-2023 del 22 de agosto de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la JUNAFO, que dice:

“Para su conocimiento y del estimable cuerpo colegiado que usted preside, se informa que, el día 16 de agosto de 2023 se recibió un correo electrónico por parte de don Juan Carlos Sebiani Serrano, Presidente de ANPROJUD, solicitando el siguiente detalle de información:



“Saludos Don Oslean, es de mi interés conocer los cursos y los costos de los cursos que la Junafo ha pagado a las y los integrantes de la junta directiva durante el año 2022 y 2023”.



Dado lo anterior, con el fin de atender la información solicitada y si a bien lo estiman, poder remitir dicho detalle de información al gestionante, a continuación, se detallan los cursos que la JUNAFO canceló a las personas integrantes de este Órgano de Máxima Dirección durante los años 2022 y 2023, conforme se puede apreciar en el siguiente detalle:



Tabla N.° 1 Detalle de cursos:



		Nombre del Curso

		Inversión

		Periodo



		Capacitación interna para las personas integrantes de la JUNAFO en temas como: gobierno corporativo, marco regulatorio, apetito de riesgos, mercados financieros, gestión de las inversiones y riesgos).

		No representó ningún costo adicional Capacitación realizada por personas de la Dirección de la JUNAFO y sus asesores externos.

		2022 - 2023



		Estrategia Empresarial

		₵8.438.562,00

		2022



		Programa de Portafolios Financieros para Juntas Directivas y Comités de Inversión y Riesgos

		₵165.946,86

		2023



		Programa Especializado en Control Interno y Gestión de Riesgos[footnoteRef:1] [1:  Nota: actualmente se está impartiendo el curso.] 


		₵654.534

		2023







Conforme a la anterior información, conviene resumir la inversión efectuada para cada periodo conforme al siguiente detalle:



Tabla N.° 2 Inversión Económica por Año:



		Periodo

		Inversión Total



		2022

		₵8.438.562,00



		2023

		₵820.480,86







No omito indicar que, la inversión económica realizada para la cobertura de las capacitaciones citadas fue realizada con los recursos de la “comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo” establecidos en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme dictan las potestades y obligaciones de este cuerpo colegiado, según lo establecen los incisos f), g), h) e i) de dicha normativa aplicable; es decir, dichas capacitaciones fueron cubiertas con recursos propios de la JUNAFO de su propio presupuesto y “no” con recursos provenientes del erario público.



De igual manera conviene destacar que, la normativa vigente aplicable a la JUNAFO[footnoteRef:2], exige la constante y continua capacitación de los integrantes de este cuerpo colegiado y su aparato administrativo, por lo cual resulta de vital importancia señalar que para el periodo 2023, se espera realizar nuevas contrataciones de capacitación, cuyo detalle podrá ser apreciado oportunamente por cualquier persona interesada como notas en los estados financieros mensualmente publicados, que se ubican debidamente publicados en el sitio web correspondiente. [2:  Reglamento de Gobierno Corporativo, Reglamento de Riesgos, Reglamento de Gestión de Activos y Reglamento de Idoneidad, entre otros.] 




En virtud de lo anterior, para que a bien se estime por parte de las personas integrantes de la JUNAFO, se da por atendida la información solicitada por don Juan Carlos Sebiani Serrano 



Se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o adición que se requiera.”
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                                                            Tribunal Electoral Judicial


San José, 9 de agosto de 2023


Oficio N° TEJ 0003-2023





[bookmark: _Hlk75269893]Señor


MPM. Oslean Mora Valdez, Director interino


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial





Estimado señor:





[bookmark: _Hlk39643981]Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Tribunal Electoral Judicial, en la sesión N° 03-2023 celebrada el 8 de junio de 2023, que literalmente dice:





“ARTÍCULO V





El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0194-DJA-2023 del 31 de mayo de 2023, comunicó:





“Como es del estimable conocimiento del Cuerpo Colegiado que usted preside, existe la imperiosa necesidad de contar con personas candidatas para integrar el Órgano Colegiado de la JUNAFO, por lo que esta Dirección tramitó la contratación de un sistema de votaciones electrónico, mediante el procedimiento N.° 2022CD-000221-PROVCD y se preparó un cronograma de acuerdo con la logística que conlleva este tipo de actividades.





Según este cronograma en los meses de julio y agosto del año 2022, se realizó en coordinación con la Dirección de Gestión Humana y el Departamento de Prensa y Comunicación, la campaña publicitaria con los requisitos que por normativa deben poseer las personas que desean postularse y participar del proceso. 





De esta primera convocatoria se conoció en la sesión de ese Tribunal Electoral Judicial, N.° 007-2022, celebrada el 11 de agosto de 2022, artículo V, el listado de personas postulantes para el presente proceso electoral, siendo conformada por 13 personas, las cuales son remitidas a la Dirección de Gestión Humana para la verificación de requisitos y pruebas de idoneidad.





Con correo del 15 de setiembre de 2022, de la Dirección de Gestión Humana informa que de las 13 personas postulantes:





1) 3 personas no cumplen requisitos


2) 4 personas no actualizaron datos requeridos para continuar proceso


3) 1 persona no cuenta con vacunación contra COVID 19 (en ese momento era obligatorio para concursos del PJ)


4) 5 personas cumplen con requisitos, actualizaron datos, completaron el consentimiento informado y se encuentran en las valoraciones para la comprobación de idoneidad 





Con oficio N.° PJ-DGH-RS-1079-2022 del 17 de octubre de 2022, dirigido a la Superintendencia de Pensiones, fueron remitidos los nombres de estas cinco personas, para validación de dicho ente supervisor.





En relación con lo anterior, la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N.° SP-1294-2022 recibido el 26 de octubre de 2022, en lo que interesa comunicó:





[…]





“Al respecto, esta Superintendencia se permite aclarar que el caso del señor Alexander Arguedas Vindas ya fue atendido mediante SP-192- 2019 del 26 de febrero de 2019, con la que se completó el proceso de validación y cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo de cita en párrafo anterior. 





Se procedió a validar cada uno de los requisitos establecidos en el artículo 240 precitado, a partir de la documentación aportada para los señores: 





1. Juan Carlos Sebiani Serrano: cumple con los incisos a) y b) pero no con el inciso c). 





2. Mario Mena Ayales: no cumple con lo estipulado en los incisos a), b) y c) 





3. Adelina Rodríguez Vásquez: cumple con el inciso a), pero no con los incisos b) y c). 





4. William Soto Solano: cumple con lo establecido en los incisos a), b) y c).





El cumplimiento de todos los requisitos resulta fundamental para el análisis crítico de los riesgos del Fondo y para la toma de decisiones por parte de quienes sean elegidos para conformar la Junafo. En el escenario de que estos candidatos sean nombrados, resulta necesaria una fuerte capacitación con prioridad en temas de riesgos, de buen gobierno corporativo y de gestión de activos en los mercados locales y extranjeros.


 


En síntesis, se destaca que, en esta valoración, únicamente tuvieron resultado totalmente favorable los señores Alexander Arguedas Vindas y William Soto Solano.





Durante toda esta etapa, el cronograma de actividades fue modificado en varias ocasiones y en una de ellas se acordó por parte del Tribunal incluir una segunda y tercera convocatoria para obtener nuevas personas interesadas en participar en este proceso. 





Con oficio N.° PJ-DGH-RS-006-2023 se comunicó por parte de la Dirección de Gestión Humana, el estado del proceso de la segunda convocatoria CV-0029-2022, atinente al cargo “Integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, para conocimiento del Tribunal Electoral Judicial. Dicha gestión fue conocida en la sesión N.° 001-2023 de este cuerpo colegiado, celebrada el 26 de enero de 2023.





En este se comunica que para esta convocatoria se determinó un total de 70 personas inscritas de las cuales solo 20 adjuntaron la documentación total solicitada y de estos solamente una persona cumple con los requisitos académicos y de experiencia solicitados para ejercer el cargo de Integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para elección del colectivo judicial, sea el señor Javier Antonio Aguilar Obando.





Mediante oficio N.° SP-188-2023 del 13 de febrero de 2023, la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, comunicó que al señor Aguilar Obando, le falta conocimientos que le permita realizar el análisis de los riesgos que afectan a la Junta y al Fondo, requerido en el literal c) del artículo citado por lo que en caso de que sea nombrado, resulta necesaria una fuerte capacitación con prioridad en temas de riesgos, de buen gobierno corporativo y de gestión de activos en los mercados locales y extranjeros. 





En coordinación con la Dirección de Gestión Humana, se coordinó una tercera publicación para integrar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual fue publicada en convocatoria CV-004-2023. Finalizado el periodo de inscripción se confirmó un total de 165 personas inscritas de las cuales al revisar atestados se determina que solo 37 aportaron algunos de los requisitos solicitados y posteriormente solo 16 finalizaron el proceso.





De estas 16 personas se verificaron los requisitos académicos y de experiencia para ser integrantes de la Junta Administradora, siendo que se concluye que de estos últimos solo 3 cumplen totalmente lo requerido, siendo estos:





[image: ]





De estas personas únicamente dos tuvieron un resultado favorable en las pruebas finales de esa Dirección. 





Con oficio N.° PJ-DGH-RS-944-2023 del 8 de mayo de 2023, la Dirección de Gestión Humana, remite a la Superintendencia los nombres de estas dos personas para valoración, quien con oficio N.° SP-651-2023 del 19 de mayo de 2023, en lo que interesa, indicó:





[…]





“Al respecto, se aclara que el caso del señor Mauricio Villalta Fallas fue verificado por esta superintendencia y su resultado fue comunicado a su representada mediante el oficio SP-974-2018 del 01 de noviembre de 2018, en el que se concluyó que cumple con los requisitos. 





En relación con el caso del señor Elbert González Ramírez, se procedió a revisar la documentación de la cual se concluye que no cumple con lo estipulado en el inciso c) del artículo 240 precitado, lo cual resulta fundamental para el análisis crítico de los riesgos del Fondo y para la toma de decisiones por parte de quienes conformen la junta. 





En el escenario de que el Sr. González Ramírez sea nombrado, resulta necesaria una fuerte capacitación con prioridad en temas de riesgos, gobierno corporativo y gestión de activos en mercados locales e internacionales.”





En síntesis, se remite el resumen de las personas que cuentan con el aval de la Superintendencia de Pensiones para participar en el proceso de elecciones para ser integrante de la JUNAFO, y quienes cuentan con algunos de los requisitos normados en la Ley Orgánica del Poder Judicial, pero que mantienen una particularidad en cuanto a temas de capacitación para alcanzar el requisito, conforme se puede apreciar a continuación:





			NOMBRE


			OFICIO SUPEN


			OBSERVACIONES





			Alexander Arguedas Vindas


			N.° SP-1294-2022


			Cumple





			William Soto Solano


			N.° SP-1294-2022


			Cumple





			Juan Carlos Sebiani Serrano


			N.° SP-1294-2022


			Cumple a y b (*)





			Adelina Rodríguez Vásquez


			N.° SP-1294-2022


			Cumple a (*)





			Javier Aguilar Obando


			N.° SP-188-2023


			Cumple a y b (*)





			Mauricio Villalta Fallas


			N.° SP-651-2023


			Cumple





			Elbert González Ramírez


			N.° SP-651-2023


			Cumple a y b (*)








 


(*) En el escenario de que sean nombrados, resulta necesaria una fuerte capacitación con prioridad en temas de riesgos, gobierno corporativo y gestión de activos en mercados locales e internacionales.





Conforme a la información anterior, es menester recordar que se han efectuado tres procesos de convocatoria y a la fecha se poseen tres personas candidatas que cumplen el 100% de los requisitos y se encuentran totalmente avalados para el proceso de elección respectivo, para llenar cuatro cupos necesarios (dos titulares y dos suplentes) como integrantes de la JUNAFO. Adicionalmente se resalta que, conforme al criterio emanado por la SUPEN, existen cuatro personas candidatas que poseen limitaciones y no cumplen a cabalidad con los requisitos establecidos en la normativa aplicable, pero que según señala dicha Entidad, podrían ser subsanables con un fuerte y especifico plan de capacitación. 





Adicionalmente al punto anterior, es menester resaltar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 11-2023, celebrada el 14 de marzo de 2023 artículo XIII, acordó lo que a continuación se destaca:





Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial, en sesión N° 08-2023 del 20 de febrero de 2023, artículo VII, relacionado con la comunicación que hizo la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) en oficio N° SP-187-2023 de 13 de febrero de 2023 al Tribunal Electoral, sobre los participantes de la convocatoria y selección de integrantes, para conformar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), al tenor de lo señalado en el artículo 240 de la Ley 9544. 2.) Estar a la espera de la respuesta que brinde la Dirección Jurídica del Poder Judicial a lo solicitado por la Corte Plena. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal Electoral Judicial, para lo que corresponda, e informar, a fin de que se tome en consideración, que los integrantes de esta Junta, no comparten la posibilidad de que se valore la participación de personas que no cumplen con el perfil y los requisitos adecuados, para ser miembros de la Junta Administradora. (El subrayado no es del original)





Por lo anterior, se deja rendido el presente informe, con el fin de que ese Tribunal Electoral Judicial, cuente con el detalle completo de las personas que eventualmente podrían participar en el presente proceso electoral para elegir a las personas que conformarán parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por parte del colectivo judicial.





Lo anterior para que, si a bien estima, pueda ser sometido a conocimiento del Tribunal Electoral Judicial, con el objetivo de definir la condición de los participantes detallados, así como las actividades del cronograma correspondiente pendientes de ejecutar.





En espera de que la información les sea de utilidad…”
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Manifestaciones:





La licenciada Sady Jiménez Quesada, integrante presidenta del Tribunal Electoral Judicial, manifiesta: “Pero Sebiani tuvo una indicación, solamente era que tenía que cumplir igualmente con este requisito final”.





La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, señala: “Los amarillos son a los que les falta algo”.





La presidenta Jiménez Quesada, prosigue: “Lo que yo decía es que Sebiani dice que cumple con el a), b) y c), que es el requisito de capacitación, entonces no entiendo porque Oslean lo excluye, si en todo caso es decisión del Tribunal Electoral”.





La licenciada Moya Aguilar, aclara: “Tal vez aquí le explico, lo que hicimos aquí fue agarrar las tres convocatorias, quienes cumplen, con la salvedad que hace la Superintendencia de Pensiones - SUPEN en cuanto a los temas de capacitación. 





Entonces, por ejemplo, en el caso de Juan Carlos Sebiani, lo que se indica es que él cumple con el requisito a) y b), lo que le faltaría es el c), que es lo que mencionaba doña Rocío, que es la capacitación.





En síntesis, lo que queríamos indicarles es que de las tres convocatorias estas fueron las personas que tienen las posibilidades de ser elegidas, las que están blancas cumplen todo, esas no tienen problema. De hecho, don Alexander Arguedas al día de hoy, él es integrante de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial - JUNAFO, pero él es suplente, entonces él quiere participar para ser titular y en caso de no quedar como titular, continuar como suplente.





En el caso de don William, no lo conocemos, pero cumple con todo, y Mauricio Villalta en algún momento, en la primera vez que se hicieron elecciones en el año 2019, él había sido también electo y fue parte de la Junta Administradora por parte del colectivo judicial, sin embargo, renunció por temas de su trabajo, entre otros, y ahora quiere regresar, volver a participar en el proceso de elecciones para ver si resulta nuevamente elegido.





Por eso la SUPEN dice, yo de él había visto, revisé y él no tenía ningún problema, los amarillos cumplen con algunas cosas, pero les faltaría lo de la capacitación, entonces ellos lo que dicen acá es que a discreción del Tribunal que, si los nombran, o sea, son introducidos en el proceso y resultan elegidos, son las personas que habría que capacitar. En el párrafo a continuación dice que, la Junta Administradora hizo una salvedad en cuanto a ellos, si gusta lo lee para que tenga todo el panorama completo”.





El licenciado Adolfo Valverde Bohórquez, integrante suplente del Tribunal Electoral Judicial, pregunta: “Veo que todos los de amarillo, salvo uno le falta la capacitación. Pero a Adelina le falta algo más, el requisito b) ¿Cuál sería el requisito b) que le falta a ella que no le falta al resto?”.





La licenciada Moya Aguilar, responde: “El b) es un poco extraño, pero lo que indica es: “Ser de reconocida y probada honorabilidad”. Es un poco difícil, porque no sé qué documentación les solicitaron a ellos para poder acreditar esta situación, por ejemplo, en otros de los candidatos que nos dijeron que no cumplían con ese punto b) era porque tal vez tenían procesos en los que tal vez ya fueron juzgados y no salieron positivos, y por eso los habían descartado, pero realmente en el caso de doña Adelina, lo extraño, más bien, es que la SUPEN dice que puede participar, pero que no cumple ese b), o tal vez es que no presentó algún documento, o sea, que ellos echan de menos algún documento que demuestre eso. 





Lo que no sé es como se muestra la honorabilidad, que puede presentar uno, si una declaración jurada, ¡no sé! Pero la SUPEN le da luz para que continúe”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, pregunta: “¿Pero le da la luz con el mismo requisito que al resto? O sea, que se capaciten en temas de riesgo, en el Gobierno Corporativo, porque si se adolece de honorabilidad, no sé cómo la están incluyendo”.





La presidenta Jiménez Quesada, menciona: “En el caso de Adelina, si le falta el mismo requisito que le faltaba a don Mario Mena, que era ese precisamente, no estaría de acuerdo a postularla siquiera, porque perdone, pero la honorabilidad es importante en este tipo de puestos”





La licenciada Moya Aguilar, señala: “En el caso de Mario dice: “No cumple no lo estipulado en los incisos a), b) y c)”. En el de Adelina, que es el número tres, dice: “Cumple con el a) pero no los b) y c)”.





La presidenta Jiménez Quesada, refiere: “Ellos dejan a decisión del Tribunal Electoral quienes pueden participar o no, inclusive eso fue una discusión que tuvimos en la sesión que vimos ese asunto, que si nosotros podíamos decidir si los que no cumplían los requisitos podían o no participar de la convocatoria. Yo diría que, respecto a Adelina Rodríguez Vásquez, muy bien dice don Adolfo, si no cumple con el requisito de honorabilidad, yo la excluiría también.





Entonces, quedaría nada más don Alexander Arguedas, don William Soto, don Juan Carlos Sebiani, don Javier Aguilar Obando, don Mauricio Villalta Fallas y don Elbert González Ramírez. Claro está, Sebiani, Javier y los demás, cumplir con el requisito de posteriormente de capacitación”.





La licenciada Moya Aguilar, lee literal: 





“[…] es menester recordar que se han efectuado tres procesos de convocatoria y a la fecha se poseen tres personas candidatas que cumplen el 100% de los requisitos y se encuentran totalmente avalados para el proceso de elección respectivo, para llenar cuatro cupos necesarios (dos titulares y dos suplentes) como integrantes de la JUNAFO. Adicionalmente se resalta que, conforme al criterio emanado por la SUPEN, existen cuatro personas candidatas que poseen limitaciones y no cumplen a cabalidad con los requisitos establecidos en la normativa aplicable, pero que según señala dicha Entidad, podrían ser subsanables con un fuerte y especifico plan de capacitación. 





Adicionalmente al punto anterior, es menester resaltar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 11-2023, celebrada el 14 de marzo de 2023 artículo XIII, acordó lo que a continuación se destaca:





Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial, en sesión N° 08-2023 del 20 de febrero de 2023, artículo VII, relacionado con la comunicación que hizo la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) en oficio N° SP-187-2023 de 13 de febrero de 2023 al Tribunal Electoral, sobre los participantes de la convocatoria y selección de integrantes, para conformar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), al tenor de lo señalado en el artículo 240 de la Ley 9544. 2.) Estar a la espera de la respuesta que brinde la Dirección Jurídica del Poder Judicial a lo solicitado por la Corte Plena. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal Electoral Judicial, para lo que corresponda, e informar, a fin de que se tome en consideración, que los integrantes de esta Junta, no comparten la posibilidad de que se valore la participación de personas que no cumplen con el perfil y los requisitos adecuados, para ser miembros de la Junta Administradora.”
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“En esa sesión de la Junta Administradora donde vieron este acuerdo, ellos indicaron que no estarían autorizando, que con el dinero del 5x1000 (que es el dinero que tiene la Junta Administradora para sus gastos) se page capacitación para estas personas, a los que no cumplían, para que puedan llegar a cumplir. Ellos no estarían de acuerdo. 





Lo que se nos ocurre a nosotros como administración es que ustedes valoren si están de acuerdo que esas personas, excepto Adelina, que ya indicaron que no estarían de acuerdo, pero que, si ustedes están de acuerdo que estos otros en amarillo como don Juan Carlos, don Javier y la otra persona, sean incluidas en la convocatoria, en que más bien, que sea el Poder Judicial como institución el que asuma la capacitación de ellos, porque la Junta no está dispuesta a autorizar un pago para esto, entonces es como el asterisco que ellos les hacen ver a ustedes para la toma de la decisión”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, refiere: “Perdón, pero creo que el Tribunal no puede decidir si el Poder Judicial capacita, tendría que ser el Consejo Superior, tenemos que elevarlo”.





La presidenta Jiménez Quesada, manifiesta: “Voy a tratar más bien de ver si hablo con don Juan Carlos, presidente de la JUNAFO, que le conozco hace muchos años y es mi compañero en judicatura, sobre este tema en particular, porque es como una camisa de fuerza que nos pone precisamente la JUNAFO, porque no quieren que ciertas personas ingresen a la Junta como corresponde, pero no es decisión de la JUNAFO, es decisión del colectivo judicial. Me parece que más bien hay personas ahí, por ejemplo, respecto de Sebiani, yo no lo conozco personalmente, no sé siquiera físicamente como es, pero sí sé que es una persona de movimiento, que está dentro de una asociación que lucha por los derechos de las personas del Poder Judicial, entonces uno se extraña, inclusive en el caso de Mario Mena, cuando dijeron también que no tenían los requisitos, yo dije, ¡que extraño! Porque Mario era miembro del Consejo Superior y precisamente lo que vio el Consejo Superior en su momento, antes de que fuera creada la JUNAFO, eran todos los temas de pensiones, todos los temas de presupuesto, entonces cómo me pueden decir que no tiene Gobierno Corporativo si era miembro del Consejo Superior, pero bueno, al final eso es lo que yo extraigo. 





 En todo caso, como dije la otra vez y lo reitero, el criterio emanado por la Junta no es vinculante para el Tribunal Electoral con independencia de lo que sea, y tendrá que ajustarse a lo que corresponda. Tendrá que ver la JUNAFO en su momento, como hace precisamente con el tema de capacitación. 





Para eso es que, a nosotros, los miembros del Poder Judicial nos rebajan un porcentaje correspondiente que es para la administración, no para pagar efectivamente pensiones, ni mucho menos, y es una cantidad considerable, que inclusive, por ahí oí que iban a pedir una cuestión de un informe precisamente para ver en qué es que se está gastando la plata y en qué estamos utilizando ese porcentaje que nos rebajan a nosotros por parte de la JUNAFO. Ver cuántos salarios se pagan, qué es lo que se paga de edificio, cuánto se gasta y todo lo demás.





Diría que también hay que pensar en que la JUNAFO tiene precisamente una función importante y que, si se nombra a una persona por decisión del colectivo judicial, tiene que respetarse la decisión de que tenga que hacer obligatoriamente una capacitación para el funcionamiento correspondiente de la JUNAFO, porque eso es una forma muy solapada de exigir qué personas no quieren que se ingrese y eso me parece grosero para el colectivo judicial.





Creo que todas las personas tienen derecho a participar y si el colectivo judicial decide que, por ejemplo, Sebiani sea una de las personas que nos representen en la JUNAFO, pues tendrá la JUNAFO que ver cómo hace para hacerle, precisamente el requerimiento y la capacitación correspondiente, no el Poder Judicial.





Porque recuerden que la JUNAFO tiene efectivamente dineros propios, porque recibe para la administración, y dentro de la administración se encuentra también el tema de la capacitación de los miembros de la JUNAFO. Esto es lo que puedo decir y por eso la decisión de quienes participen, nuevamente, dentro de esto sería precisamente del Tribunal Electoral”.





El licenciado Tomás Poblador Ramirez, integrante del Tribunal Electoral, interviene: “Quisiera participar con respecto a lo siguiente; viendo en el oficio de que se encuentra prácticamente con visto bueno, del oficio de la SUPEN SP-1294-2022, el señor Alexander Arguedas Vindas, quisiera manifestar que, con respecto a este señor, me veo en la necesidad, por temas de conflicto de interés y de tipo ético también, de no votar, participar en nada que tenga que ver con don Alexander como gerente de la Caja de Préstamos y Descuentos de los Empleados del Poder Judicial - CAPREDE. Por cuánto tengo fuertes luchas contra esa institución, y por ende contra su gerencia en este momento, incluso estoy por presentar acciones de tipo legal, que creo que ya existen más de 80 y creo que no estoy en la posibilidad. 





Me excuso formalmente de opinar con respecto a este señor y hacer ver de la existencia de múltiples problemas de tipo judicial en lo civil y penal, creo que sería importante analizar el tema de idoneidad, pero eso ya les tocaría a ustedes en ese aspecto”.





La presidenta Jiménez Quesada, consulta: “¿Don Alexander está dentro del grupo?”.





La licenciada Moya Aguilar, afirma: “Sí, señora, él está, de hecho, él hoy día es suplente”.





La presidenta Jiménez Quesada, dice: “Le digo don Tomás, estaría de acuerdo totalmente con usted, yo tampoco votaría por él”.





El integrante Poblador Ramírez, responde: “Sí señora”.





La presidenta Jiménez Quesada, continua: “Entonces, a lo que me estaba refiriendo tal vez no a eso, sino, que la decisión precisamente de quiénes son los postulantes, es del Tribunal Electoral, y ahí, sí he dicho que me gustaría que estuviera en pleno el Tribunal para tomar esa decisión, porque es importante.





Si bien, hay una situación, el colectivo judicial tiene conocimiento, de todo lo que ocurre en CAPREDE en este momento. Yo soy una que me desafilié hace dos años y todavía no me han devuelto siquiera el dinero qué tengo, y no creo que me lo vayan a devolver nunca, voy a perder los 13 millones que tengo ahí, y tuve ciertos problemas también en ese ámbito, cambié los créditos e hice muchas cosas para eliminarme de CAPREDE, además que tengo información también de créditos que se dieron, por ejemplo, ellos tenían una cuestión de descuento de facturas, a personas que les dieron dinero y nunca recuperaron, pese a que las personas tenían que recuperar las facturas. Tuvieron grandes pérdidas millonarias ¡pero claro! eran amigos de en su momento del administrador, temas que están de esa manera, y sea como sea pesan sobre la decisión, porque eso dice mucho de la forma en que se administra una entidad, y nosotros lo que vamos a tener son administradores, efectivamente, dentro de esa situación.





Entonces, aunque cumpla todos los requisitos, yo tendría que hacer la salvedad correspondiente respecto al tema, y si se postula pues el colectivo judicial tendrá que saber precisamente, si es que se decide que sea así, quién es la persona correspondiente y que tomen la decisión por parte del colectivo. Pero sí, por lo menos de responsabilidad del Tribunal, advertir la situación para que el colectivo tome una decisión debidamente informada.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, añade: “En ese último asunto sobre don Alexander, de acuerdo en que debe ser el Tribunal de pleno, porque es algo bastante importante. Sin embargo, nada más una observación que me gustaría saber en el sentido de que no solo es postulante, sino que ya es integrante, entonces, no sé si es lógico, no ponerlo como postulante si ya es integrante y hasta está en ejercicio, ahí ustedes lo valorarán.





Creo que, si no se le toma en cuenta, por lo menos habría que introducir en el proceso algo para justificarlo, porque hoy por hoy cumple con todo, entonces habría que traer material nuevo para que el Tribunal, con base objetivamente en documentación fidedigna, tome decisión, no podríamos hacerlo con base en notas periodísticas o con asuntos que sabemos informalmente. 





Me parece que habría que documentarlo, introducir nuevos aspectos para poder válidamente sacarlo y plantearse entonces, si debe estar o no incluso como suplente. Creo que la decisión va mucho más allá, nada más de ser postulante, porque tiene ya una doble situación y ya está dentro, entonces creo que el análisis tiene que ser profundo en ese sentido.





Por otro lado, sobre la capacitación, me parece que la Junta es la que debería estar más interesada para tener una mayor cantidad de personas a elegir y poder tener mayor diversidad, y en ese sentido este capacitarlos y acuerpar. 





Entonces, más bien la consulta sería a los compañeros de JUNAFO, si existe alguna limitación legal dentro de las competencias de JUNAFO para poder capacitar, o es simple y sencillamente de que no quiero hacerlo porque no quiero hacerlo, ¿me explico? ¿Hay una limitante, económica, legal, de procedimientos o es simplemente no quiero porque no quiero?”.





La licenciada Moya Aguilar, responde: “Limitación no existe, si hay recursos, lo que ellos nos indicaron en su momento en la sesión de la Junta Administradora, es que a ellos les exigieron tener todo, entonces que, ¿por qué ahora hacer una diferenciación para que entren estas personas?”.





La presidenta Jiménez Quesada, expresa: “Lo que pasa es que se les olvida que hay algunos que están nombrados ahí porque la Corte así lo decidió, aunque no cumplan los requisitos correspondientes. El tema no es si cumplen o no los requisitos que se les obligaron a todos a tenerlos, en su momento había que hacer nombramientos porque alguien tenía que tomar la batuta, pero en este momento, parecemos chiquitos, ¡como a mí no me dan, entonces que no le den al otro! Esa no es la idea, la idea es tener un funcionamiento de la administración acorde que tengamos todas las personas que se puedan para no tener inconvenientes.





Acordémonos que cuando iniciamos este proceso, estaba la Junta desarticulada, precisamente porque una persona había renunciado y al final se le convenció para que se quedara, porque si no la Junta no podía funcionar. Entonces, la idea es que funcione de alguna forma, si una persona requiere capacitación para eso está el resto, si fuera que me dicen: “Mire, son cuatro o cinco personas las que va a participar, que no tienen una capacitación correspondiente”, uno dice, sí, ya son muchas, pero si es una o dos personas, el resto de las personas que tiene, se supone en un principio, capacitación para tal situación, pero además tienen los asesores correspondientes, y tenemos un administrador desde el principio, son los que advierten de las situaciones, porque las decisiones no es que uno las toma unilateralmente, si no tiene precisamente la información correspondiente.





Ya eso lo veríamos después con el tema y tendría que ver la JUNAFO cómo solventa, lo que no creo es que sea el Poder Judicial, ahí sí me opondría totalmente, hablando de Consejo Superior o Corte Plena, que tomen una decisión al efecto porque ya le digo, la JUNAFO tiene fondos propios, precisamente del colectivo judicial. Entonces tiene una administración y tiene dinero para tal efecto, por lo que no podríamos trasladarle eso al Poder Judicial cuando el funcionamiento va a ser dentro de la JUNAFO.





Son temas que obviamente habría que ver después, en lo que dice don Adolfo, por eso hice la indicación, tal vez don Tomás lo que dijo es que prefería no votar, o sea, abstenerse de votar él, yo lo que dije es que sí tenemos que informar al colectivo quiénes son las personas que van a participar en el caso, por ejemplo, de este señor que cumple con todos los requisitos establecidos por la Ley, pero que la gente debe saber que persona es, porque nuevamente, va a administrar nuestro Fondo de Pensiones, entonces personalmente diría si hay un desastre con la CAPREDE, y que usted es el administrador, ahora imagínese el Fondo, entonces hay un tema de riesgo ahí.





Hay que advertirlos, el Tribunal tiene que ser responsable en ese tema y si queda, quedó porque la colectividad así lo decidió, pero el Tribunal tiene que advertir la situación, a eso es a lo que me refería, no excluirlo, no dije nunca, en ningún momento que se excluyera y, creo que don Tomás lo que dijo es que él optaba por no participar, yo lo que dije es que tendríamos que hacer la comunicación correspondiente y que tampoco estaría dispuesta a votar por él, en mi cuestión personal, ya como en el colectivo que tiene que votar, pero que uno tiene situaciones respecto de eso, es importante que se tomen en cuenta también”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, agrega: “Entendido, nada más una observación, lo que comuniquemos tendría que comunicarse con base en alguna variable objetiva, alguna documentación, igualmente tenemos que ver ¿qué se comunica?, ¿de dónde lo obtenemos?, de don Alexander ¿qué vamos a decir o vamos a hablar de CAPREDE?, ¿me explico?, habría que analizar un poquito más entonces, y entendiéndole de nuevo la idea ¿qué es lo que vamos a comunicar exactamente? 





Por otro lado, nada más hacer la observación de que en el artículo que leímos anteriormente, habría que modificar varias cosas, sacar el nombre y entonces ya decir que no son cuatro los que cumplen, sino que son tres capacitándolos y todo ese asunto, entonces para tenerlo claro que arriba había que hacer varias modificaciones en el artículo.





Y, por último, nada más me pongo a pensar así en voz alta ¿qué pasa si el Tribunal incluye a todos los compañeros que necesitarían capacitación adicional, son electos y la JUNAFO aun así se niega a capacitarlos?, o sea, la JUNAFO es externa al Poder Judicial, es externa a nosotros, no podríamos obligarlos, ¿habría una obligación por estar electos?, o sea, ahí no sé cómo operaría eso, supongo que van a ser racionales y los van a capacitar, pero ¿si se empecinaran en no hacerlo?”.





La presidenta Jiménez Quesada, expresa: “Muy bien lo acaba de decir usted, ¿qué pasa si son cuatro los miembros que son elegidos? creo que tendrían como mayoría, porque ¿cuántos son los miembros que tiene la Junta?, algo tendrán que hacer porque algo tienen que hacer, o sea, el problema no es que se va a dejar ahí, pero ya eso escapa, exactamente como dice usted don Adolfo, al Tribunal Electoral y será responsabilidad de la JUNAFO y su administración, y no podemos trasladarle esa obligación, que ahí sí vuelvo al punto, usted lo acaba de decir muy bien, tiene sus ingresos propios la JUNAFO, a cargárselo al Poder Judicial y te diría que sería casi, no sé si pensaría que el Consejo Superior o la Corte Plena entrarían en un tema como estos, porque yo sería la primera en advertir que recordemos que la JUNAFO si bien, funciona dentro del Poder Judicial, no es una, ¿cómo se dice?, para decirlo en términos administrativos, diríamos nosotros es el hijo que tiene independencia económica, entonces tiene que asumir sus propios gastos, y creo que el Poder Judicial en eso está claro respecto del tema”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, indica: “Entendido, tal vez nada más como sugerencia; lo que sugeriría es hacer un oficio dirigido a la JUNAFO diciéndole, si la decisión es incluir, los que van a ser incluidos, que si el colectivo los elige que están en la obligación de velar por la continuidad de la Junta y que estarían en la obligación de capacitarlos, pronunciarnos como Tribunal formalmente, para no dejar como en el limbo la situación”.





La presidenta Jiménez Quesada, señala: “Si ustedes lo tienen a bien, yo no tengo problema en hacerles la observación de que la obligación de la JUNAFO, como Junta Administradora es precisamente velar por el buen funcionamiento y si eso conlleva a la obligatoriedad de la capacitación, pues debe realizarse la misma como una sugerencia porque nosotros no podemos ordenarle tampoco a la JUNAFO, o sea, nosotros podemos disponer quiénes son los participantes pero no podemos ordenarle a la JUNAFO que hacer, pero si podemos instar a que el buen funcionamiento de la JUNAFO conlleva también a una buena capacitación de sus miembros. Estaría de acuerdo, no sé los demás compañeros si estarían de acuerdo”.





La licenciada Eugenia María Salazar Elizondo, integrante del Tribunal Electoral Judicial, indica de forma escrita: “Totalmente de acuerdo”.





El integrante Poblador Ramírez, manifiesta: “Creo que lo que podemos hacer es, ¿no les parece más bien, una atenta recomendación?”.





La presidenta Jiménez Quesada, expresa: “Sí, eso es lo que dice el compañero, o sea que le hagamos indicación a la JUNAFO”.





El integrante Poblador Ramírez, agrega: “Sí exacto, y hacer ver que es una recomendación que no viene directamente del Tribunal, sino que viene desde SUPEN, ¿verdad?”.





La presidenta Jiménez Quesada, comenta: “Sí, eso me gustó, hacerle ver a la JUNAFO que quien dispone precisamente de que si se nombra, la capacitación debe ir dirigida, es precisamente la SUPEN, recomendación que debe ser en principio acatada por la por la JUNAFO sí a bien lo tienen, ya vera él los requisitos correspondientes o verá si incumple o no con lo indicado, pero sí podríamos ponerle ahí después de parte del colectivo judicial, se le hace la indicación de que en cuanto al tema de la capacitación, es una recomendación dada por la Superintendencia de Pensiones - SUPEN y en consecuencia, la JUNAFO deberá determinar si cumple o no con la misma, ¿les parece así o quieren otra cosa?”





La licenciada Moya Aguilar, sugiere: “Doña Sady, tal vez le sugeriría que lo relacionen al propio quehacer de la Junta Administradora, como buen padre de familia dirían, para el buen funcionamiento del Régimen, más viendo lo difícil y lo complicado que ha sido este proceso, entonces que deberíamos tratar de considerar que estas personas estarían trabajando ad honorem y que sería como una motivación para que ellos continúen en el proceso, porque cualquiera podría decir de ellos, por ejemplo don Juan Carlos, bueno, no me dan la capacitación, vean a ver qué hacen ustedes y se quedan desintegrados o con el órgano a medias, en este momento, ninguno se pueden incapacitar porque quedamos listos”.





La presidenta Jiménez Quesada, prosigue: “Doña Ingrid veríamos entonces la redacción para cuando lo tenemos que aprobar, ver si hacemos la corrección o hacemos la indicación, que los compañeros también tomen en cuenta eso y revisemos ese tema que resulta de importancia para este acuerdo”.





La licenciada Moya Aguilar, agrega: “Sí, solo un punto adicional que quería consultarles, en el caso de Adelina ¿la van a dejar incluida o en el caso de ella sí la van a quitar?”.





La presidenta Jiménez Quesada, responde: “En el caso de ella, voto por excluirla porque no tiene el inciso b; creo que don Adolfo también dijo lo mismo, doña Eugenia también, si me equivoco me corrigen mejor, ¿don Tomás, usted diría también lo mismo?”.





El integrante Poblador Ramírez, dice: “Estoy de acuerdo con la mayoría”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, añade: “En el caso mío, estaría de acuerdo en no incluirla, lo que pasa es que habría que cambiar también toda la redacción, no hablar entonces de los cuatro que cumplen con capacitación, sino de los tres, porque lo que entiendo ahora sería entonces atribución del tribunal ver si se incluye o no, o no sé si lo van a hacer cuando voten igual por incluir a todos, a don Alexander y demás, no sé”.





La presidenta Jiménez Quesada, señala: “Sí, pero es que este acuerdo es solamente tener por rendido el informe de don Oslean, no hemos hecho la aprobación de las personas, ¿verdad Ingrid? vea que dice que tener por recibido el informe presentado por don Oslean sobre el detalle completo de las personas que eventualmente podrían participar en el presente proceso electoral”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, interviene: “Donde estaba el cuadro, es que dice que tres personas han cumplido el 100% y dice, cuatro personas candidatas poseen limitaciones y no cumplen a cabalidad con los requisitos establecidos en la normativa pero, según señala dicha entidad pueden ser subsanables, pero Adelina no está dentro de los subsanables según entendí, porque está dentro del tema de honorabilidad y según ustedes revisaron, me parece que indicaron que realmente no estaba avalando a Adelina entonces habría que sacarla de una vez, me parece entender”.





La presidenta Jiménez Quesada, explica: “No, es que recuerde que este es el informe que hace la Junta para nosotros, o sea, nos está diciendo: “mire, hay un recuento de personas y todo”, pero no es la elección de las personas, o sea, nosotros vamos a tener por rendido el informe únicamente con la indicación de que el Tribunal posteriormente indicará cuáles son las personas postulantes.





Don Oslean lo que está diciendo es: “mire ha pasado todo esto y estas son las personas que están, para que tomen conocimiento y además, le hago la indicación de que la Junta dice que no quiere que nombren a las personas que les faltan requisitos porque no están dispuestos a asumir el gasto correspondiente”, como advertencia, pero no es que estamos aprobando el informe este, ni aprobando las personas que están ahí como postulantes, eso tendríamos que hacerlo con posterioridad don Adolfo”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, indica: “Entendido, pero es que me pareció comprenderle a la compañera cuando fue a revisar lo que dijo en el informe la SUPEN, que realmente no lo dijo de las cuatro, sino de tres o ¿entendí mal?”.





La presidenta Jiménez Quesada, aclara: “Sí, pero es que de Adelina decía, qué fue lo que vimos, que nada más dice que cumple sólo con el “a”, pero no dice ninguna otra cosa, lo que no dice que lo mantengamos, por eso es decisión de nosotros eliminarla, pero como el informe no es nuestro, sino es de don Oslean, o sea de la JUNAFO, nosotros no podemos modificarlo, podemos tener por rendido un informe, pero no podemos modificar el informe que presenta él”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, refiere: “Por eso, pero lo que entiendo es que el informe está malo en ese punto, porque realmente no son las cuatro personas, son tres, entonces deberíamos rechazar el informe porque estamos viendo que no está bien”.





La presidenta Jiménez Quesada, señala: “No, lo que podemos hacer más bien es, tener por rendido el informe y hacerle la indicación a la JUNAFO, que respecto a doña Adelina Rodríguez Vásquez solamente cumple con el requisito a, pero que, en todo caso, va a ser decisión del Tribunal Electoral Judicial disponer cuáles son las personas participantes, ¿verdad?”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, dice: “Perfecto”.





La presidenta Jiménez Quesada, continúa: “Y hacer la excitativa de que se cumpla, en el caso de que fueran elegidos, como dijo doña Ingrid Moya, de buen padre de familia, que haga la capacitación correspondiente, pero entonces acordémonos para ver bien la redacción para que hagamos la indicación que doña Adelina solamente cumple con el “a”, no con el “b” ni el “c”, y que el “b” es un requisito importantísimo para el cumplimiento de las funciones correspondientes en la JUNAFO, ¿le parece?”.





El integrante suplente Valverde Bohórquez, contesta: “De acuerdo, sí, señora”.





La presidenta Jiménez Quesada, consulta: “¿De acuerdo todos los demás también?, para que la compañera tome nota de la corrección que hay que hacer”.





Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0194-DJA-2023 del 31 de mayo de 2023, sobre el detalle completo de las personas que eventualmente podrían participar en el presente proceso electoral para elegir a las personas que conformarán parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por parte del colectivo judicial, así mismo, hacer la observación de que respecto a la señora Adelina Rodríguez Vásquez, esta solamente cumple con el requisito señalado en el inciso a) del artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y que, ante la falta de cumplimiento del requisito señalado en el inciso b) del artículo antes mencionado, será valorado por este Tribunal Electoral Judicial, y posteriormente, se indicará cuáles son las personas postulantes. 2.) Instar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, acoger la recomendación brindada por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en cuanto a brindar capacitación a las personas que no cumplan con este requisito, en el entendido que la JUNAFO con la diligencia de un buen padre de familia, permita conservar la continuidad y el buen funcionamiento del Régimen, dado lo complejo que ha sido este proceso electoral, y que dicho órgano cuenta con el presupuesto para poder llevarlo a cabo, de forma tal que se puedan cumplir de la mejor manera posible, con uno de los fines relacionados con su administración”. FIRME.”








Atentamente, 











Licda. Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria a.i


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial








cc. 	Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO


Diligencias





***AAMPIÉ***














Teléfonos: 2295-3353                  Correo electrónico: junta_fondoJPPJ@poder-judicial.go.cr                  Fax: 2295-4790
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14 de noviembre de 2023



Señor

MPM. Oslean Mora Valdez

Director interino

Dirección de la JUNAFO

S.	O.



ASUNTO:  Prórroga de permiso del teletrabajo ante la afectación por el cierre de La Galera y la autopista Florencio del Castillo.



Estimado señor: 

Como es de su conocimiento la Corte Suprema de Justicia en sesión N° 28-2023 celebrada el 11 de abril del 2023, artículo LXII, acordó, en la parte que nos interesa: 



“[…]1) Tener por aportada la directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS-MOPT de fecha 7 de marzo de 2023 aplicable al Poder Ejecutivo. 2) Con fundamento en el “Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial”, que rige la materia en la institución, deberá cada interesado acudir al procedimiento que prevé el reglamento de cita y formular la gestión ante su jefatura, quien se encuentra revestida de la potestad para valorar, conforme a las características de cada puesto, la autorización de hasta 4 días de teletrabajo, siempre y cuando no se afecte la prestación de servicio público que brinda la Institución y, bajo apercibimiento de que en caso de que la jefatura así lo solicite, la persona servidora judicial autorizada, deberá presentarse a la oficina o despacho en los casos necesarios, tal y como dispone esa norma reglamentaria […]”



Por lo cual la apreciable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N.° 020-2023 celebrada el 9 de mayo de 2023, articulo XIII, acordó:



“[…]1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 28-2023 celebrada el 11 de abril del 2023, artículo LXII, sobre la aprobación de la Directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS-MOPT para la instauración del teletrabajo ante la afectación por el cierre de La Galera y la autopista Florencio del Castillo. 2.) Acoger las disposiciones tomadas por el Consejo Superior, como propias de esta Junta Administradora para el personal de la Dirección de la JUNAFO, con fundamento en el “Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial”, y que sea la jefatura quién evalúe cada solicitud en concreto, en el tanto la excepcionalidad subsista. Por lo anterior, se autoriza la excepción de 4 días de teletrabajo y 1 día presencial, para las personas funcionarias de la Dirección de la JUNAFO que tengan su lugar de residencia en la provincia de Cartago, por los próximos 6 meses, en el entendido que posterior a ello esta Junta valorará dicho permiso, conforme al avance de las obras...”



Respetuosamente nos dirigimos ante usted primeramente para agradecer por el permiso que nos han otorgado para poder realizar nuestro trabajo en el modo de 4 días de teletrabajo y 1 día presencial, aportando grandes ventajas para nuestra vida, tanto en lo laboral como en lo personal, esto por cuanto nos ha ahorrado tiempo y costos al evitar el desplazamiento entre nuestro lugar de residencia y el trabajo.



Ahora bien, según el acuerdo que tomó la Junta dicho consentimiento lo proporcionaron por un tiempo de 6 meses y dejaron abierta la posibilidad de ser evaluado la extensión de dicho permiso según el avance de dichas obras. Es por esta razón que solicitamos se valore la posibilidad de continuar con el mismo permiso de asistir de forma presencial solamente una vez por semana, en favor de las personas colaboradoras de la JUNAFO que deben trasladarse a su lugar de trabajo por la autopista Florencio del Castillo y demás vías cercanas que actualmente se encuentran en construcción.



Tomando como referente la Directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS- MOPT para la renovación del teletrabajo ante la afectación vial que se ha venido generando todo este año, el cual ahora no es solamente en la Florencio del Castillo y la Galera si no que también se han sumado reparaciones en Hatillo y el proyecto Loyola-Seráfico, tramos por los que se debe transitar para lograr llegar hasta la Sala Constitucional. 



Según informes que ha dado el Ministerio de Obras Públicas y Transporte (MOPT) el proyecto de ampliación de Taras–La Lima presenta un avance del 49%, este paso elevado tendrá 3 carriles por cada sentido y vendrá a aliviar un poco las interminables presas para entrar o salir de Cartago, además se informó que a partir del lunes 13 de noviembre, habrán nuevos desvíos en la intersección de Taras en la ruta 2, por la construcción de pasos a desnivel, dichos desvíos se utilizarán por un periodo de un año, por lo cual los conductores procedentes San José y con rumbo a Taras deberán desviarse unos 100 metros al llegar a la intersección, para luego seguir su camino hacia Taras, también se implementará otro desvío para la construcción del muro de la rampa del paso elevado, por lo que uno de los carriles hacia Cartago permanecerá cerrado, los conductores deberán utilizar una ruta paralela a la pista implementada para este caso. La razón principal de este cambio es la necesidad de colocar vigas. Se espera que estén terminadas en diciembre de 2024.



Por otro lado, se tiene el tramo de la Galera, en el cual la Gerencia de Construcción del Consejo Nacional de Vialidad (Cosevi) detalló que se avanza con la estructura a desnivel, al tiempo que se continúa con labores del sistema de drenaje, este proyecto incide sobre las rutas nacionales 2, Florencio del Castillo y la 251 hacia Tres Ríos, donde se realizan trabajos de nivelación, colocación y compactación de material de la estructura de pavimento del carril que se ampliará. Las autoridades prevén que el paso deprimido de 60 metros deberá estar listo en un año, tomando en cuenta que el cronograma estipulaba 18 meses de labores, de los cuales ya han transcurrido 7 meses, el proyecto del paso especial en La Galera alcanzó el 41% de avance.



Otra vía que está siendo afectada y que las personas que vivimos en Cartago y que debemos transitar es la de Circunvalación, ya que todos los vehículos que transiten por ahí serán desviados hacia la calle paralela de Hatillo 4, como parte de los cambios por la construcción de un paso elevado en ese lugar. El desvío funcionará igual al que ya se ejecuta por la vía marginal provisional. Según las autoridades “Los automotores deberán salirse de Circunvalación unos metros después de los semáforos de Hatillo 4 y podrán retomar esa vía principal frente a la plaza de deportes de Hatillo 3, antes del puente peatonal. Se contará con el debido señalamiento vial, para orientar a los usuarios”, detalló el Conavi. Ese cambio temporal aplicará por cerca de 9 meses y pretende liberar el espacio suficiente para los trabajos en el actual cruce de semáforos.



Además, desde el mes de julio, se dio un cierre total por el proyecto Loyola-Seráfico para realizar excavaciones, este proyecto se ejecuta en las rutas nacionales 218 y 219, en San Nicolás de Cartago, la intervención del sistema de tuberías para reducir riesgos de inundaciones incluye la construcción de aceras y otras medidas de seguridad peatonal, así como de un tercer carril de tránsito, las obras deberán estar lista en 320 días, a partir de su fecha de inicio. Dicha ruta era una de las que se utilizaban como vías alternas para evitar el tramo de la Lima-Taras. 



No se omite indicar que desde la fecha en que se goza de este beneficio de trabajar solamente una vez por semana de forma presencial, los colaboradores hemos realizado nuestras labores de la mejor manera, cumpliendo siempre con el objetivo y quedando evidenciado en el seguimiento que se da en las evaluaciones del desempeño, además no solo nos beneficia a nosotros los colaboradores si no también a la JUNAFO ya que se incrementa la productividad, se optimiza el tiempo, se desarrolla la creatividad, la ética y la responsabilidad, ha ayudado también en la reducción del personal en la oficina, esto por el espacio de las instalaciones donde se encuentra actualmente la JUNAFO y así facilitando espacios para los otros colaboradores, por el crecimiento de personal que hemos tenido.



Por lo anterior, solicitamos prorrogar el beneficio del teletrabajo por 4 días a la semana y 1 día presencial, considerando que las condiciones que generaron el permiso original no han variado sustancialmente y se han visto agravadas por nuevas obras viales (paso a desnivel Hatillo 4 y proyecto Loyola-Seráfico) que incrementan aún más los tiempos de traslado ante todos estos cierres que afectan la salud mental, física, emocional y la economía, pues continuamos con el gran congestionamiento vial desde el ingreso y la salida a la provincia de Cartago. 



Quedamos a la mayor disposición se despiden atentamente,





Gabriela Jarquín Valladares 





Annie Ramírez Solano 





Fabián Guillén Mora





Nelson Masís Romero











Anexos:



· MOPT habilita 2 desvíos por obras en Taras durante un año, en Cartago | La Nación (nacion.com)



· Calle se encogerá en cruce de Hatillo 4 al viajar de San Pedro a Pavas | La Teja



· Cartago: cierre total en proyecto Loyola-Seráfico para realizar excavaciones - El Guardián CR (elguardian.cr)



· Obras por paso especial en La Galera muestran un avance del 41% (observador.cr)



· https://www.facebook.com/100068873393855/posts/pfbid02rdA9eFCyvCiVUK5r6MgLJGQSDqT7TAqgFmoTwDr2d3QaQrS8g9ih29BDpAyhZmxwl/?d=w&mibextid=dgqSAO 
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Artículo 2º—En virtud de esta declaratoria de 
Conveniencia Nacional del Proyecto de obra pública 
denominado: “Construcción del edificio Laboratorio Nacional 
de Aguas”, y de conformidad con los artículos 19 inciso b) y 
34 de las Ley Forestal N° 7575, se autoriza realizar la corta o 
eliminación de árboles que se ubiquen en terrenos cubiertos 
de bosque o en las áreas de protección definidas en el artículo 
33 de la Ley Forestal Nº 7575 y siempre que los árboles no se 
ubique en terrenos Patrimonio Natural del Estado.


Artículo 3º—La Administración Pública Central y 
Descentralizada, dentro de un marco de cooperación 
interinstitucional, contribuirá, de acuerdo con las potestades 
que la legislación les atribuye, en forma prioritaria y efectiva 
con la agilización real de trámites vinculados a los permisos y 
ejecución de obras vinculadas con el Proyecto.


Artículo 4º—Que el desarrollador está en la obligación de 
proceder bajo los parámetros que establece el último párrafo 
del artículo 19 de la Ley Forestal Nº 7575, en el sentido de 
que la corta de árboles deberá realizarse de forma limitada, 
proporcional y razonable, previa tramitación de los respectivos 
permisos ante el Área de Conservación pertinente del Sistema 
Nacional de Áreas de Conservación.


Artículo 5º—Como parte de la ejecución del Proyecto, 
el mismo destinará fondos para la formulación y ejecución de 
acciones que promuevan la compensación en forma directa e 
indirecta, por medio de alianzas con entes públicos o privados, 
sobre las cantidades diversas de árboles de especies nativas 
proporcional a los que requiera cortar para la construcción del 
Proyecto.


Artículo 6º—El AyA deberá cumplir con los requerimientos 
de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, así como con las 
obligaciones contraídas en el Plan de Gestión Ambiental, 
la Declaración Jurada de Compromisos Ambientales y 
las medidas ambientales de mitigación y compensación 
aprobadas.


Artículo 7º—En la eventualidad de que la corta del 
recurso forestal existente sea aprovechable, se deberá 
coordinar con el Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE), 
la entrega de dicho recurso, de conformidad con el inciso q) 
artículo 6 y numeral 65 de la ley Forestal N° 7575, reformado 
por la Ley N° 9927 del 18 de diciembre de 2020.


Artículo 8º—Rige a partir de su publicación en el Diario 
Oficial La Gaceta.


Dado en la Presidencia de la República.—San José, a 
los cinco días del mes de julio del año dos mil veintitrés.


RODRIGO CHAVES ROBLES.—El Ministro de Ambiente 
y Energía, Franz Tattenbach Capra.—1 vez.—O.C. N° 
23010400704.—Solicitud N° 028.—( D44200 – IN2023823257 ).


DIRECTRIZ
N° 027 MIDEPLAN-MTSS-MOPT


EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,
LA MINISTRA A.l. DE PLANIFICACIÓN NACIONAL
Y POLÍTICA ECONÓMICA Y LOS MINISTROS DE
TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL Y DE OBRAS


PÚBLICAS Y TRANSPORTES
Con fundamento en las atribuciones que les confieren 


los artículos 140 incisos 8) y 20), así como el ordinal 146 de 
la Constitución Política; los artículos 25, 28 párrafo 2), inciso 
b), 99, 100, 107, 113 incisos 2) y 3) de la Ley General de 
la Administración Pública, Ley N° 6227 del 2 de mayo de 
1978; el artículo 46 de la Ley de Salarios de la Administración 
Pública, Ley N° 2166 del 9 de octubre de 1957, la Ley de 


nacional, siendo estos proyectos, aquellos cuyos beneficios 
sociales son mayores a los costos socio ambientales, tal y 
como acontece con el Proyecto denominado Construcción del 
edificio Laboratorio Nacional de Aguas.


XII.—Para tal efecto, el AyA, elaboró la evaluación 
económica-social del citado proyecto mediante el informe de 
Evaluación Económica sin número de fecha 30 de noviembre 
de 2022, misma que fue sometida a valoración por parte del 
Ministerio de Ambiente y Energía, en aras de ponderar que 
los beneficios sociales sean superiores a los costos socio-
ambientales, al amparo del inciso m) del artículo 3 de la Ley 
Forestal Nº 7575, lo anterior, a efecto de que se emitieran las 
recomendaciones respectivas, mismas que en lo conducente, 
refirieron que el procedimiento utilizado por el AyA fue adecuado 
para la demostración de bienestar social y de conformidad con 
el criterio técnico sin número de fecha 30 de mayo de 2023 de 
la Economista Ambiental, se determinó que:


“En conclusión, el estudio presentado muestra 
que existe un beneficio social positivo. Apoya y mejora 
los servicios del LNA que atiende necesidades a nivel 
nacional. Por tal motivo, el proyecto puede considerarse 
de conveniencia nacional”.
XIII.—Que, debido a lo anterior, se requiere declarar la 


conveniencia nacional del citado proyecto, habida cuenta que 
se trata de una obra fundamental para la vigilancia y control 
de la calidad del agua para consumo humano y permitirá 
un crecimiento en los servicios que brinda a los mismos 
acueductos del AyA, ASADAS, Municipalidades y empresas 
privadas.


El AyA debe “determinar la prioridad, conveniencia y 
viabilidad de los diferentes proyectos que se propongan para 
construir, reformar, ampliar, modificar obras de acueductos 
y alcantarillados; los cuales no se podrán ejecutar sin su 
aprobación”. Con el fin de vigilar y controlar la calidad del 
agua, se crea el Laboratorio Nacional de Aguas por medio 
del Decreto Ejecutivo N° 26066-S en el año 1997 “para 
la realización de estudios técnicos y análisis necesarios 
requeridos por el Ministerio de Salud, y para que le brinden 
a este Ministerio la asesoría técnica que requiera, conforme 
con las disposiciones contenidas en el artículo 353 de la Ley 
General de Salud”.


XIV.—Que, de conformidad con el Reglamento a la Ley de 
Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites 
Administrativos, Decreto Ejecutivo Nº 37045-MPMEIC y 
sus reformas, se determinó que la presente propuesta no 
establece ni modifica trámites, requisitos o procedimientos 
que el administrado deba cumplir, situación por la que no se 
procedió con el trámite de control previo. Por tanto,


Decretan:
DECLARATORIA DE CONVENIENCIA NACIONAL


DEL PROYECTO DENOMINADO “CONSTRUCCIÓN
DEL EDIFICIO LABORATORIO NACIONAL DE AGUAS”


A DESARROLLAR POR EL INSTITUTO COSTARRICENSE
DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS


Artículo 1º—Se declara de Conveniencia Nacional 
el Proyecto de obra pública denominado:  “Construcción 
del edificio Laboratorio Nacional de Aguas”, con todas 
sus obras complementarias, así como las labores asociadas, 
de prevención, mitigación, compensación y mantenimiento 
requeridas por el mismo, dentro del área del proyecto, las 
cuales serán realizadas por el Instituto Costarricense de 
Acueductos y Alcantarillados, (en adelante el AyA) o las 
empresas a que éste contrate para su ejecución.
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Transportes, se refiere a la afectación de las personas usuarias 
sobre la ruta nacional, e indica que por la naturaleza misma de 
las obras a realizar sobre dicha ruta y el tamaño del proyecto, 
es inevitable que las personas usuarias no sufran algún tipo 
de afectación, principalmente en el nivel de servicio de la vía 
ya que se ven obligadas a reducir la velocidad de circulación 
en el tramo intervenido. Asimismo, indica que las obras 
generan cambios en el comportamiento usual de los usuarios, 
los cuales reducen la velocidad más de lo necesario para 
poder observar las obras mientras transitan, comportamiento 
conocido como efecto mirón.


VIII.—Que el Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
certifica, conforme a la programación y el informe CCAR-
2023-092 del 9 de octubre de 2023, que estima la conclusión 
del proyecto denominado “HT. EVOLUTIÓN” para el 7 de 
diciembre de 2023.


IX.—Que en relación con los otros proyectos que 
desarrollan respectivamente el Ministerio de Obras Públicas 
y Transportes y el Consejo Nacional de Vialidad en la zona 
de Occidente, mediante oficio DV1-2023-832 9 de octubre 
de 2023, suscrito por el Viceministerio de Infraestructura del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se indica que 
la rehabilitación de la Ruta Nacional N° 153 tiene una fecha 
proyectada de finalización para el mes de marzo de 2024, y 
la colocación de un puente modular en la intersección con el 
aeropuerto en Ruta Nacional N° 1 tiene fecha proyectada de 
finalización también para el mes de marzo próximo. Por otro 
lado, el proyecto de rehabilitación de la Ruta Cantonal 02-01-
001 (más conocida como radial el Coyol entre “la arrocera” en 
barrio San José y la rotonda del Coyol en Ruta Nacional N° 
1) iniciará obras en los próximos días y se extenderán por 1 
año. Con base en lo anterior, dicho Ministerio considera válido 
aplicar como medida urgente y excepcional la modalidad 
de trabajo a distancia para los habitantes del Occidente del 
país (específicamente los cantones de San Ramón, Atenas, 
Naranjo, Palmares, Sarchí, Zarcero, Poás, Alajuela y Grecia).


X.—Que mediante la Directriz para la Implementación 
del Teletrabajo como Modalidad Ordinaria, Directriz N° 
002-MTSS-MIDEPLAN del 14 de junio de 2022, publicada 
en el Alcance N° 138 a La Gaceta N° 128 del 06 de julio de 
2022, se instruye a los jerarcas de la Administración Pública 
Central y se insta a los jerarcas de la Administración Pública 
Descentralizada para que garanticen la implementación 
del teletrabajo como modalidad ordinaria, por cuanto se ha 
determinado que el teletrabajo es una práctica laboral que 
genera beneficios para las organizaciones, los trabajadores 
y los usuarios de los servicios, en aspectos como ahorros 
en costos laborales, disminución en tiempos de transporte, 
mejora en la calidad de vida de las personas teletrabajadoras y 
disminución en el tránsito vehicular, lo que en estos momentos 
resulta urgente para todas las personas trabajadoras que se 
desplazan a sus centros de trabajo desde la región Occidente 
del país (específicamente los cantones de San Ramón, 
Atenas, Naranjo, Palmares, Sarchí, Zarcero, Poás, Alajuela y 
Grecia). Por tanto,


Emiten la siguiente directriz, dirigida a los jerarcas de 
la Administración Pública Centralizada y la Administración 
Pública Descentralizada, denominada,


INSTAURACIÓN DEL TELETRABAJO ANTE LA AFECTACIÓN
POR EL DESARROLLO DE PROYECTOS VIALES


EN OCCIDENTE
Artículo 1°—Se insta a toda la Administración Pública 


Central y se invita a la Administración Pública Descentralizada, 
para que se considere como medida urgente y excepcional, 


Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Ley N° 9635 del 3 
de diciembre del 2018; la Ley para Regular el Teletrabajo, Ley 
N° 9738 del 18 de setiembre del 2019; el Reglamento para 
regular el Teletrabajo, Decreto Ejecutivo N° 42083-MP-MTSS-
MIDEPLAN-MICITT del 20 de diciembre del 2019 y la Directriz 
para la Implementación del Teletrabajo como Modalidad 
Ordinaria, Directriz N° 002-MTSS-MIDEPLAN del 14 de junio 
de 2022.


Considerando:
I.—Que el teletrabajo es una modalidad de trabajo que 


se realiza fuera de las instalaciones de la parte empleadora, 
utilizando las tecnologías de la información y comunicación sin 
afectar el normal desempeño de otros puestos, de los procesos 
y de los servicios que se brindan. Esta modalidad de trabajo 
está sujeta a los principios de oportunidad y conveniencia, 
donde las partes empleadora y teletrabajadora definen sus 
objetivos y la forma en cómo se evalúan los resultados del 
trabajo.


II.—Que una de las ventajas principales de la modalidad 
del teletrabajo es que disminuye los problemas de congestión 
y de embotellamiento de tráfico que sufren las ciudades, así 
como el estrés de la persona trabajadora, dado que no se 
trasladaría de su domicilio al centro de trabajo y viceversa.


III.—Que el artículo 4 de la Ley para Regular el 
Teletrabajo, Ley N° 9738 del 18 de septiembre de 2019, 
publicada en el Alcance N° 211 a La Gaceta N° 184 del 30 de 
septiembre de 2019, establece que el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social es el ente rector en materia de teletrabajo, 
y, por ende, formulará y dará seguimiento a la política pública 
para el fomento del teletrabajo, en coordinación con otras 
instituciones.


IV.—Que el artículo 46 de la Ley de Salarios de la 
Administración Pública, Ley N° 2166 del 9 de octubre de 1957, 
establece que toda la materia de empleo del sector público 
estará bajo la rectoría del Ministro o la Ministra de Planificación 
Nacional y Política Económica, quien deberá establecer, 
dirigir y coordinar las políticas generales así como definir los 
lineamientos y las normativas administrativas que tiendan a 
la unificación, simplificación y coherencia del empleo en el 
sector público, velando para que las instituciones del sector 
público respondan adecuadamente a los objetivos, las metas 
y las acciones definidas.


V.—Que el 01 de enero de 2023, el Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes dio inicio al proyecto de acceso 
sobre la ruta nacional uno denominado “Parque Industrial 
H. T. Evolution”. Este proyecto de interés público busca la 
ampliación de la ruta nacional, la construcción de calles 
marginales a ambos lados y la construcción de un paso 
elevado paralelo a la ruta nacional, obras hidráulicas, de 
seguridad vial y demarcación.


VI.—Que mediante oficio DV1-2023-832 del 09 de octubre 
de 2023, suscrito por el Viceministerio de Infraestructura del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se indica que, de 
conformidad con los datos suministrados por la Federación 
Occidental de Municipalidades, la zona del Occidente posee 
una población combinada entre todos los cantones de más 
de 300 mil habitantes, de los cuales al menos 50 mil personas 
viajan diariamente a la capital para trabajar y estudiar. Según 
los mismos datos, los tiempos de viajes en los casos más 
graves y con congestionamiento pueden ser incluso de 2 horas 
y 30 minutos para recorrer una distancia de apenas 56 km.


VII.—Que mediante oficio CCAR-2023-92 del 09 de 
octubre de 2023, el Inspector de la Comisión de Carreteras 
de Acceso Restringido del Ministerio de Obras Públicas y 
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de Medio Ambiente de América Latina y el Caribe del 25 al 27 
de octubre de 2023 y a Emiratos Árabes Unidos, Abu Dhabi 
para asistir como Jefe de la Delegación en las negociaciones 
llevadas a cabo durante la PreCOP 28 de Cambio Climático del 
27 de octubre de 2023 al 1 de noviembre de 2023.


2º—Que mediante correo electrónico de fecha 24 de 
octubre 2023, se le comunica al señor Franz Tattenbach Capra, 
Ministro de Ambiente y Energía, la autorización para que viaje 
a Panamá y Emiratos Árabes durante los días antes indicados.


ACUERDA:
Artículo 1º—Designar al señor Franz Tattenbach 


Capra, cédula de identidad número 1-0622-0325, Ministro 
de Ambiente y Energía, para que viaje a Panamá, Ciudad 
Panamá. El propósito del viaje es asistir a la XXIII Reunión del 
Foro de Ministras y Ministros de Medio Ambiente de América 
Latina y el Caribe del miércoles 25 al 27 de octubre de 2023 
y a Emiratos Árabes Unidos, Abu Dhabí para asistir como 
Jefe de la Delegación en las negociaciones llevadas a cabo 
durante la PreCOP 28 de Cambio Climático del 27 de octubre 
de 2023 al miércoles 1 de noviembre de 2023.


Artículo 2º—Los gastos de transporte aéreo, alimentación, 
hospedaje; viáticos, transporte interno, gastos imprevistos 
(taxi, internet, lavado de ropa, llamadas telefónicas, entre 
otros), y el Seguro Viajero, serán financiados por el Programa 
de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) de 
los días del 25 de octubre de 2023 al 27 de octubre de 2023 
y del 27 de octubre de 2023 hasta el 1 de noviembre de 2023 
serán financiados por la Presidencia de la COP 28.


Si por fuerza mayor el rubro por concepto de imprevistos 
excede al 8% se presentarán las facturas, tiquetes o 
comprobantes de pago correspondientes junto con la 
liquidación de viáticos, a efectos de que sea reintegrado, 
según se estipula en los artículos 35, 41 y 42 del Reglamento 
de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos 
de la Contraloría General de la República.


Artículo 3º—En tanto dure la ausencia del señor Ministro 
del MINAE, se designa Ministro a.í. del MINAE, al señor 
Ronny Rodríguez Chaves, cédula de identidad número 
5-259-084 nombramiento que rige a partir de las 6:00 p.m. 
del 25 de octubre de 2023 hasta el 1 de noviembre de 2023 
a las 5:25 p.m.


Artículo 4º—De conformidad a lo señalado en la 
CIRCULAR LYD-3083/06/15-C, al regreso del viaje, en un 
plazo no mayor a ocho días naturales, deberá presentar el 
Informe Ejecutivo indicado en la citada circular, al señor 
Presidente en su calidad de Superior Inmediato, con las 
actividades desarrolladas, los resultados obtenidos y los 
beneficios logrados para la institución y el país en general.


Artículo 5º—Rige a partir del miércoles 25 de octubre 
de 2023 a las 6:00 p.m. hasta el miércoles 1 de noviembre de 
2023 a las 5:25 p.m.


Dado en la Presidencia de la República, a los veinticuatro 
días del mes de octubre del año dos mil veintitrés.


RODRIGO CHAVES ROBLES.—1 vez.—O.C. N° 4600072887.— 
Solicitud N° 01.—( IN2023823053 ).


N° 345-P.—1 de setiembre de 2023
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA


De conformidad con lo que establecen los artículos 
139 inciso l) de la Constitución Política; 47 inciso 3) de la 
Ley General de la Administración Pública; 8 inciso b) de la 
Ley de Creación del Ministerio de Comercio Exterior y de la 
Promotora del Comercio Exterior de Costa Rica, Ley N° 7638 


la modalidad de trabajo a distancia o teletrabajo para todas 
las personas funcionarias, en aquellos puestos que así Io 
permitan y que se desplazan a sus centros de trabajo desde 
el Occidente del país (específicamente los cantones de San 
Ramón, Atenas, Naranjo, Palmares, Sarchí, Zarcero, Poás, 
Alajuela y Grecia).


Artículo 2°—En el cumplimiento u observancia de esta 
Directriz, se insta a los jerarcas de la Administración Pública 
Central y se invita a los jerarcas de la Administración Pública 
Descentralizada para que garanticen que la modalidad de 
teletrabajo no afecte la continuidad de los servicios públicos 
prestados en sus instituciones, de manera tal que se logren 
ajustar los planes de trabajo, bajo el parámetro principal de 
la no afectación del servicio que se brinda a las personas 
usuarias, tanto internas como externas, de la institución.


Artículo 3°—Se insta a los jerarcas de la Administración 
Pública Central y se invita a los jerarcas de la Administración 
Pública Descentralizada, para que, en coordinación con las 
respectivas jefaturas, tomen las disposiciones administrativas 
necesarias para dar seguimiento al trabajo que realizan las 
personas teletrabajadoras, mediante medidas de control que 
permitan acreditar las diferentes tareas que realizan durante su 
jomada laboral. Asimismo, que, en caso de algún incumplimiento, 
se tomen las acciones disciplinarias correspondientes.


Artículo 4°—Se invita al Poder Legislativo, al Poder 
Judicial, al Tribunal Supremo de Elecciones, sus dependencias 
y órganos auxiliares, municipalidades, universidades estatales, 
las empresas públicas, los bancos estatales así como cualquier 
otra instancia estatal descentralizada y al sector privado, a 
implementar como medida urgente y excepcional, la aplicación 
de la modalidad de trabajo a distancia o teletrabajo para todas 
las personas trabajadoras, en aquellos puestos que así lo 
permitan y que se desplazan a sus centros de trabajo desde 
el Occidente del país (específicamente los cantones de San 
Ramón, Atenas, Naranjo, Palmares, Sarchí, Zarcero, Poás, 
Alajuela y Grecia), debido la afectación vial generada por 
los proyectos que desarrollan respectivamente el Ministerio 
de Obras Públicas y Transportes y el Consejo Nacional de 
Vialidad en esas localidades.


Artículo 5°—La presente Directriz rige a partir de su 
publicación y hasta el 31 de marzo de 2024.


Dada en la Presidencia de la República, a los dieciocho 
días del mes de octubre de dos mil veintitrés.


RODRIGO CHAVES ROBLES.—La Ministra a.í. de 
Planificación Nacional y Política Económica, Natalia Díaz 
Quintana.—El Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Andrés 
Romero Rodríguez.—El Ministro de Obras Públicas y Transportes, 
Luis Amador Jiménez.—1 vez.—O. C. N° 4600073052.—Solicitud 
N° 017-2023.—( D027-IN2023823264 ).


ACUERDOS
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA


N° 384-P
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA


Con fundamento en el artículo 139, inciso 1) de la 
Constitución Política y el artículo 47, inciso 3 de la Ley General 
de la Administración Pública.


Considerando:
1º—Que el señor Franz Tattenbach Capra, Ministro de 


Ambiente y Energía, estará viajando a Panamá, Ciudad Panamá 
para asistir a la XXIII Reunión del Foro de Ministras y Ministros 
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De acuerdo con la Ejecutoria Adjunta, mediante Sentencia definitiva
dictada por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia nimero 2023-2424,
se declar6 mi derecho a reciir pensién derivada de quien en vida fue mi
‘conviviente, el sefior Henry Wamer Ulate Aguilar| desde la fecha de la solicitud
‘administrativa, 23 de septiembre de dos mil diecinueve, asf como los intereses
indexacin sobre las sumas dejadas de cancelar desde dicha fecha. Solicito
respetucsamente procedan con la cancelacion de los rubros adeudados a
mi persona a la brevedad posible toda vez que han transcurrido més de
cuatro afios desde que debi recibir dicho beneficio y se me ha ocasionado grave
perjicio la negativa anteriormente sostenida. Asimismo deberd estimarse sobre
Ia suma adeudada el quince por clento comespondiente a las costas del proceso,
que hablendo sido dirigido por mi persona directamente me corresponden.
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Con la intensión de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tenga una información precisa, veraz y más concreta, el informe mensual de la Función de Cumplimiento será más ejecutivo y resumido, no obstante, tal y como se indicó en el Plan de Trabajo de la Función de Cumplimiento para el 2023, se entregará trimestralmente un informe más detallado de las actividades realizadas por está Unidad de forma trimestral.

[bookmark: _Toc134460692]II. FUNCIÓN DE CUMPLIMIENTO



La Unidad o Función de Cumplimiento le da seguimiento mensual al cumplimiento de lo solicitado por los Entes Supervisores ya sea la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), en los oficios remitidos a la JUNAFO, a la vez verifica el cumplimiento de las acciones de los planes de acción de las distintas Unidades y el cumplimiento en general de la normativa mensual aplicable a la JUNAFO y al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

[bookmark: _Toc134460693]III. SEGUIMIENTO



Control de oficios



Para el mes de Octubre se registran los siguientes oficios remitidos por la SUPEN y otros entes supervisores, los cuales se detallan a continuación:



TABLA N.° 1



Oficios entes supervisores (SUPEN) 2023
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TABLA N.° 2



Oficios entes otros entes supervisores 2023
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Control de Planes de Acción

Los planes de acción los cuales está Unidad monitorean su cumplimiento, están vigentes desde enero del 2022, de esos 13 planes de acción que teníamos en proceso se han concluido 07, tenemos pendiente de concluir 06 proyectos, de los cuales 3 dependen enteramente de la Dirección de la JUNAFO y 3 dependen de otras instancias del Poder Judicial. 

De acuerdo con los 3 planes de acción que tiene la Dirección activos en este momento, el Plan de Acción Gobernanza de T.I se estará finalizando en el 2026, también el Plan de Acción FJPPJ016 es de largo plazo, por lo que ambos planes reflejan un avance más reservado.

La Dirección al mes de Octubre 2023 ha cumplido en un 92% los planes de acción cuyo cumplimiento depende de las Unidades de Apoyo de la JUNAFO, un excelente promedio de cumplimiento en los planes de acción.

Aunado a lo anterior las evidencias de los planes de acción se han remitido al Ente Supervisor en tiempo y forma.

El riesgo de no cumplimiento de estos planes es muy bajo, cuando se ha detectado un posible incumplimiento se ha procedido a ajustar las fechas de entrega de las evidencias y así evitar faltar con las pruebas. 



































TABLA Nº. 3 (anexo 1)



Planes de Acción en Trámite

[bookmark: _Toc263067315][bookmark: _Toc394419789][bookmark: _Toc20206012]

[image: ]



Cumplimiento Normativo



La Función de Cumplimiento en su rol de vigilar y promover que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) opere con integridad y en cumplimiento de leyes reglamentos, políticas, códigos y otras disposiciones internas y externas, se muestra en el siguiente apartado el cumplimiento mensual de la normativa de las áreas técnicas de la Dirección de la JUNAFO:





TABLA N°. 4 (anexo 2)



Cumplimiento normativo mes de Octubre
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Fuente: Excel Función de Cumplimiento - Matriz de riesgo  



[bookmark: _Toc134460694]IV. GESTIÓN MENSUAL



En este apartado se evidencia el cumplimiento de las labores normales que se deben ejecutar todos los meses por parte de la Administración, en acatamiento a los lineamientos de la SUPEN.



Tal y como lo establece el artículo N°. 237 de la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial, indica:



“Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N°. 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).”



En concordancia con lo anterior, el Manual de Información de Regímenes Colectivos de SUPEN, establece:



“El presente Manual de Información tiene como propósito conjuntar en un solo documento las instrucciones y procedimientos necesarios para el suministro de la información que deben enviar a la Superintendencia de Pensiones, en adelante SUPEN, los Regímenes Colectivos al amparo de lo establecido en la Ley de Protección al Trabajador, Nº 7983.”



1. En virtud de lo expuesto, mensualmente se efectúa la carga de información en la Ventanilla Electrónica de Servicios de SUPEN (VES) dentro de los 5 primeros días hábiles de cada mes, se realiza el envío de información, con total éxito, de los siguientes rubros:



a) RI: Reporte de Inversiones.

b) CV: Compras y ventas de Inversiones.

c) RL: Manejo Liquidez.

d) SN: Saldos Contables.

e) AF: Carga Afiliados

f) MA: Carga de Archivos Movimientos Afiliados.

g) Datos Personales, Pensionados y Movimientos de Pensionados    

Por lo anterior con correo electrónico del 05 de octubre del 2023 la Licenciada Yesenia Flores Chacón Jefa del Subproceso Administrativo Financiero, por medio de correo electrónico informó a la SUPEN que la carga de Saldos Contables de la Junta Administradora del FJPPJ de setiembre 2023, se logró exitosamente; de igual forma el 10 de octubre del 2023 se informó a dicho órgano supervisor que la carga de información contable y de Inversiones (RL, CV,di RI y SN) de setiembre 2023, se logró exitosamente en la VES.



Así mismo, con correo electrónico del 05 de octubre del 2023 la Licda. Katherine Zamora Murillo, de la Unidad de Pago del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones informó a la SUPEN que se realizó con éxito la carga en la VES de los archivos correspondientes al mes de setiembre 2023.



2. Mediante oficio N.° 0452-DJA-2023 el 31 de octubre del 2023 se remitió a la SUPEN las evidencias de los planes de acción cuyas acciones tenían vencimiento el 31 de octubre 2023, cumpliendo en tiempo y forma las fechas propuestas en cada uno de los planes.

VI. Trabajo Función de Cumplimiento

En aras de dar a conocer el trabajo que realiza la Función de Cumplimiento durante el mes, se ha creado este apartado, para comunicar los trabajos más relevantes llevados a cabo en el periodo de tiempo que comprende este informe:



· Se efectuó el análisis del cumplimiento normativo de los siguientes reglamentos de SUPEN:



· Reglamento Actuarial – Acuerdo SUPEN 4-16 actualizado en julio 2023

· Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información Acuerdo CONASSIF 5-17 actualizado en octubre 2022.

· Reglamento sobre Gobierno Corporativo – Acuerdo CONASSIF 4-16



· Para el análisis de los reglamentos anteriormente mencionados se llevó a cabo reuniones de trabajo con el Jefe del Proceso de Riesgos para el Reglamento Actuarial, el Coordinador de la Unidad de T.I. para el Reglamento de T.I. y con los jefes del Proceso de Riesgos y la Auditoría Interna para analizar el cumplimiento del Reglamento de Gobierno Corporativo por parte de las áreas de control (Riesgos, Auditoria y Cumplimiento) 

Se confeccionó una matriz con todos los artículos de los reglamentos y se analizaron uno a uno el cumplimiento por parte de la JUNAFO y el FJPPJ.

· Se llevó a cabo reunión con el Jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones para mapear la normativa (reglamentos y políticas) que debe de cumplir el Subproceso.

· Se llevó a cabo reunión la Jefa del Subproceso Administrativo Financiero para tener claro las políticas y reglamentos que debe tener presente el Subproceso.

· Se trabajo en finalizar la “Política de Evaluación del Desempeño de las personas Integrantes de la JUNAFO, Comités Técnicos y la Alta Gerencia”, la cual con oficio N.° 0003-FC-DJA-2023 de fecha 19 de octubre se remitió a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para su aprobación.

· Se trabajo en la herramienta para llevar a cabo la evaluación del desempeño a la JUNAFO, Comités Técnicos y la Alta Gerencia.

· Se coordinaron las reuniones de las áreas de control (Riesgos, Auditoria y Cumplimiento) con la Superintendencia de Pensiones, lo anterior según oficio N.° SP1215-2023.

· Se asiste a los Comités de Inversiones y Riesgos para exponer cómo se va ha llevar a cabo la evaluación del desempeño a los respectivos comités técnicos.



La remisión del presente resumen de actividades mensuales tiene como fin poner en conocimiento la labor que efectúa la Función de Cumplimiento dando seguimiento al cumplimiento de la normativa, reglamentos y planes de acción según el artículo N.° 36 del Reglamento de Gobierno Corporativo de la SUPEN, a la vez dar seguimiento a las gestiones de los Entes Supervisores en su papel de supervisor y regulador de la JUNAFO y del FJPPJ, por lo que se somete a conocimiento del “Máximo Órgano de Dirección” encargado de la administración de este régimen conforme dicta la normativa aplicable.



Así mismo se revela los esfuerzos que hace la Administración en todas sus áreas por cumplir en tiempo y forma los lineamientos establecidos.









		Licda. Vanessa Mesén Arroyo



		Encargada de la Función de Cumplimiento

 Junta Administradora del Fondo 

de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
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N.° de Oficio  Fecha Recepción Tema Principal Status


Se atendió con el 


oficio N.°


Fecha de envío Plazo Observaciones 


Oficio SUPEN SP-868-2023  lun-10-jul-2023


SUPEN 


aprueba la prórroga solicitada por La Corte Suprema de Justicia 


mediante oficio 


N. 264-P-2023 del 07 de julio del mismo año, para la implementación de las acciones 


necesarias para poder atender a derecho, las jubilaciones dadas bajo la aplicación incorrecta 


del Transitorio III de la Ley 7302, lo anterior debido a una reunión que se encuentra 


pendiente de realizar con el Procurador General de la República y el Poder Judicial. 


CERRADO N/A N/A


15/10/2023


Atendido por Corte 


Plena


Oficio SUPEN SP-907-2023  mié-19-jul-2023


Se modificó el Reglamento Actuarial el cual establece en el artículo 4 bis  lo que se 


denomino “Política de Revalorización de las Pensiones” de ese reglamento, por lo que se 


les solicita enviar a la SUPEN dicha política aprobada por el órgano de dirección, a más 


tardar el último día hábil de diciembre del presente año.


PENDIENTE Pendiente Pendiente 31/12/2023 Pendiente


Oficio SUPEN SP-1215-2023  mié-11-oct-2023


LaSUPENcomunicaeliniciodeunestudioenelFondodeJubilacionesyPensionesdel


Poder Judicial, con el propósito de evaluar las funciones de control establecidas en el


Reglamento de Gobierno Corporativo: Auditoría Interna, Cumplimiento y Riesgos.


CERRADO N/A N/A


Se coordinaron las 


reuniones con la SUPEN 


con las áreas 


involucradas


Oficio SUPEN SP-1216-2023  mié-11-oct-2023


La SUPEN concede la prorroga para que la Unidad de Tecnología de la Información


presente el Perfil Tecnológico del Fondo correspondiente al 2023 a mas tardar el 18de


agosto


CERRADO


Aprobado por Jorge 


Enrique López 


Martínez (SUPEN)


17/8/2023


Se remitió el Perfil 


Tecnológico según la 


normativa


Oficio SUPEN SP-1190-2023  jue-05-oct-2023


La SUPEN indica que se está incluyendo una nueva herramienta denominada 


Solución 


Trámites del Consumidor Financiero en el "Sistema de Registro y Actualización de 


Roles" (conocido como “Sistema de Roles”)


, esa sería la persona que debe estar al tanto 


de la modificación. Por parte de esta asesoría no se tendrían más observaciones


CERRADO N/A N/A


Se aprobaron las 


personas encargadas en 


el nuevo Sistema de 


Roles


Oficio SUPEN SP-1224-2023  vie-13-oct-2023


La SUPEN informa que





referente al “REGLAMENTO PARA REGULAR LA


PARTICIPACIÓN DESUPERVISADOS YEMISORES EN EL FINANCIAMIENTO DEL


PRESUPUESTO DE LAS SUPERINTENDENCIAS”, lo que establece es regular la


contribución obligatoria que deben realizar los supervisados y emisores de valores


autorizados para oferta pública por las Superintendencias. 


CERRADO N/A N/A


Se analizó SP y se está 


trabajando en los 


cambios


Oficio SUPEN SP-1246-2023  mié-18-oct-2023


LaSUPENindicalasobservacionesyrequerimientosrelacionadosalavaluaciónactuarial


correspondiente al periodo finalizado en diciembre de 2022


CERRADO N/A N/A


Se remitió SP al actuario 


para que tome en cuenta 


las recomendaciones del 


Ente Supervisor para la 


próxima valuación actual


Oficio SUPEN SP-1258-2023  vie-20-oct-2023


La SUPEN indica que existe un importante retraso en la presentación de las actas del


Órgano de Dirección delFondo deJubilaciones yPensiones delPoder Judicial(FJPPJ).


Hastael20deoctubrenoselograubicarlasactascorrespondientesalperíodoposterioral


31 de agosto de 2023 en el repositorio designado junto con los documentos de respaldo. 


CERRADO N/A N/A


Se registraron en el 


Repositorio Documental 


que se tiene con la 


SUPEN las actas que 


faltaban, cumpliendo con 


lo indicado en el SP


Oficios remitidos por los Entes Supervisores a la JUNAFO octubre 2023
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Número Oficio Institución


Fecha 


Emisión


Fecha 


Vencimiento 


para responder 


Tema Principal Observaciones


CNS-1822/04


CNS-1823/07





CONASSIF 5-oct-23 N/A


Reelegir al señor Alberto Dent Zeledón, cédula de identidad 1-0333-


0156, como presidente del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero, a partir del 16 de octubre de 2023


Entendido


CNS-1822/05


CNS-1823/08


CONASSIF 4-oct-23 N/A


Remitir en consulta, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 2, 


artículo 361, de la 


Ley General de la Administración Pública,


 Ley 6227, 


a las entidades supervisadas por Sugef, Sugeval, Supen y Sugese, al 


Banco Central de Costa Rica


La Administración indica que este 


documento tiene importantes cambios, 


los cuales deben ser valorados por las 


áreas funcionales de la JUNAFO


CNS-1828/08





CONASSIF 4-oct-23 N/A


Ampliar, al miércoles 1° de noviembre del 2023, el plazo otorgado para 


la recepción de los comentarios y las observaciones, en torno a la 


propuesta de modificación al 


Reglamento de Información Financiera


, 


Conassif 6-18, remitida en consulta, según lo dispuesto mediante los 


artículos 5 y 8, de las actas de las sesiones 1822-2023 y 1823-2023, 


celebradas el 2 de octubre del 2023.


N/A


CNS-1828/09





CONASSIF 4-oct-23 N/A


Con fundamento en lo establecido en el artículo 15 bis de la 


Ley sobre 


estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Autorizado, 


actividades Conexas, legitimación de capitales y financiamiento al 


terrorismo


, Ley 7786, en las consideraciones expuestas en esta 


resolución y en la matriz de observaciones a la consulta externa a los 


sectores regulados que consta adjunta a esta resolución


La Administración indica que este 


oficio no aplica para la JUNAFO ni el 


FJPPJ


JD-6148/08 BCCR 25-oct-23 NA


Reducir el nivel de la Tasa de Política Monetaria en 25 puntos base, 


para ubicarla en 6,25% anual a partir del 26 de octubre del 2023.


Entendido


Oficios remitidos por los Entes Supervisores (otros) a la JUNAFO octubre 2023
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Número de plan Tema Principal


Avance mes 


anterior (agosto 


2023)


Avance mes 


actual (set 2023)


Resumen del avance Dependencia encargada Status


FJPPJ007


Estado de cuenta


Que cada afiliado al régimen


reciba de forma mensual un


estado de sus cotizaciones.


18% 18%


Con oficio N.° 0718-JP/DJA-2023 el Subproceso de


JubilacionesremitealaSUPENlamodificacióndelas


tareas y fechas establecidas en el Plan de Acción


FJPPJ0007


Gestión Humana nos debe proporcionar los


insumos, esa es la razón del no avance de este plan 


de acción 


FJPPJ009


Revaloración


Recuperación de sumas giradas


de más.


82% 82%


Elavancedeesteplandeaccióndependeúnicamente


delaDirecciónJuridicayelcobrodelassumasgiradas


de más. Ya se han recuperado dos expedientes.


Dirección Juridica


FJPPJ012


Gobernanza T.I





DefinirelmarcodegestióndeTI,


conforme establece el artículo 8


del Reglamento General de


Gestión de la Tecnología de


Información.


75% 75%


Para el 2023 la U.T.I estará terminando la base 4,


retomandolasbases5,6paraserdesarrolladasdurante


el 20224,2025 y concluyendo el 2026


Unidad de Tecnología de la Información de la


JUNAFO.


FJPPJ013


Revisión Aplicación 2x1


Paralarevisióndelaspensiones


otorgadasbajoeltransitorioIIIde


la Ley 7302.


64% 64%


ConoficioN.°N°8605-2023del22desetiembredel


añoencurso,seremiteelacuerdotomadoporlaCorte


PlenaalaSUPEN,enlasesiónN°40-2023del04de


setiembrede2023enelcualindicaquelaDJdeberá


presentar un plan de trabajo y su respectivo cronograma 


deaccionesparasucumplimientoyprocederaformular


los proyectos por lesividad de los casos presentados del 


transitorio III denominado 2x1.


Corte Plena, Dirección Jurídica


FJPPJ016


1. Establecimiento de


Sistema de Gestión de


Calidad


2. Procedimientos


1.Implementacióndelossellosde


calidad


2. Manuales de procedimientos


para actividades significativas:


gestión de activos, acumulación,


desacumulación y comunicación.


55% 55% Plan de acción con avance constante


Proceso de Inversiones, Subproceso de


Jubilaciones, Dirección


FJPPJ018


Cultura de riesgos


Implementar la metodología para la 


valoración de los riesgos no


financieros, y los procesos de


autoevaluación de riesgos del


Fondo que contribuyan con el


sistema de control interno/


Seguimiento a la política de


solvencia 


93% 93%


Este es el plan de acción con mejor avance, un


cumplimiento perfecto en las fechas de vencimiento.


Proceso de Riesgos
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MES DEPARTAMENTO REGLAMENTO/ NORMA ACTIVIDAD ENTREGA CUMPLIMIENTO Riesgo/ Probabilidad /Impacto 


OCTUBRE


OCTUBRE


SUB PROCESO ADM FINANCIERO SP-A-2011-2019 Estados financieros trimestrales Mensual


Co oficio N.° 0324-SAF-DJA-2023, de fecha 31 de octubre del 


2023, se remite a la SUPEN los EEFF del III trimestre del 2023.


Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


OCTUBRE


SUB PROCESO ADM FINANCIERO Ministerio de Hacienda (D103-1) Retenciones en la Fuente del 2% - Impuesto a las utilidades 15 días naturales/ mensual


Se realizó de forma exitosa la 


carga y pago (DTR – Débito en 


Tiempo Real) de la “declaración del Impuesto sobre la renta” 


según formulario D103-1, a través del Portal de Administración 


Tributaria Virtual (ATV), respecto a los pagos efectuados por la 


JUNAFO, para el período de setiembre 2023 


Riesgo Medio/ poco probable/ bajo 


OCTUBRE


SUB PROCESO ADM FINANCIERO Ministerio de Hacienda (D-150)


Declaración mensual de Resumen de Retenciones Pago a 


Cuenta Impuesto Sobre las utilidades


10 días naturales/ mensual


La “Declaración Informativa” correspondiente al mes de 


setiembre 2023, igualmente se realizó la carga por medio del 


sitio denominado DeclaraWeb, según formulario D-150. 


Riesgo Medio/ poco probable/ bajo 


OCTUBRE


SUB PROCESO ADM FINANCIERO Ministerio de Hacienda (D103-2) Retenciones en la Fuente por Remesas al Exterior V2 15 días naturales/ mensual No aplica para Octubre


Riesgo Medio/ poco probable/ bajo 


OCTUBRE


PROCESO DE INVERSIONES SP-A-252-2022 Programación de divisas  Mensual


Con oficio N.° 0464-DJA-2023 se informo a la SUPEN la 


programación de las operaciones de compra y venta de divisas 


para el trimestre de noviembre 2023 a enero 2024, remitidó el 


07/11/2023


Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


OCTUBRE


PROCESO DE INVERSIONES SP-A-252-2022 Ejecución de compra-venta de moneda


Semanal, las compras de dólares efectivamente ejecutadas, indicando 


los importes de compras diarias, así como la plaza de ejecución de 


estas transacciones (Monex o ventanilla de un intermediario).


Con correo electrónico de los días 05, 12, 19 y 25 de Octubre se 


remito a la SUPEN la programación semanal sobre compra y venta 


de dólares del FJPPJ. 


Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


OCTUBRE


PROCESO DE RIESGOS Reglamento de Riesgos, artículo 13 Comité de riesgos Mensual, entregar información a la SUPEN 10 días después del comité


 El acta N.° 123-CR-2023 se registró en tiempo y forma en el 


repositorio documental que se comparte con la SUPEN, dicha acta 


contiene toda la documentación correspondiente al Comité de 


Riesgos del mes de SETIEMBRE 2023, celebrado el 21/09/2023





Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


OCTUBRE


PROCESO DE INVERSIONES Reglamento de gestión de activos, Artículo 9 Comité de inversiones Mensual, entregar información a la SUPEN 10 días después del comité


 El acta N.° 130-CI-2023 se registró en tiempo y forma en el 


repositorio documental que se comparte con la SUPEN, dicha acta 


contiene toda la documentación correspondiente al Comité de 


Inversiones del mes de SETIEMBRE 2023,celebrado el 


22/09/2023.


Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


OCTUBRE


PROCESO DE RIESGOS Oficio SP-135-2022/ Reglamento de Riesgos Autoevalución del Proceso de Riesgos Anual


El martes 17 de octubre la Función de Cumplimiento remite al 


Proceso de Riesgos el enlace para que dicho Proceso realice la 


autoevaluación anual de los integrantes del Proceso, la cual tiene 


como fin evaluar la madurez en la gestión de riesgo que posee el 


Departamento.


Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 
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Planes de acción  octubre 2023.xlsx




Planes de acción octubre 2023.xlsx

Octubre 2023


			Status de Planes de Acción


			N.			Número de plan			Oficio SUPEN			Proyecto			Tema Principal			Avance mes anterior (agosto 2023)			Avance mes actual (set 2023)			Resumen del avance			Observaciones			Dependencia encargada			Status


			4			FJPPJ007
Estado de cuenta			SP-1461-2020.			Emisión de estados de cuenta			Que cada afiliado al régimen reciba de forma mensual un estado de sus cotizaciones.			18%			18%			Con oficio N.° 0718-JP/DJA-2023 el Subproceso de Jubilaciones remite a la SUPEN la modificación de las tareas y fechas establecidas en el Plan de Acción FJPPJ0007			Con oficio N.° 110-JP/DJA-2023 se le informó al Órgano de Dirección el ajuste a las fechas del plan de acción FJPPJ007 y con oficio N.° 120-JP/DJA-2023 se le comunicó a la SUPEN el ajuste de dicho plan.			Gestión Humana nos debe proporcionar los insumos, esa es la razón del no avance de este plan de acción 			150									1									amarillo			estancado			250


			5			FJPPJ008
Regla IV						Aplicación de cobros por aplicación de Regla IV			Designación por rol de nota a un Magistrado de Corte Plena para su estudio a profundidad y emisión de criterio.			100%			100%						Se da por concluido por parte de Corte Plena el Plan de Acción FJPPJ008 denominado regla IV,  ya que fue definido en el sentido de que se debe declarar la lesividad del acto administrativo del acuerdo de la sesión Nº 9-2000 del 28 de febrero del 2000, artículo XXXI, sobre la aplicación de la Regla IV,  y los actos de aplicación individual del mismo, dado que siguen surtiendo efectos, toda vez que cada pago es una ejecución material de ese acto que supone necesariamente por vinculación lógica a aquella Regla IV como parámetro habilitante y que, en consecuencia, sí puede ser atacado por su efecto continuado.
  La Dirección Jurídica, procederá a preparar el acto de declaratoria de lesividad para efectos de dar traslado a la Procuraduría General de la República, a fin de que sea sometido a conocimiento de esta Corte Suprema de Justicia. 						finalizado									2									verde 			al día			150


			6			FJPPJ009
Revaloración						Aplicación de cobros por aplicación de Revaloración			Recuperación de sumas giradas de más.			82%			82%			El avance de este plan de acción depende únicamente de la Dirección Juridica y el cobro de las sumas giradas de más. Ya se han recuperado dos expedientes.			Mediante oficio N.° 163-DJ/CA-2023 relacionado con el arreglo de pagó del expediente N° 16-ACA/DJ-2023, tramitado a la señora Blanca Iris Palma Alfaro, por sumas giradas de más, a realizar un arreglo de pago para que se rebaje de la pensión la suma de 101.749,63 ciento un mil setecientos cuarenta y nueve mil con sesenta y tres céntimos, en tractos durante 19 meses hasta completar la suma adeudada de 1.933.238,08 (un millón novecientos treinta tres mil doscientos treinta y ocho colones con ocho céntimos, de está forma proceder con el reintegro.
Mediante oficio N° 22-DJ/CA-2023 del 19 de enero de 2023, relacionado con el archivo del expediente N° 213-R-15 (A), tramitado al señor Hugo Eliecer Picado Odio, por sumas giradas de más, se recupero la suma de ¢1.235.400,00 (Un millón doscientos treinta y cinco mil cuatrocientos colones) 			Dirección Juridica			350									3


			7			FJPPJ012
Gobernanza T.I
						Plan Gobernanza T.I. 2021			Definir el marco de gestión de TI, conforme establece el artículo 8 del Reglamento General de Gestión de la Tecnología de Información.			75%			75%			Para el 2023 la U.T.I estará terminando la base 4, retomando las bases 5,6 para ser desarrolladas durante el 20224,2025 y concluyendo el 2026			El desarrollo de esté plan de acción es continuo y las acciones de han cumplido en tiempo y forma.			Unidad de Tecnología de la Información de la JUNAFO.			350									4


			8			FJPPJ013
Revisión Aplicación 2x1			SP-458-2021.			Revisión Ampliación 2x1			Para la revisión de las pensiones otorgadas bajo el transitorio III de la Ley 7302.			64%			64%			Con oficio N.° N° 8605 - 2023 del 22 de setiembre del año en curso, se remite el acuerdo tomado por la Corte Plena a la SUPEN, en la sesión N°40-2023 del 04 de setiembre de 2023 en el cual indica que la DJ deberá presentar un plan de trabajo y su respectivo cronograma de acciones para su cumplimiento y proceder a formular los proyectos por lesividad de los casos presentados del transitorio III denominado 2x1.			Con correo electrónico del 13 de abril del 2023 el Licenciado Carlos Lizano Alfaro Jefe del Subproceso Administración de Personal indicar lo siguiente: "Conforme el programa de trabajo establecido, se informa que se finalizó a nivel de la Dirección de Gestión Humana la labor de revisión y recalculo de montos de jubilación para los casos de aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones. Ahora la información se concentra en la Dirección Jurídica, despacho encargado de presentar los casos ante la Corte Plena para los correspondiente".			Corte Plena, Dirección Jurídica			350									5


						FJPPJ015
Reglamento de Información Financiera JUNAFO						Reglamento de información financiera JUNAFO			Implementación del Reglamento de Información Financiera para la contabilidad de la JUNAFO.			100%			100%						El día 16 de febrero del 2023 se realizó la carga de Saldos Contables de la Junta Administradora del FJPPJ de enero 2023, se logró exitosamente en la VES.						finalizado									7


						FJPPJ016
1. Establecimiento de Sistema de Gestión de Calidad
2. Procedimientos									1. Implementación de los sellos de calidad
2. Manuales de procedimientos para actividades significativas: gestión de activos, acumulación, desacumulación y comunicación.			55%			55%			Plan de acción con avance constante			Con oficio N.° 0060-DJA-2023 se le informó al Órgano de Dirección el ajuste a las fechas del plan de acción FJPPJ016 "Procedimientos" de acuerdo a lo indicado por la SUPEN en oficio N.° SP-137-2023.			Proceso de Inversiones, Subproceso de Jubilaciones, Dirección			350									8


						FJPPJ018
Cultura de riesgos									Implementar la metodología para la valoración de los riesgos no financieros, y los procesos de autoevaluación de riesgos del Fondo que contribuyan con el sistema de control interno/ Seguimiento a la política de solvencia 			93%			93%			Este es el plan de acción con mejor avance, un cumplimiento perfecto en las fechas de vencimiento.			Este plan de acción avanzando			Proceso de Riesgos			350									9





						Simbología 


						350									Plan de acción con avance constante, al día con el cumplimiento de fechas


						250									Plan de acción con avance estancado, fechas de cumplimiento al día


						100									Plan de acción sin avance 																		  
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Cumplimiento normativo octubre  2023.xlsx

Octubre  2023


			MES			DEPARTAMENTO			REGLAMENTO/ NORMA			ENTIDAD 			ACTIVIDAD			ENTREGA			OBSERVACIONES			CUMPLIMIENTO			Riesgo/ Probabilidad /Impacto 


			OCTUBRE


			OCTUBRE			SUB PROCESO ADM FINANCIERO			SP-A-2011-2019						Estados financieros trimestrales			Mensual			El último día hábil del mes siguiente posterior al cierre trimestral 			Co oficio N.° 0324-SAF-DJA-2023, de fecha 31 de octubre del 2023, se remite a la SUPEN los EEFF del III trimestre del 2023.			Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


			OCTUBRE			SUB PROCESO ADM FINANCIERO			Ministerio de Hacienda (D103-1)						Retenciones en la Fuente del 2% - Impuesto a las utilidades			15 días naturales/ mensual						Se realizó de forma exitosa la carga y pago (DTR – Débito en Tiempo Real) de la “declaración del Impuesto sobre la renta” según formulario D103-1, a través del Portal de Administración Tributaria Virtual (ATV), respecto a los pagos efectuados por la JUNAFO, para el período de setiembre 2023 			Riesgo Medio/ poco probable/ bajo 


			OCTUBRE			SUB PROCESO ADM FINANCIERO			Ministerio de Hacienda (D-150)						Declaración mensual de Resumen de Retenciones Pago a Cuenta Impuesto Sobre las utilidades			10 días naturales/ mensual						La “Declaración Informativa” correspondiente al mes de setiembre 2023, igualmente se realizó la carga por medio del sitio denominado DeclaraWeb, según formulario D-150. 			Riesgo Medio/ poco probable/ bajo 


			OCTUBRE			SUB PROCESO ADM FINANCIERO			Ministerio de Hacienda (D103-2)						Retenciones en la Fuente por Remesas al Exterior V2			15 días naturales/ mensual						No aplica para Octubre			Riesgo Medio/ poco probable/ bajo 


			OCTUBRE			PROCESO DE INVERSIONES			SP-A-252-2022						Programación de divisas 			Mensual			Se debe remitir mensualmente, la información de compra y venta de divisas del FJPPJ proyectada para el siguiente trimestre móvil, los cinco primeros días hábiles del primer mes de dicho trimestre.			Con oficio N.° 0464-DJA-2023 se informo a la SUPEN la programación de las operaciones de compra y venta de divisas para el trimestre de noviembre 2023 a enero 2024, remitidó el 07/11/2023			Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


			OCTUBRE			PROCESO DE INVERSIONES			SP-A-252-2022						Ejecución de compra-venta de moneda			Semanal, las compras de dólares efectivamente ejecutadas, indicando los importes de compras diarias, así como la plaza de ejecución de estas transacciones (Monex o ventanilla de un intermediario).			Semanalmente, se deben programar en Central Directo los requerimientos de compra-venta de divisas, esto solo sí se programa en Monex o ventanilla.			Con correo electrónico de los días 05, 12, 19 y 25 de Octubre se remito a la SUPEN la programación semanal sobre compra y venta de dólares del FJPPJ. 			Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


			OCTUBRE			PROCESO DE RIESGOS			Reglamento de Riesgos, artículo 13						Comité de riesgos			Mensual, entregar información a la SUPEN 10 días después del comité						 El acta N.° 123-CR-2023 se registró en tiempo y forma en el repositorio documental que se comparte con la SUPEN, dicha acta contiene toda la documentación correspondiente al Comité de Riesgos del mes de SETIEMBRE 2023, celebrado el 21/09/2023
			Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


			OCTUBRE			PROCESO DE INVERSIONES			Reglamento de gestión de activos, Artículo 9						Comité de inversiones			Mensual, entregar información a la SUPEN 10 días después del comité						 El acta N.° 130-CI-2023 se registró en tiempo y forma en el repositorio documental que se comparte con la SUPEN, dicha acta contiene toda la documentación correspondiente al Comité de Inversiones del mes de SETIEMBRE 2023,celebrado el 22/09/2023.			Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 


			OCTUBRE			PROCESO DE RIESGOS			Oficio SP-135-2022/ Reglamento de Riesgos						Autoevalución del Proceso de Riesgos			Anual						El martes 17 de octubre la Función de Cumplimiento remite al Proceso de Riesgos el enlace para que dicho Proceso realice la autoevaluación anual de los integrantes del Proceso, la cual tiene como fin evaluar la madurez en la gestión de riesgo que posee el Departamento.			Riesgo Bajo/ remoto/ insignificante 
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